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N T R o D u e e I o N 

Al pensar en la elaboración del presente trabajo, me ·­
surgió una inquietud en cuanto a la Institución del Ministerio -
Público se refiere y particularmente en su carácter de parte en_ 
el Juicio de Amparo, dado que en la práctica del mismo, sucede -
con singular frcc11e11ciu q11c por una o por otra circunstancia el 
Ministerio Público Federal no ejercita debidamente sus funciones 
como parte en dicho juicio, de tal suerte que resulta totalmente 
irrelevante e intrascendente el que sea considerado como parte • 
en dicho juicio. 

De acuerdo a lo expresado, en esta tesis se tratará de 
exponer algunos conceptos y razonamientos ni mismo, todo ello 
con la finalidad de que exista un mejoramiento en Ja Institución 
de Amparo, si es que Jos legisladores algún dia se percatan de -
nuestras humildes propuestas y asi el Ministerio Público Federal 
tenga reales obligaciones dentro del Juicio Constitucional, no -
pretendiendo hacer una critica destructiva en contra del Minist~ 
rio Público Federal, sino que poner a cada quiln en su lugar en 
una forma clara y conforme, desde luego, a experiencias persona­
les y que en consecuencia pueden dar origen a considerarse de e~ 
rácter subj~tivo, en los que pudiera estar erróneo, pero en la -

práctica profesional evidentemente se presentan, y q11e para rea­
lizar un trabajo de esta indole se requiere el conocer aunque -­

sea en una forma somera, puesto que a estas alturas no puede - -
ser, ni con mucho, profunda y en este orden de ideas, se realiza 
mediante una inquietud personal derivada de la práctica que he -
tenido que aún y cuando no es muy abundante me he podido dar - -
cuenta que las funciones que realiza el Ministerio Público Fede­
ral como parte dentro del Juicio de Amparo y que no estoy de 
acuerdo con ellas; motivo por el cual nace la exposición que se 
hará dentro de esta obra no siendo mi interés el tergiversar las 
funciones citadas, sino que se demuestre la necesidad de su exi! 
tencia con esa calidad. 



Para el desarrollo, de lJ presente labor se estudiarln_ 
los antecedentes históricos del Ministerio POblico, ésto en los_ 
países en que ha tenido mayor auge, tales como Grecia, Roma, -

Francia, Espana y México, por ser el motivo del estudio corres-­
pendiente. 

A continuación se analizará qui se entiende por Minist~ 
ria POblico y cuál es su naturaleza jurídica, tanto el Camón co­
mo el Federal para concluir con la Ley Orgánica de la Procuradu­
rin General de la RepOblica, que es la que esencialmente intere­
sa por ser el Ministerio POblico Federal quien interviene como -
parte en el Juicio de Amparo. 

Asimismo, examinar diversas cuestiones sobre el Juicio_ 
de Amparo y las partes que en el mismo intervienen, para finali­
zar con la intervención que tiene el Agente del Ministerio PObl! 
ca Federal en el Juicio de Amparo, sus obligaciones y faculta­
des, que es lo que le corresponde hacer y no ejercita o que no -
está plasmado en la Ley como obligaciones del mismo y deberían -
de estar, establecidas planteando los problemas en una forma el! 
ra y objetiva y formulando las soluciones que se le encuentren a 
dicha problemática. 

Por tanto, el Onico objetivo a realizar es el que se le 
asignen obligaciones reales al Ministerio POblico Federal y éste 
las ejercite conforme a la Ley, dentro de su carácter de parte -
en el Juicio de Amparo. 



C A P I T U L O 

EL MINISTERIO PUBLICO.· ANTECEDENTES HISTORICOS. 

Los antecedentes históricos con que se cuenta respecto­
de la Institución del Ministerio Público, son escasos y además -
existen diversidad de criterios en cuanto al nacimiento de la 
Institución mencionada, sin embargo, a pesar de Jos pocos antec! 
dentes con que se cuentan se tratará de que éstos sean los más -

apegados a la realidad, tomando en consideración, desde Juego, -
las épocas en que se analice Ja evolución del Ministerio Públi-­
co, de tal suerte que, a continuación se procederá a exponer los 
antecedentes históricos del Ministerio Público en todas y cada -
una de las etapas que Jos tratadistas indican. 

a) G R E c I A . 

El maestro González Bustamante en relación a Jos antec! 
dentes del Ministerio Público afirma: "Investigar los orígenes -
del Ministerio Público, es una tarea ardua y más resulta encon-­
trar conexiones en el pasado con la moderna Institución. Se afi~ 
ma que existió en Grecia, donde un ciudadano llevaba Ja voz de -
la acusación ante el Tribunal de los Heliastas. En el Derecho 
Atico, era el ofendido por el delito quien ejercitaba Ja acción­
penal ante los tribunales. No se admitía la intervención de ter­
ceros en las funciones de acusación y de defensa. Regia el prin­
cipio de la acusación privada. Después, se encomendó el ejcrci-­
cio de la acción a un ciudadano, como representante de la colec­
tividad, era una distinción honrosa que enaltecía al elegido y -
el pueblo lo premiaba con coronas de laurel. Sucedió a la acusa­
ción privada, la acusación popular, al abandonarse la idea de 
que fuese el ofendido por el delito el encargado de acusar y al­
ponerse en manos de un ciudadano independiente el ejercicio de -
la acción, se introdujo una reforma substancial en el procedi- -
miento, haciendo que un tercero, despojado de las id~as de ven-­
ganza y de pasión que insensiblemente lleva el ofendido al proc! 
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so, persiguiese al responsable y procurase su castigo o el reco­
nocimiento de su inocencia, como·un noble atributo de justicia -

social". (l) 

Agrega el autor en cita: "La acusación privada se fu_!! 

dó en la idea de la venganza, que fue originariamente el primiti 
vo medio de castigar. El ofendido por el delito, cumplía a su m2 
do con la noci611 de la justicia, haciéndosela por su propia ma-­
no. La acusación popular significó un positivo adelanto en los -
juicios criminales. Su antecedente histórico se pretende encon-­
trarlo en los 11 Temostéti'' qu~ tcnian en el Derecho Griego la - -

misión de denunciar los delitos ante el Senado o ante la Asam- -
blea del Pueblo para que se designara a un representante que 11~ 
vara la voz de la acusación". (2) 

De lo expuesto por el referido tratadista se colige que 
existían. en Grecia dos tipos de acusación a saber: 

a) Privada; y 
b) Popular. 

En la primera de ellas la acusación recayó en el ofendi 
do por una conducta que se consideraba como delito, ya que aún y 
cuando en Grecia no había unidad en las leyes ya que existían di 
versas legislaciones, se limitó el derecho de la venganza que, -
corno se sabe, en un principio existió la denominada venganza pr! 
vada y consecuentemente se hacía presente la llamada Ley del - -
Talión, pero cori posterioridad, como ya se dijo, aparecen los 
dos tipos de acusación de que se hablan y por ende la venganza • 
póblica que tambi6n da como consecuencia muy a pesar de que la -
acusación se hiciere en un principio por una persona ofendida 

(l) GONZALEZ BUSTAMANTE, Juan José,-Principios de Derecho Proce­
sal Penal Mexicano.- Editorial Porrúa.- 6a. Edicion.- México, 
1975. Págs. 53 y 54. 

(2) ldem.-
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por un delito y después se denunciaban los delitos ante los órg~ 
nos que indica el autor que se cita, como para que a su vez 
éstos designaran a un representante para que realizara todo lo · 
relativo a la acusación. 

De acuerdo a las argumentaciones vertidas en el párrafo 
precedente, podría decirse que se realizaban las funciones que · 
en la actualidad efectúa el Ministerio Público, pero no debe pa· 
sar desapercibido el hecho de que conforme a lo relatado la Ins· 
titución del Ministerio Público en realidad no existió como tal. 

Por otro lado, el jurista Guillermo Colín Sánchez, 
dice: "··· se pretende encontrar el antecedente más remoto del · 
Ministerio Público en las Instituciones del Derecho Griego, esp! 
cialmente en el 11 Arconte 11

, magistrado que en representación del­
ofendido y de sus familiares o por incapacidad o negligencia de· 
éstos, intervenía en los juicios; sin embargo, tales atribucio-­
nes son dudosas y aunque se ha insistido que entre los atenien·· 
ses la persecución de los delitos era una facultad otorgada a 
las victimas y a sus familiares, los datos que obran al respecto 
no son suficientes para emitir un juicio preciso". (3) 

De lo que el maestro mencionado afirma, debe decirse 
que existe al menos cierta discrepancia entre lo que el jurista 
González Bustamante dice en cuanto a que éste habla de los · · · 
"Temostéti" (como también lo hace el maestro Juventino V. Castro 
según se verá más adelante), en tanto que aquél se refiere al 
"Arconte". 

El connotado jurista Juventino V. Castro a su vez, al · 
tratar la historia del Ministerio Público en relación a su · • · 
origen en Grecia afirma: "Otros creen ver el origen histórico de 

(3) COLIN SANCHEZ, Guillermo.· Derecho Mexicano de Procedimien·· 
tos Penales,· Editorial Porrúa.· 8a. Edición.· México, 1984. · · 
Págs. 86 y 87. 
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la Institución en la antigüedad griega, y particularmente en los 
"Temostéti", funcionarios encargados de denunciar a los imputa-­
dos al Senado o a la asamblea del pueblo que designaba a un ciu­
dadano para sostener la acusación". (4) 

De la aseveración efectuada por el citado jurista, se -
puede advertir que se encuentra totalmente acorde con lo que el 
Dr. González Bustamantc menciona, si11 embargo, como se verá a 
continuación, el maestro Manuel Rivera Silva que dice: " ... en -

Grecia, un arconte que intervenía en asuntos en que los particu­
lares, por alguna razón, no realizaban la actividad persecuto- -
ria, siendo de advertir que la actuación del arconte era mcrame~ 
te supletoria, pues la acción procesal penal estnbn en manos de 
los particulares". ( 5) 

Así las cosas, respecto de lo que el referido maestro 
afirma, puede observarse qui, lste tiene el antecedente que -
también precisa el licenciado Guillermo Colín Sánchez, puesto 
que nos habla esencialmente 'de la l.nstitución del "Arconte". 

No obstante lo.anterior,. el Dr. Sergio García Ramírez,­
citando a Mac Lean-Estenós, e.Xpresa: "··· en Grecia los "tcmost! 
ti'' eran meros denunc~ant~s; ~a __ ncci6n penal podía se~ ejercita­
.da por el agraviado. Licurgo creó los éforos, encargados de que 
no se produjese ln impunidad cuando el agraviado se abstenía de 
acusar. Con el tiempo, los "éforos" fueron censores, acusadores 

Y jueces. A partir de Pericles, el Areópago acusaba de oficio y 
sostenin·las pruebas-.en caso ·de que el inculpado hubiese sido i!! 
justamente absuelto por los magistrados. Aquí, comenta Mac Lean, 

(4) .CASTRO, Juveritino V.- El Ministerio Público en México.- Edi­
torial Porrúa.- .3a. Edición.- Mexico, 1963. Pugs. 3 y 4. 

(s)· RIVERÁ :.SILVA, Manuel. - El Procedimiento Penal. - Edi tori.al 
Porrúa.~ 3a; Edición.- Mlxico, 1963. Plg. 63. 
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el Areópago fungía como Ministerio Público, al ejercer la acción 
penal ante el tribunal del pueblo para revocar las sentencias 
contrarias a la ley. Por su parte, el arconte denunciaba cuando 
las víctima carecía de parientes o éstos no ejercitaban la ac- -
ción. Finalmente, el ejercicio de ésta quedaba muy a menudo en -
manos de los oradores''. (6) 

De lo afirmado por el aludido Doctor, se advierte que 
el estudio en cuanto al origen del Ministerio Público es más - -
extenso pues en principio habla de los 11 Temostéti 11

, como también 
del "Arconte", de lo que en su estudio, se aprecia un panorama -

más claro de lo que es el origen de la Institución de que se tr~ 
ta, a pesar de ello debe afirmarse que en realidad no se tienen 
datos exactos y precisos en lo que al Ministerio Público respec­
ta, de tal manera que, aunque existen diversos antecedentes en -

relación con el mismo, no se puede saber a ciencia cierta si - -
efectivamente en la antigua Grecia existió o nó tal Institución, 
dado que los datos que se proporcionan son escasos. 

b) R O M A 

En el Derecho Romano lo que llegó a desarrollarse en 
realidad fue el Derecho Civil, dado que le otorgaron demasiada -
importancia al mismo, de tal suerte que de las Instituciones de 
aquella época todavía algunas prevalecen como por ejemplo, la 
obligación, y al dedicarse en forma total al Derecho que nos re­
ferimos lo llegaron a perfeccionar, tan es así que se les ha 11! 
gado a considerar como los padres del Derecho Civil y por ello -
no se dedicaron en esencia al Derecho Penal, razón por la cual -
la Institución del Ministerio Público no fue conocida como tal -
como se verá más adelante, no obstante que sí existió un Derecho 
Penal Romano, pero que desde luego tuvo mucho menos trascenden--

(6) GARCIA RAMIREZ, Sergio.- Curso de Derecho Procesal Penal.- -
Editorial Porrúa.- 4a. Edición.- México, 1983. Págs. 230 y 231. 
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cia y fue mucho menos relevante que el Derecho Civil, que tam- -
bién se ie denominó Derecho Privado Romano. 

En relación con el Ministerio Público en cuanto a su 
origen en Roma, el citado tratadista Juan José González Bustama~ 
te, asevera: "En Roma todo ciudadano estaba facultado para prom.!?_ 
verla. Cuando el Romano se adormeció en su indolencia y los hom­
bres de Breno tocaron a las puerta• de la gran urbe; cuando las 
rivalidades entre Mario y Siln produjeron el periodo de las del! 
cienes secretas, se abandonó Ja acusación privada y se adoptó la 
acusación popular y el procedimiento de oficio que es para algu­
nos autores el germen del Ministerio Público. Los hombres más 
insignes de Toma, como Catón y Cicerón, tuvieron a su cargo el -
ejercicio de In acción penal en representación de los ciudada- -
nos. Más tarde se designaron magistrados, a quienes se encomendó 
la tarea de perseguir a los criminales, como los 11 curiosi 11

, .. 

11 stationari 11 o "irenarcas 11
, que propiamente desempenaban servi-­

cios policiacos y en particular, los "praefectus urbisu en la 
ciudad; los npraesides" y 11 procónsules 11

, los "advocati fisci" y 
los ''procuratorcs Caesnris 11 de la ~poca imperial, que si al pri~ 
cipio fueron una especie de administradores de los bienes del 
Príncipe (rationales), adquirieron después suma importancia en -
los órdenes administrativo y judicial, al grado de que gozaban -
del derecho de ju:gar acerca de las cuestiones en que estaba in­
teresado el Fisco". ( 7) 

En las relacionadas condiciones, debe afirmarse que los 
datos que proporciona el autor citado, en cuanto al origen del -
Ministerio Público son aislados dado que, como se sabe, existie­
ras diversas etapas dentro de Roma y no se refiere en esencia a 
todas y cada una de ellas, sino que hace mención a diversas épo­
cas que de ninguna manera constituyen todas las etapas de las 
que se habla, pero que también, como en Grecia, se hace alusión 

17, GONZALEZ BUSTAMANTH, Juan José,- Ob. cit. Pág. 54. 
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a la acusación privada y a la acusación popular, además del pro­
cedimiento de oficio, que aunque no menciona qué es, sí dice que 
es el germen del Ministerio Público. Asimismo, habla de Catón y 

Cicerón, quienes tenían a su cargo el ejercicio de la acción pe­
nal y más tarde una serie de funcionarios que tenían a su cargo 
perseguir a los criminales, así como funciones de carácter admi­
nistrativo y aún judicial. 

Por su parte el jurista Guillermo Colín Sánchez en rel! 
ción con el tema de que se trata sostiene: ·~e dice también que 
en los funcionarios llamados "Judices Questiones" de las Doce T! 
blas, existía una actividad semejante a la del Ministerio Públi­
co, porque estos funcionarios tenían facultades para comprobar -
los hechos delictuosos, pero esta apreciación no es del todo - -
exacta; sus atribuciones características eran netamente jurisdi~ 
cionales". (8) 

Agrega el referido maestro: "El Procurador del César, 
de que habla el Digesto en el Libro Primero, Título 19, se ha 
considerado como antecedente de la Institución debido a que di-­
cho Procurador, en representación del César, tenía facultades 
para intervenir en las causas fiscales y cuidar del orden en las 
colonias, adoptando diversas medidas, como la expulsión de los -
alborotadores y la vigilancia sobre éstos para que no regresaran 
al lugar de donde habían sido expulsados". (9) 

Como se puede advertir claramente de los expresado por 
el maestro Colín Sánchez, tampoco se puede decir que el Ministe­
rio Público tenga su origen en el Derecho Romano, dado que dese~ 
penaban aparentes funciones de Ministerio Público que no eran 
las que en realidad ejerce. 

(8) COLIN $ANCHEZ, Guillermo.- Ob. cit. Pág. 87, 

(9) Idcm. -



8. 

Por su parte, Javier Pi1)a y Palacios manifiesta: "Algu­
nos historiadores que se han ocupado en indagar y precisar los -
orígenes más remotos de la Institución, aseguran que en Roma, en 
tiempos antiguos había Magistrados, ayudados por oficiales de P.2. 
licia, nombrados 11 curiosi 11

, "stationari" e "irenarcas" que pers~ 
guian los delitos y a los criminales, y el Emperador y el Sena-­
do, designaban en casos graves un acusador". (10) 

En el mismo sentido se pronuncia Manuel Rivera Silva, -
por lo que se hace innccesari? transcribir su criterio que esta­
blece en su obra "El Procedimiento Penal". 

El tratadista Carlos Franco Sodi, en relación con el 
mismo tema dice: ''Dije anteriormente que en Romn la acción penal 
eru monopolizada por los ciudadanos, a cuya actividad expontáne!!_ 
se dejaba 1n persecución de los delitos y este solo hecho es su­
ficiente para demostrar cómo no es posible encontrar en el gran 
Estado de la antigüedad al remoto antepasado del Ministerio Pú-­
blico. Existían, en efecto. unos funcionarios denominados 11 curi~ 

si", 11 stationari 11 o 11 ircnarcas 11
, cuya misión era persecutoria de 

los criminales, de tal suerte que ejercían funciones policiacas, 
sin relación alguna con el Ministerio Público contemporáneo". 
(11). 

El Dr. García Ramirez, por su parte, si trata diversas 
etapas que se presentaron en Roma al afirmar: "En Roma el germen 
del Ministerio Público se halla en el procedimiento de oficio, -
dice Mac Lean. Atribuye el carácter de verdaderos fiscales, en -
términos latos, a ciudadanos que, como Cicerón y Catón, ejercie-

(10) PINA Y PALACIOS, Javier.- Derecho Procesal Penal.- Talleres 
Gráficos de la Penitenciaria del Distrito Federal.- Mlxico,1948, 
Pág. 60. 

(11) FRANCO SODI, Carlos. - El Procedimiento Penal Mexicano. - Li­
brería de Porrúa Hnos. y Cía. - Za. Edición. Mlxico, 1939. - Pág. 
52. 
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ron reiteradamente el derecho de acusar. Empero, ha de advertir­
se que el sistema de la acción popular constituye, justamente, -
un régimen del todo distinto del Ministerio Público. Bajo Tulio 
Hostillo aparecieron los 11 quaestori", que perseguían los atenta­
dos perturbadores del orden público o lesivos para los intereses 
de los ciudadanos. Del Derecho Romano son también los "curiosi", 
"stationari e irenarcas", "advocati fisci" y "procuratores - - -
caesaris". En la época imperial, los prefectos del pretorio re-­
primian los crímenes y perseguían a los culpables que eran denu~ 
ciados, administrando justicia en nombre del emperador. (12) 

De los datos que aportan los autores que se han citado 
anteriormente, se desprende claramente, que en realidad y aún y 
cuando se ejercieron en Roma, funciones semejantes a las del Mi­
nisterio Público, no puede decirse que efectivamente haya nacido 
la Institución del Ministerio Público en esa ciudad, dado que el 
Ministerio PQblico como ahora se conoce, ejerce funciones como -

la acción penal y como parte en todo procedimiento de ese carác­
ter, que no se daba en la antigüedad, aunque debe reconocerse 
que en las Instituciones Romanas por lo menos existía alguna fo! 
ma para castigar los delitos, no importando que en un momento 
dado fuera por la acción popular. 

No obstante lo antes expuesto, el profesor José Aguilar 
y Maya comenta: "La primera Institución que presenta sorprenden­
temente analogía con lo que debería ser siglos más tarde el Mi-­
nisterio Público -pero que no sobrevivió, por cierto, a su fun­

dador- fué la del "saion", funcionario encargado especialmente 
de velar por los dominios reales en la monarquía franca, al que 
Carlomagno convirtió en mantenedor de la ley y protector del 
oprimido". (13) 

(12) GAKCJA RAMIREZ, Sergio.- ~· Pág. 231.-

(13) AGUILAR .Y MAYA, José.- El Ministerio Público Federal en el 
Nuevo Régimen.- Editorial Polis.- México, 1942. Pág. 14. 
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c) F R A N e 1 A 

En Francia, desde el siglo XIII hasta la declaración de 
los derechos del hombre y del ciudadano, se consigna en ésta, en 
algunos de sus artículos, que la ley debe ser general, además de 
que solamente podrá ser juzgado el que ha cometido un delito pr! 
visto en la ley, ésto es un claro ejemplo del periodo humanita-­
rio, que existe dentro de los antecedentes del Derecho Penal, el 
cual contrasta notablemente con la venganza pública, en donde 
existían muchas arbitrariedades, que en el humanismo desapare- -

cen. 

De acuerdo a lo anterior, y el criterio casi uniforme -
de los tratadistas, se habla de que la Institución del Ministe-­
rio Público tiene su real y verdadero origen en Francia, como a 
cont.inuaci6n veremos. 

El Dr. García Ramírez al citar a Garraud afirma: - -
"Garraud reivindica el origen puramente francés del Ministerio -
P&blico. Su génesis, refiere Roux, se halla en las gens "du roi" 
medievales. Estns, que en un principio cuidaban ante las cortes 
sólo los intereses del monarca, acabaron por hacerse cargo de la 
función persecutoria. En el siglo XIII francés hubo procuradores 
del rey y abogados del rey, regulados por la Ordenanza del Z3 de 
marzo de 1302. Empero, cabe advertir, con Garraud, que cuando 
las primeras ordenanzas captan tales Instituciones, éstas se en­
cuentran ya en ejercicio. En el siglo XVI se creó un Procurador 
General del Rey, ante las cortes de justicia, parlamentos, auxi­
liados por los abogados del rey, quienes actuaban en juicio cua!!. 
do se versaba un intcrls del monarca o de la colectividad", (14) 

De igual manera, citando- a Ayarragaray dice: "Ayarraga­
ray sostiene que el Ministerio Público francés no tuvo origen l! 

(14) GMC!A RAMIREZ, Sergio.- Ob. cit. Pág. Z32.-



11. 

gislativo. Lo adoptaron y organizaron las ordenanzas y adquirió­
desarrollo después del siglo XIV, al parejo de la evolución del 
procedimiento y de la aparición del sistema por denuncia e inqu! 
sitorial. Despuntó, señala, desde el siglo XII, al admitir el 
Papa Inocencia III la acusación pública y la denuncia, al lado -
de la acusación privada''. (15) 

A gr e g a: "Durante la Revolución Francesa se conserva- -

ron los comisarios del rey, a quienes era preciso escuchar sobre 
la acusación en materia criminal y que requerían en interés de -
la ley. Pero la iniciativa de la persecución se reservó a funci~ 
narios de la policía judicial: jueces de paz y oficiales de la -
gendarmería. El acusador público, elegido popularmente, sostenía 
la acusación. En materia correccional, el comisario del rey -
poseía la iniciativa de la persecución y ejercitaba la acción P! 
nal. En la Constitución de 3-14 de septiembre de 1791 las atrib~ 
clones del Ministerio Púolico quedaron fraccionadas entre los c~ 
misarios del rey, los jueces de paz, las partes y otros ciudada­
nos, y el acusador oficial. Por Decreto de 10-22 de octubre de -
1792 (Articulo lo.), la Asamblea Nacional fundió las funciones -
del comisario y del acusador público en éste último, quien sub-­
sistió en la Constitución de 5 Fructidor año III (Artículo 216 y 
268). La Constitución del 22 Primario año VIII suprimió al acus~ 
dar público y transfirió sus poderes al comisario del gobierna. 
La completa restauración y la forma contemporánea del Ministerio 
Público, comentó Roux, han derivado del Código de instrucción y 
de la ley de 20 de abril de 1910". (16) 

También el profesor Aguilar y Maya, señala: "Los franc! 
ses reputan a la Ordenanza de 23 de marzo de 1302 ~ dictada du· 
rante el reinado de Felipe IV el Hermoso ~, como el verdadero -
punto de arranque de la Institución del Ministerio Público., Cual 

(15) Ob. cit. Pág. 232. 

(16) Ob. cit. ~ágs. 232 y 233. 
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quiera que sea la exactitud de anterior apreciación, debe recon~ 
cerse que el Ministerio Público se ha organizado en las naciones 
modernas sobre las ideas centrales del modelo francés. Montes- -
q,uicu, en su l!spiritú de Leyes dice: ºPoseemos actualmente una -

ley admirable. Es la que obliga al príncipe reinante, para hacer 
ejecutar las leyes, a nombrar un funcionario encargado de perse­
guir en su nombre todos los crímenes en cada Tribunal, de manera 
que la función del delator es desconocida entre nosotros". (17) 

Igualmente González .Bustamante expresa acerca del orí-­
gen del Ministerio Público en Prancia; pero no habla de la Orde­
nanza del ano 1302, sino que, propiamente se basa en que aparece 
oportunamente al triunfo de la Revolución francesa, dado que, 
las leyes expedidas por la Asamblea Constituyente, son el antec! 
dente inmediato del Ministerio Público, de tal manera que los 
Procuradores del Rey, son producto de la Monarquía Francesa del 
siglo XIV, creándose para la defensa de los intereses del prínci 
pe, razón por la cual existían dos funcionarios reales a saber; 
el Procurador del Rey (que se encargaba de los actos del procedi 
miento); y, el Abogado del Rey (que atendía el litigio de los 
asuntos que al Monarca o a las personas que estaban bajo su pro­
tección, les interesaba). Lo anterior como un antecedente de - -

gran trascendencia de lo que es el Ministerio Público, que con -
la Revolución FRancesa se consolidó, pues al transformar la Mo-­
nnrquia, se encomienda las funciones reservadas a las personas -

de que se habla en líneas precedentes, a nuevos funcionarios que 
se denominan Comisarios y que eran los encargados de promover la 
acc~ón penal y de ejecutar las penas e igualmente se crean los -
Acusadores Públicos que debían sostener la acusación en el jui-­
cio. Lo que ahora se·conoce como una función real del Ministerio 
Público. 

(17) AGUILAR.Y'.MAYA; José. - El Ministerio Público Federal en el 
Nuevo Régimen:- Edit,orial Polis.- México, 1942. Págs. 14 y 15. 
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Asimismo, por Ley del 20 de abril de 1810, el Ministe-­
rio Público queda definitivamente organizado como una Institu- -
ci6n jerárquica, dependiente del Poder Ejecutivo, que aún y cua~ 
do sus funciones son de requerimiento y de acción, las instruct~ 
rías quedan reservadas a las jurisdicciones, por tanto, el Mini1 
terio Público francés tenía a su cargo ejecutar la acción penal, 
perseguir, en nombre del Estado, ante la jurisdicción penal a 
los responsables de un delito e intervenir en el período de eje­
cución de sentencia, así como representar a los incapacitados, a 
los hijos naturales y a los ausentes, no obstante, en los críme­
nes actúa de manera preferente cuando hay afectación del interés 
público; por lo que también en el orden civil aparece. 

En Francia, las funciones de policía judicial y del Mi­
nisterio Público, quedaron debidamente delimitadas, pues aque- -
llas comprenden investigación previa, y éstas, como ya se dijo, 
las de acción y requerimiento que constituyen el ejerciciode~ln 
acción penal. 

En igual sentido, se pronuncian los juristas ·Rivera Si.!. 
va y Juventino V. Castro, motivo por el cual no se transcribirá 
lo expresado por los mismos en sus obras, ya que todo· es, en:;_ re_!· 
lidad repetitivo, y, por ende ningún objeto tiene su transcrip--. 
ción. 

d) E S P A ~ A 

Es importante el estudio que se haga de la Institución 
del Ministerio Público en España, en·función de la influencia 
que tuvo en nuestro Derecho, pues se ha llegado a afirmar por 
los tratadistas que se ocupan de la materia, que el Ministerio 
Público en.México tiene tres elementos esenciales- que dan forma 
y razón a la Institución en comento, tales como el francés, el -
español y el nacional. 
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Así las cosas, se afirma que en el Derecho Español, en 

principio existe influencia de la Legislación francesa en lo 
que al Ministerio Público respecta, de tal manera que las Leyes 
de Recopilación reglamentan las funciones de los llamados Proc~ 

radores Fiscales, quienes llevaban la intervención y por ende -
la acusación dentro de los juicios, empero el Dr. Garcia Rami-­
rez realizando un estudio más profundo sobre el Ministerio Pú-­

blico en España, inclusive va un poco mis alli de las Leyes de 
Recopilación, y nsí habln tlel "Pntronus Fisci", "Abogado Fis- -

cal", "Fiscal Patrimonial", 11.Procurador de la Jurisdicción - -­

Real'', ''Solicitndores Fiscales 11
1 segón se puede ver a continua­

ción: 11 E.n las Partida~, el 11 patronus fisci 11 fue "como puesto P!!. 
ra razonar ·y defender en juicio todas las cosas y los derechos 
que pertenecen a_ la_C6_mara del Rey", invoca Quintana Ripellés. 

-En :su r6sei\a~sobre el particular, Cerezo Abad refiere cómo en -
·e1'sig!ÓXÚrja.ime t, de Valencia, creó el abogado fiscal y el 

fi~ta1·:'patri'monial. En Navarra advino, además, el Procurador de 
la-'Jú;isdi.¿¿i.6n Real. Aragón estableció en el siglo XIV el Pro­

curnd~r--G~rieral del. Rey no y Castilla, el Procurador Fiscal. En 
el siglo XV-, Juan It dispuso el establecimiento del Promotor 

Fiscal' Los Reyes Católicos crearon los procuradores fiscales. 
Felipe 11 entronizó los fiscales de Sl) Mnjestad, que bajo esta­
denominaci6n perduraron hasta el siglo XIX. Felipe V intentó 
unificar a los fiscales de Su Majestad, -prosigue Cerezo Abad, y 

creó un fiscal con los abClgados rúc'ates; pero, establecidos en 
l7l3, desaparecieron en··tüsi:.En:•,-las-.. Ley_es de Recopilación se -

reglamenta el Promotor o'.:~ro~~rador_Fisc.31, promotoria regulada 
por las Leyes de Indins .• Feli~e )I-e~tableci6, senala Mac Lean, 
dos solicitadores. Úsca l~s: •;ºmari-dam6s· que hayan dos solicita do­

m fiscales, >que:~scli.éJ1:1lll_ y procll~~nlns ¡:;osas que el Fiscal 
del Consejo }e r,i_;dias Íés ~,j¿;rg'ue :-·.,-1 üño-piirn los negocios de 

la provincia del'Pe~.:Í; y eL-~tro.'pa~a los d~ Nueva Espana, los 
cuales tendri.n el ~~l'íirió qu_e l~s m~ridnre¡nos d.ar y no pueden 
llevar otros de p_leifant~s y negoéia.~ion~s .ni de otra persona 
alguna"; (18) . 1- .-·. · ·. . 

(lB} GARCtA RAMl.Rt:z 'se:;:¡;fo.~. J~. Cit. ~ág; 23~ y m. ~ 
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Existen tambié.n otros datos tales como los que nos ex-­
presa el maestro Colín Sánchez, quien apunta: "Los lineamientos 
generales del Ministerio Público francés fueron tomados por el -
Derecho español. Desde la época del "Fuero Juzgo" había una ma- -
gistratura especial, con facultades para actuar ante los Tribun~ 
les cuando no hubiera un interesado que acusara al delincuente; 
este funcionario era un mandatario particular del rey en cuya 
actuación representaba al monarca. 

En la "Novísima Recopilación", Libre V, Título XVII, se 
reglamentaron las funciones del Ministerio Fiscal. En las Orde-­
nanzas de Medina (1489) se menciona a los fiscales; posteriorme~ 
te, durante el reinado de Felipe II, se establecen dos fiscales: 
uno para actuar en los juicios civiles y o~ro en los criminales. 

En un principio, se encargaban de perseguir a quienes 
cometían infracciones relacionadas con el pago de la contribu- -
ción fiscal, multas o toda pena de confiscación; más tarde, fue­
ron facultados para defender la jurisdicción y el patrimonio de 
la Hacienda Real. 

Posteriormente el _Procurador Fiscal formó parte de la -
"Real Audiencia", interviniendo fundamentalmente, a favor de las_· 
causas públicas y en aquellos negocios en· 1os que tenía inte.rés . . 

la Corona; protegía a los indias· para obténer. jusüci_a, tanto e~ 
lo civil como en lo crimin~l;.defendia la jurisdiccióri y~el~pa:~, 
trimonio de la Hacienda Real y también integraba el..Úi!Íimal '-de. 
la Inquisición. · - .-=Y- ,~-~ 

·~.·:.~\ 
En este Tribunal figuró con el nombre de' Prdc~ra'da~: ·Fis··· 

cal, llevando la voz acusatoria en los juicios; ·Y pW¡{"~i'su~;; :: 
funciones específicas del mismo, era el conduéto_'-ent'r'e. ~.ste'.-·y_ e1· 
rey, a quien entrevistaba comunicándole la·s ~~so'i~ci.olle·s: que se 
dictaban". ( 19) 

(19) COLIN SANCHF.Z, Guillermo.- Oh. cit. Págs:: BS y 89. 
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Por su parte, el profe•or Aguilar y Maya, indica: "El -
derecho de castigar experimentó en Espana las mismas variantes -
que en Grecia y"Roma. La Ley 22, Titulo 1, Partida VII autorizó 
al acusado por cualquier delito para transigir con el acusador, 
quedando así librado de toda pena. Sólo más tarde, al fortalecer 
se el poder real, se dejó expedita la acusación de toda persona 
con el goce de sus derecl1os, fuera o no la directamente ofcndi-­
da, en tratándose de los delitos públicos, y se prescribió que -
el perdón del ofendido no impedirla el castigo del delincuente -
si lo era por delito que hubiera producido grave alarma social". 
(ZO) 

De acuerdo a lo antes expuesto, puede advertirse que en 
Espann, necesariame11te se habla ti1nto de la Promotoria Fiscal e~ 
mo del Procurador Fiscal, los cuales ejercitaban diversas funci2 
nes, que en esencia eran órganos de acusación, pero que también 
actuaban dentro de los juicios, dando como consecuencia una sem~ 
janza con el Ministerio Público que ahora conocemos en nuestro -
país. 

Corolario de los criterios y razonamientos precedentes, 
a pesar de los datos contradictorios y escasos que existen acer­
ca de ln Institución del Min~sterio Público, debe afirmarse que 
en principio aparecc:en Francia y continúa en Espana, de ahí - -
que, en nuestro pnis se hayan tomado diversas actividades que 
realizaban los_ funcio.narios "ejercitando la acción penal e inter­
viniendo en los juicios•, tanto del orgen civil como en los de 
carácter penal, con.caracterí"sticas propias de nuestro derecho, 
de loque,dcviene la'afi~ma~ión vertida al principio de este ca-

·- -;-;':-~---:--

pitulo. 
'·"·,-:·.;o.· . 
. ',' ·.>·"'.; ;·-

Asívisfo l"ó' ai1~~;{~r, '~hdra se examinará 
ción de que se trata :en\~l De.r~cho \1éxicano. 

(20) AGUILAR·Y MAYA, José.- ob: cit. Pág. 16. 

la Institu- -
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e) M E X I c o 

Es de todos conocida la influencia que el Derecho Espa­
fiol ha tenido en M&xico, toda vez que hasta antes del movimiento 
de independencia, nuestro país y que en principio se habló de la 
Nueva Espafia, de tal suerte que en la Recopilación de Leyes de -
Indias del 5 de octubre de 1626 y 1632 se dijo: "Es nuestra mer­
ced y voluntad que en cada una de las reales audiencias de Lima 
y México haya dos fiscales; que el mis antiguo sirva la plaza, -
en todo lo civil, y el otro en lo criminal". (21) 

También por Decreto del 9 de octubre de 1812, se ordenó 
que en la Audiencia de México de 1822 hubiese dos magistrados 
propietarios y un fiscal, decreto que siguió rigiendo en rela- -
ción con el Ministerio PDblico en México, aDn después de haber -
surgido a la vida independiente, ello en relación directa e inm! 
diata con el Tratado de Córdoba en que se declaró que las leyes 
vigentes continuarían rigiendo en todo lo que no se opusiera al 
Plan de Iguala y mientras que se formulaba la Constitución del -
Estado. 

Se ha afirmado, que el primer antecedente que se tiene 
del Ministerio PDblico en México, es el de los Procuradores Fis­
cales. 

En la Constitución de Apatzingln del 22 de octubre de -
1814, que como se sabe nunca fué promulgada y por ende no tuvo_­
~igencia, en lo¿-Articulos 184, 185 y 188 establecen la existen­
cia de dos fiscales letrados, uno para el ramo civil y otro para 
el ramo criminal. 

En la Constitución Federal del 4 de octubre de 1824 en 
el Articulo 124 se contiene la Institución del Ministerio PDbli­
co, formando parte integrante de la Corte Suprema de Justicia, -

(21) CASTRO, Juventino V.- Oh. cit. Pág. 6. 
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equiparando su dignidad a la da los Ministros con el carácter de 
inamovibles, igualmente se instituyen los Promotores fiscales 
por lo que se refiere a los Tribunales de Circuito. 

Bn la ley del 14 de febrero de 18Z6 se establece que la 
intervención del Ministerio Fiscal es necesaria cuando se trate 
de las causas criminales en que se interese la Federación y en -
los coflictos de Jurisdicción para promover o no el recurso de -
Competencia, igualmente se reconoce como necesaria la presencia 
del aludido funcionario en las visitas semanarias a las cárce- -
les. 

En la ley del ZZ de mayo de 1834 se establece la exis-­
tencia de un promotor fiscal en cada Juzgado de Distrito. 

En las Siete Leyes Constitucionales de 1836, precisame~ 
te en la Quinta Ley se pronuncia de igual forma que la Constitu­
ción Federal de 1824. 

En las Bnses Orgánicas del lZ de junio de 1843 reprodu­
cen el contenido de las dos Constituciones anteriores, por lo 
cual se incluye a un fiscal en la Suprema Corte y se dispone el 
establecimiento de fiscales generales cerca de los Tribunales p~ 
ra los negocios de Hacienda y los demás que sean de interés pú-­
blico (Arts. 116 y 194). 

"En las Bases para la Administración de la República 
hasta la promulgai:i.ón ·de la· Constitución", elaboradas por Don L~ 
cas Atamán-Y publicadasel_,22_~e _abril __ de_,1853 durante la dicta­
dura de Sa.nta Anna, se estableciói "Para que los intereses naci2 
nales sean.convenient~mente atendidos en los negocios contencio­
sos que se· versen sobre ellos, ya estén pendientes o se susciten 
en adelante, promover cuanto convenga a la Hacienda Pública y 
que se proceda en todos los ramos con los conocimientos necesa-­
rios en puntos. de Derecho, se nombrará un Procurador General de 
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la Naci6n, con sueldo de cuatro mil pesos, honores y condecora-­
ci6n del Ministerio de la Corte Suprema de Justicia, en la cual 
y en todos los Tribunales superiores, será recibido como parte -
por la Naci6n, y en los inferiores cuando lo disponga así el re! 
pectivo Ministerio, y además despachará todos Jos informes en D! 
recho que se Je pidan, por el Gobierno. Será movible a voluntad 
de éste y recibirá instrucciones para sus procedimientos, de los 
respectivos ministerios" (Art. 9)". (22) 

En tanto que, por su parte, el maestro Juventino V. Ca! 
tro manifiesta organización sistematizada del Ministerio Fiscal 
en el México independiente, se introduce en nuestro país en la -

Ley para el Arreglo de la Administración de Justicia (conocida -
quizá en mejor forma bajo la denominación de "Ley Lares"), dict! 
da el 6 de diciembre de 1853, bajo el régimen de Antonio López -
de Santa Anna. 

En el Título VI de dicha ley, y bajo el rubro "Del Mi-­
nisterio Fiscal" se establece la organización de la Institución, 
que en su Artículo 246 dispone las categorías del Ministerio Fi! 
cal ~ del libre nombramiento del Presidente de la República en 
los términos del articulo anterior~, como promotores fiscales, 
agentes fiscales, fiscales de los tribunales superiores y fiscal 
del tribunal supremo. 

Los Artículos 271 y 272 establecen que el Procurador G! 
neral ejerce su ministerio cerca de los Tribunales, representan­
do al gobierno; y será recibido como parte del Supremo Tribunal, 
y en cualquier Tribunal Superior, y en Jos inferiores cuando así 
Jo disponga el ministerio a que el negocio corresponda. 

El Procurador General ejerce autoridad sobre los promo­
tores fiscales y les dará directamente todas las instrucciones -
que estime convenientes, relativas al desempeño de su ministe- -
ria. 

(22) COLIN SANCHEZ, Guillermo.- QQ......s.i!.. Págs. 97 y 98. 



zo. 

En los términos del Artículo 264 corresponde al Minist~ 
rio Fiscal promover la observancia de las leyes; defender a la -
nación cuando por razón de sus bienes, derechos o acciones, sen 
parte en los juicios civiles; interponer su oficio en los plei-­
tos y causas que interesen a las demarcaciones, pueblos y esta-­
blecimi~ntos pBblicos dependientes del gobierno, asi como en las 
causas criminales y en las civiles en que se interese la causa -

pública o la jurisdicción ordinaria; promover cuanto crea neces! 
ria u oportuno para la pronta administración de justicia; acusar 
con arreglo a las leyes a lo' delincuentes; averiguar con parti­
cular solicitud las detenciones arbitrarias: e intervenir en to­
dos los demás negocios y casos en que dispongan o dispusieren 
las leyes". (23) 

De lo anterior se advierte la impresici6n que existe pa 
ra poder determinar lo• antecedentes del Ministerio PBblico a 
mediados del siglo pasado, ya 4ue se habla de las "Bases para la 
Administración de la RepBblica hasta la promulgación de la Cons­
titución y la Ley para el Arre¡.;lo de la Administración de la Ju! 
ticia. 

La ley del 23 de noviembre de 1855 expedida por el Pre­
sidente Ignacio Comonford se estableció que los promotores fisc! 
les no podían ser rencusados colocándoseles en la Suprema Corte, 
en los Tribunales de Circuito y por Decreto del Z5 de abril de -
1856 también existían en los Juzgados de Distrito, motivo por el 
cual se di6 ingerencia a dichos funcionarios para intervenir en 
los juicios federales. 

Un antecedente importante en relación con la Constitu-­
ción de 1857 se en¿uentra en el Proyecto de Constitución de -
1856, enyiado. a. la Asamb.lea. Constituyente, en el qll" se menciona 

(Z3) CASTRO¡ Juventi.no V.- Ob. éit .. Págs. s'y{ 
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por primera vez a la Institución del Ministerio POblico en los -
siguientes términos: "··· a todo procedimiento del orden crimi-­
nal, debe preceder querella o acusación de la parte ofendida o -
instancia del Ministerio que sostenga los derechos de la sacie-­
dad". (24) 

Del precepto antes transcrito se advierte que el ejerci 
cio de la acción penal podría corresponder tanto al ofendido co­
mo al Ministerio POblico, sin embargo, ese articulo en el debate 
para la aprobación de la Constitución de 1857 no llegó a trans-­
cribirsc en la forma en la cual fue ideado como se verá a conti­
nuación, pues el criterio que prevaleció ful en contra del Mini! 
terio POblico, dado que se adujo que si a éste se le daban facul 
tades de ser un acusador pOblico y por ende se llegare a establ! 
cer en Mlxico el Ministerio POblico, se privaría a los ciudada-­
nos de ese Derecho y ello daría como consecuencia embrollos y d! 
moras en la administración de justicia, ya que sería obligar al 
juez a esperar una acusación formal para proceder, en este caso 
del Ministerio POblico, y ello daría lugar a que se facilitara -
la impunidad de los delitos. Por tanto, la opinión general fue -
contraria al establecimiento de la Institución del Ministerio P~ 
blico. 

En la Constitución de 1857 se previno que en la Suprema 
Corte de Justicia figuraran un Fiscal y un Procurador General. 

El Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Na­
ción expedido el 29 de julio de 1862 por Benito Juárez, en aque­
lla época Presidente de la RepOblica, se estableció que el Fis-­
cal adscrito a la Suprema Corte fuera escuchado en todas las - -
causas criminales o de responsabilidad en los negocios relativos 
a la jurisdicción y competencia de los tribunales y en las con--

(24) GONZALEZ BUSTAMANTE, Juan Josl.- Ob. cit. Pág. 67. 
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bien a la propia Corte. 

22. 

Asimismo en el reglamento que. s.e:'cita se establece que 
el Procurador General seria oi_do "l'cor_."'ía·C.o_~teépa~a aquellos pro­
blemas en que resultara afe"ci:üd.á ira·· Hacienda- Pública, ya porque 
se cometiera un defito _.'en 'co~t··r_a:.:_··d.~~·.sll.S i~tereses, ya porque re­

sultaran afectados por,.alg(m::itr_o::c_oncepto los fondos de los es-
tablecimientos públ ico·s:. · · 

En la Ley de.Jurados Criminales para el Distrito Fede-­
ral expedida dl lS de.junio de. LB69 se establece en sus Articu-­
los 4 al 8, tres promo_tol"Ías fiscales para los juzgados de lo 
criminal que tenían la obligación de promover todo lo conducente 
a la investigación de la verdad, interviniendo en los procesos, 
desde el auto de formal prisión y representaban a la parte acus~ 
dora pudiéndose valer de los ofendidos para allegar pruebas al -
proceso y si lstos no estuviesen de acuerdo con el promotor fis­
cal, solicitaban al juez se le recibieran las pruebas de su par­
te y el juez bajo su responsabilidad las admitiría o no, de ahí­
que los llamados procuradores en la mencionada ley se les llama_ 
por primera vez "Representantes del Ministerio Público", pero no 
constituían ninguna organización, pues eran independientes entre 
si y desvinculados del .. agrario y de la parte ~ivil. 

-- -·---------·------~-. • ., ----_ ·- --· 

Al respecto el maestio GonzAlez.~ustamante afirma: -
"Los promotores fi~cales a. que. se r•fiere'lti Ley de Jurados de -
1869, no pueden reputarse .con;o verdad~ros: representantes del Mi­
nisterio Público: 'su i~tervenc'ión .. cS ... nulá ,_en el sumario porque -

el ofendido· por el delit~ pü~de suplirlo~ y su ~ndependencia es 
muy discutible. Actuaban arite.elJur~do Pbpular al abrirse el 
plenario, pará fundar su acusación, r·entre los requisitos de la 
ley, para la designación .de Prbmotbr Fiscal, se seftalaba la -
habilidad en la oratoria. Confusament~ se empleaban los tlrminos 
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de Promotor Fiscal o representante del Ministerio Público".(25) 

El 15 de septiembre de 1880 se promulga el Primer Códi­
go de Procedimientos Penales, en el que se establece una organi­
zación completa del Ministerio Público, entendiéndose como una -
Magistratura instituida para pedir y auxiliar la pronta adminis­
tración de justicia, en sus diferentes ramas, en nombre de la 
sociedad y para defender ante los tribunales los intereses de 
ésta, sin reconocerle el ejercicio privado de la acción penal. 

En el Código de Procedimientos Penales del 22 de mayo -
de 1894 se establece a la Institución del Ministerio Público co­
mo miembro de la Policía Judicial y como mero auxiliar de la ad­
ministración de justicia. 

El día 12 de septiembre de 1903 en que ·se expide'·la Pr_! · 
mera Ley.Orgánica del Ministerio Público en la que,previene las 
facultades del Ministerio Público. 

El maestro González Bustamante 
16. se expresa que el Ministerio Público en el Fuero Común, re-­

.presenta el interés de la sociedad ante los tribunales del pro-­
pio fuero, estando encomendado su ejercicio a los funcionarios -
que la ley designe. Se faculta al Poder Ejecutivo Federal, para_ 
nombrar al funcionario del Ministerio Público o encomendar a Jos 
particulares la representación del gobierno para que gestionen a 
nombre de éste, ante Jos tribunales, lo que juzgasen convenien-­
te. En el Articulo 3o. se enumeran las funciones que correspon-­
den a la Institución, entre las que se destacan las relativas a 
su intervención en los asuntos en que se afecta el interés públi 
coy de los incapacitados y en el ejercicio de la acción penal, 
quedándole supeditados en estas funciones tanto los agentes de -

(25) GONZALEZ BUSTAMANTE, Juan José.- Oh. cit. Pág. 69. 



24. 

Ja Policía Judicii1l como la Policía A.dministrativa. Es el primer 

intento para hacl'I' práctic~ Ja· autonomía:. del Ministerio Público, 

con Jn rcl~ci6ri a_·1~s jllr~sdiccion~s. y ~ara··cvitar que siglJiese 
siendo una figura -ai1ad'ina_·.'·y s·ec.mldari_~:· q'ue S_ólo.:tuviese por obj~ 
to fiscnlizúr lii conducta ·de .·Jos .. juúes.·r.'.magistrados. Aunque 

fuese _de un_n m:-:i-_ncr·a-·t~~r~'~a, __ C..1 _._~1i1Úit·~.r:.~·6 PC1?lico se convierte_ 
en el titular cÍeLejercicio d~.'laacci.ón·penál; adquiere fisono­

min propiu ·canl~: ~c_prc~_f:.nta,1~~--~-;~~~-~:---~~flC:~-~'.O_;c~~}~_a-~;~ Y· .. evita que los 
jueces lleven exclusiv~ment~ 'i'il Úrécbó~' del .proceso". (26) 

:. -. ··\-'.~~---' :: -, .: .. '. ~<: . :'· .. ~:-:.,: ~ 

:: . i:,:::~~:~t~¡;¡¡·ili~~iif it~¡f~¡~~¡~ ~t;illl~:f ¡¡~ 
rección, que a'cÍení't.s. r~préslntaólos J1Úercsés~de\la.sociedad. 

-, -~~- ·. . Jt_': . :"~;;)-·. - ~~·:.;o;:\:;.-_.:)~ :~~~;·~~t -~,,~;.- ".°'..!;,: . \,e~ -':\7' 
_ Ta~bf~n·J·~ dl.;e)1<o1'r6)dáiie}cdai·'c~-d1.ee.ml.b~-Mr·•-_ei hdf

0
s.te

1
r
9
'
0
i 0

8
.•-, Pu

0
• bslt. -.'a. cbol_e. cFeedeqruea l ~ 

y su regia~entici6n _ _ _ 

el Ministíifio-Púb'Íico"•Fedcra'i' e~ ünl'1nstit~ción encargada de- -

auxiliar í'a' ~dmin'ist;~cié>nie justicia:/'La Ley Orgánica del Mi_­

nisterio fúbliso:Feddral>y sú reglamentación, de 16 de diciembre 
de·l908,-~~t~ble~é-q~·c: el .. Minis.terió Público Federal es una lns-

tifución 'encaYgada,Ú auxili_ar la administradon de justicia en 
el orden fcde?á1:Je procürar·;1a persecución, investigación y re-

presión de los: délit~sde competencia dé los tribunales federa-­

les y de defender los intereses de la Federación,. ante la Supre­

ma Corte .de Justicia,Tribunales de Circuito y Juzgados de.nis--, 

--tri to i dcpendi~ndo sus· funciones del; l'~der~.Ejeéuti\'~,· por;'~ond;tc •---• 
to de. la Secretada.de Justicia": (27)'- - J•· ~f -. --~- -~=--~ 

( ~:. ,, - '' . 

(26) GONZALEZ HUSTAMANTE, Juan .Jósé. - cib. 2Í:t. Jlág'~\72 
---

(27) GONZALEZ RUS!AM..\NTE, Juan José.- Ob. c:'it. ·Págs. _72 y 73. 
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En la exposición de motivos presentada en la !pertura -

del Congreso Constituyente el lo. dci dicie~bre de 1916, se' esta­

blecen eri. forma, explícita las causas en las cuales .se basa el· 
constituyenté de··Querétaro pan adoptar y';egÍaméntar la Jristit!!_ 

ción del Ministério:Público. 

•· .. Asi.'".ista:lo ~~te~for, DonVenustiano Carranza en dicha 
exposición d~. ~~tivÓs .e~ re'i'ación ~on ·.el Articulo Zl de la Cons­
titudón; expresó: ·,;Las·';leyes vigéntes, tanto én el órden fcde--

· ra1:.:~o~ó.·en;e1'. co~ún, .haÍl•adoptadÓla Institución del Ministe-­

ri.o Í>Üblrc'o';:·J,efo tal adopción ''ha sido .nominal porque la función 

asigna~a.3~ i~s !~pr~~~nta~t~s·4~ aq~él, tiene caracter meramente 
deccirativo•p~ra la r~cta y :proríta a'dministración de justicia. 

L~s'ju~c~s mexicanos han ·sido; durante e1 periodo corri 
do desde _1a· consuma.ción de la independencia hasta hoy, iguales a 

l
0

0S :.jueces de la: época colonial;. e.l los ·son los encargados de aV_!: 

iigu'ar los d~lÚos y buscar las pruebas, a cuyo efecto si empre -
se hlln '(:'onsfdetádo'autórizados:Ca empreriderverdaderos asaltos 

contra l~s reos; p,;;·a obligarlos a' confesar, lo que sin duda al­

gun~ de~nátJ'raÚza Ías furiciones de la judicatura. 
·; ·:;·:->-'.:>~--<->>: ,.· . -
·:·.\~:,:soÚedad eri

0

terii recuerda hórrorizada los atentados -

com-~T-id·~·~·-· ~:~~--·-:f\i''~~·:~~-~,-~~~- ,- : ~~sioSoS de . renombre, · ~eían ·can pos i ti 

va frui'cióií,'~ue)llegase a sus manos un proceso que les permi tie-:-
ra desp'1'..Úi~uri'~i~tem~ completo de opresión, en muchos ~asos 
~ont'-ra pers6na~: ino.éentes, y en otros contra la tranquilidad y -

el hÓnor: <ié·1as ·familias, no respetando sus inquisiciones, ni 
las .. barrer~·s: mismas que terminantemente establ ecia l:~ l~y ~ 

__________ :_:.._._o_-_:_: __ 

La misma organización del Ministerio Púb'lfro á,ia ~~z -

que evitará ese sistema procesal tan. vicl~so;. resti tuycricÍo: a los 
jueces toda la dignidad y toda la respetabil'Í.dad ,de .la' magt~\ra­
tura, dará al Ministerio Públi.co toda la importancia .·q~é le' co,~­
rresponde dejando ei:clusi vamente a su· cargo la persecución de 
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los delitos, la busca de los elementos de convicción que ya no 

se hará por procedimientos atentatorios y reprobados, y la - -
aprehensión de Jos delincuentes. 

Por otra parte, el Ministerio PQblico con la Policia J! 
dicial represiva a su disposición, quitará a los presidentes mu­
nicipales y a la policía común la posibilidad que hasta hoy han_ 
tenido de aprehender a cuantas personas juzgan sospechozas, sin 
más méritos que su criterio particular. 

Con la Institución del Ministerio Público, tal como se 

propone, la libertad individual quedará asegurada; porque segQn_ 
el Articulo 16 nadie podrá ser detenido sino por orden de la au­
toridad judicial, la que no podrá expedirla sino en los términos 

y con los requisitos que el mismo articulo exige ..• " (28) 

En la Constitución Politica de 1917 aparece consagrada_ 
la Institución del Ministerio PQblico con facultades especificas 
contenidas en los Artículos 21 y 102 de la misma, a diferencia -

de los ordenamientos legales que anteriormente se trataron, dado 
que, conforme a lo que establece el Artículo 21 citado que lite­
ralmente expresa: "La imposición de las penas es propia y exclu­
siva de la autoridad judicial. La persecución de los delitos - -

incumbe al Ministerio Público y a la Policía Judicial, la cual 
estará bajo la autoridad y mando inmediato de aquél. Compete a -

la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por las -
infracciones de los reglamentos gubernativos y de policia, las 

que únicamente consistirán en multa o arresto hasta por treinta_ 
Y seis horas; pero si el infractor no pagare la multa que se le_ 
hubiese impuesto, se permutará ést~ por el arresto corrcspondierr 
te, que no excederá en ningún caso de treinta y seis horas. 

(28) COLIN SANCllEZ, Guillermo.- ~· Pág. 104. 
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Si el infractor fuese jornalero, otire~o o trabajador, -
no podrá ser sancionado con multa mayor del importe de su jornal 
o salario de un dia. 

Tratándose de trabajadores 110 asalariados, la multa no_ 
excederá del equivalente a un dia de su ingreso". 

Del precepto transcrito, se advierte claramente una fug 
ción exclusiva, única, y que se le conoce como el monopolio del 
Ministerio Público, que es precisa1nente el ejercicio de la ac- -

ción penal y ya no como anteriormente que hubo diversidad de cr.!_ 
terios en los cuales se dejaba tambión como derecho del ofendi-­
do, de tal suerte que aún y con todos los inconvenientes que en_ 
la Constitución anterior se expusieron, en virtud de que no se -
dejaba al arbitrio exclusivo del Ministerio Público la persecu-­
ción de los delitos, dado que, se consideró que retardaba la - -
pronta administración de justicia, ya que en estn Constitución -

haciendo a un lado tales criterios, se establece la facultad de 
que se trata para dar nacimiento a una Institución con faculta-­
des propias, exclusivas y determinantes bajo una organización p~ 
litica de carácter federal que existe en nuestro país. 

Al respecto, el maestro Colin Sánchez afirma: "El Mini!!_ 
terio Público, cuya actuación había sido indefinida y débil, so­
bre todo en el ambiente rural en el que no había pasado de ser -
"una simple figura decorativa", adquiere una fisonomía distinta_ 
en los postulados esenciales de la Revolución Mexicana, quien lo 
estructura y le imprime la dinámica necesaria para instituciona­
lizarse para que sus funciones en las múltiples y variadas inte! 
venciones legales, constituyan una auténtica funci6n social''. 
(29) 

Podemos decir que el maestro Colín Sánchez nos está es-

(29) COLIN SANCHEZ, Guillermo.- Oh. cit. Págs. 104 y ~OS. 
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pccificando el gran avance que ~e le dió a esta figura, )'ª que -
pasó a ser una auténtica Institución que vela por los intereses_ 
de Ja sociedad y dejar de ser esa figura decorativa de que se 
habla, que no sólamente era en el ambiente rural, sino fue tam-­
bién en el urbano. 

Asi las cosus, y de acuerdo a lo que previene el propio 
Articulo 21 de la Constitución citada en relación con el Articu­
lo 73 fracción VI Bnse Sa. nace Ja Procuraduría General de Just! 
cia del Distrito Federal que jntegra la Institución del Ministe­
rio POblico en esta capital y sus organismos auxiliares direc- -
tos, de tal manera que se crea la Ley Orglnica de Jo Procuradu-­
ria General de Justicia del Distrito Federal en Ja que se argu-­
mcntan los preceptos constitucionales citados como así lo conti~ 
ne en su Articulo Z que literalmente expresa: "La Institución 
del Ministerio Público del Distrito Federal, presidida por el 
Procurador General de Justicia del Distrito Federal, en su carl~ 
ter de Representante Social, tendrá las siguientes atribuciones, 
que ejercerá por conducto de su titular o de sus agentes y auxi­
liares, conforme a lo establecido en el Articulo 7 de esta Ley; 

l. Perseguir los delitos del orden comOn, cometidos en_ 
el Distrito federal; 

11. Velar por la legalidad en la esfera de su competen-­
cia como uno de los principios rectores de la convivencia - -
social, promoviendo la pronta, expeditada y debida procuración e 
impartición de justicia. 

111. Proteger los intereses de los menores incapaces, asi 
como los individuales y sociales en general, en los términos que 
determinen las~leyes; 

IV. Cuidar la correcta aplicación de las medidas de poli 
tica cri~inal, en l~ esfera de su competencia, y 

V. Las demls que las leyes determinen. 

Como se podrá apreciar en el caso de estudio Onicamente 
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se refiere al Ministerio Público en el Distrito Federal, ésto en 
cuanto al fuero común se refiere y que por otro lado en cuanto -
al fuero federal también encontramos la Institución del Ministe­
rio Público quedando comprendida en el Artículo 102 de la propia 
Ley fundamental que a la letra dice: "La Ley organizará el MiniE_ 
terio Público de la Federación, cuyos funcionarios serán nombra­
dos y removidos por el Ejecutivo, de acuerdo con la ley respectl 
va, debiendo, estar presididos por un Procurador General, el que 
deberá tener las mismas calidades requeridas pnra ser ministro · 

de la Suprema Corte de Justicia. 

Incumbe al Ministerio Público de la Federación, la per­
secución, ante los tribunales, de todos los delitos del orden f! 
deral; y, por lo mismo, a él le corresponderá solicitar las órd! 
nes de aprehensión contra los inculpados; buscar y presentar las 
pruebas que acrediten la responsabilidad de éstos; hacer que los 
juicios se sigan con toda regularidad para que la administración 
de justicia sea pronta y expedita; pedir la aplicación de las pe 
nas e intervenir en todos los negocios que la ley determine. 

El Procurador General de la República intervendrá per-­
sonalmente en las controversias que se suscitaren entre dos o 
más Estados de la Unión, entre un Estado y la Federación y entre 
los poderes de un mismo Estado. 

En todos los negocios en que la Federación fuese parte; 
en los casos de los diplomáticos y los cónsules generales y en -
los demás en que deba intervenir el Ministerio Público de la Fe­
deración, el Procurador General lo hará por sí o por medio de 
sus agentes. 

El Procurador General de la República será el consejero 
jurídico del gobierno. Tanto él como sus agentes serán responsa­
bles de toda falta, omisión o violación a la ley, en que incu- -
rran con motivo de sus funciones". 
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Del precepto constitucional que se ha transcrito se puE_ 
de observar que en éste en principio remite a una ley reglament~ 
ria que es precisamente la Ley Orgánica de la Procuraduría Gene­
ral de la República, a la cual se hará referencia con posteriorl 
dad por formar parte de un apartado en el capítulo siguiente. 

Igualmente se establece que el Ministerio Público de la 
Federación se encuentra presidida por un Procurador General, el 
cual tendr~ las mismas calidades y requisitos que se necesitan -

para ser ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,_ 
razón por la cual se hace necesaria la transcripción del Artícu­
lo 95 .del cuerpo de leyes en cita que establece: "Para ser elec­
to ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se ne­
cesita: 

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno eje! 
cicio de sus derechos políticos y civiles, 

11. No tener más de sesenta y cinco años de edad, ni me­
nos de treinta y cinco, el día de la elección. 

III. Poseer el día de la elección, con antigOedad mínima_ 
de cinco años, título profesional de abogado, expedido por la 
autoridad o corporación legalmente facultada para ello. 

IV. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado_ 
por delitos que amerite pena corporal de más de un año de pri­
sión: pero si se tratare de robo 1 fraude, falsificación, abuso 
de confianza u otro que lastime seriamente la buena fama en el 
concepto público, inhabilitará para el cargo, cualquiera que -
hay: sido la pena, y 

V. Haber residido en el país durante los últimos cinco_ 
años, salvo en caso de ausencia en el servicio de la República -
por un tiempo menor de seis meses". 

En cuanto a las funciones y facultades esenciales del -
Ministerio Público Federal y que a diferencia del Ministerio Pú­
blico Local, éstas si se encuentran plenamente comprendidas den-
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tro del numeral en comento y que en cuanto al Ministerio Público 
del Fuero Común en su Artículo 21 de la Ley Suprema no se especl 
fican todos y cada una de estas funciones, que sin embargo en la 
Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito 
Federal si se encuentran previstas por lo cual cabe afirmar que_ 
las funciones y facultades del Ministerio Público, tanto Federal 
como Local son las que precisanente se han dejado apuntadas tan­
to en la ley a que se ha hecho referencia en último término, co­
mo en el Artículo 102 Constitucional. 

Asimismo, el Procurador General de la República es el -
abogado del Gobierno Federal incluyendo una serie de facultades_ 
y obligaciones que tienen de acuerdo a su investidura. 

También podemos advertir que a diferencia del Ministe-­
rio Público Local, el Federal interviene personalmente en las 
controversias que se susciten entre dos o más Estados de la Fed~ 
ración, entre un Estado y la Federación y entre los Poderes de -
un mismo Estado y de igual forma en todas las negociaciones en -
que la Federación fuere parte, en los cuales se tendrán que notl 
ficar personalmente al Procurador General de la República para -
que tenga conocimiento de las mismas e intervengan en ellas, así 
también en los casos diplomáticos y de los cónsules en general y 
demás que señalan las leyes. 



e A P r·r u Lo 1 I 
EL MINISTHRIO PUBLICO 

a) e o N e E P T o . 

Existen diversos conceptos sobre la Institución del Mi· 
nisterio Públicot también denominados como ya se apuntó en el e~ 
pitulo precedente, Ministerio Fiscal o Procurador Fiscal, por 
consiguiente a continuación se expresarán diversos conceptos que 
la doctrina otorga sobre lo qce es la Institución de que se tra· 

ta. 

En principio, debe decirse que Ministerio previene del 
latín "ministcrium11

, que significa cargo que ejerce uno, empleo, 
oficio u ocupación, especialmente noble y elevado. En cuanto se 
refiere a público deviene del latín "publicus·populus", que sig· 
nifica pueblo, que es notorio, visto o sabido por todos, perten~ 
ciente a todo el pueblo, de tal suerte que en cuanto a su senti· 
do gramatical, el Ministerio Público es el cargo que se ejerce · 
en relación al pueblo. 

El maestro Josl Franco Villa, afirma que: "En su senti· 
do jurídico, la Institución del Ministerio Público es una depen· 
dencia del Poder Ejecutivo, que tiene a su cargo la representa·· 
ción de la ley y de la causa del bien público que está atribuida 
al Fiscal ante los Tribunales de Justicia". (30) 

Por su parte Juan Palomar de Miguel menciona que Minis· 
terio Público es: "Institución Estatal que se encarga, a través_ 
de sus funcionarios, de defender los derechos de la sociedad y • 
del Estado". (31) 

(30) FRANCO VILLA, José.· "El Ministerio Público Federal". Edi·· 
torial Porrúa.· la •. Edición. Mex1co, 1985. Plíg. 4. 

(31) PALOMAR Dll MIGUEL, .Juan.· "Diccionario 'ara Juristas". Mayo 
Ediciones. la. Edición. Mlxico, 1981. Pag. 8 o. 
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En tanto que los maestros De Pina sostienen que el Mi-­
nisterio Público es: "Cuerpo de funcionarios que tiene como act_!. 
vidad característica, aunque no única, la de promover el ejerci­
cio de la jurisdicción, en los casos preestablecidos, personifi­
cando el interés público existente en el cumplimiento de esta 
función estatal". (32) 

El jurista Joaquín Escriche, dice que: "Entiéndese por_ 
Ministerio Fiscal, que también se llama Ministerio Público, las 
funciones de una magistratura particular, que tiene por objeto -
velar por el interés del Estado y de la sociedad en cada tribu-­
nal; o que bajo las órdenes del Gobierno tiene cuidado de promo­
ver la represión de los delitos, la defensa judicial de los int~ 
reses del Estado, y la observancia de las leyes que determinan -
la competencia de los tribunales". (33) 

Por otro lado, Miguel Fenech, al definir al Ministerio_ 
Fiscal dice que: 11 

••• es una parte acusadora necesaria, de cará~ 
ter público, encargada por el Estado, a quien representa, de pe­
dir la actuación de la pretensión punitiva y de resarcimiento, -
en su caso, en el proceso penal". (34) 

Finalmente el tratadista Héctor Fix-Zamudio, no define_ 
qué es el Ministerio Público, sino que se limita a discribirle 
al sostener lo siguiente: "··· es posible describir, ya que no -
definir al Ministerio Público como el organismo del Estado que 
realiza funciones judiciales ya sea como parte o como sujeto - -
auxiliar en las diversas ramas procesales, especialmente en la 

(32) DE PINA, Rafael y DE PlNA VARA, Rafael.- "Piccionario de De 
~". Editorial Porrúa.- 12a. Edición. México, 1984. Pág. 353. 

(33) ESCRICHE, Joaquín.- "Diccionario Razonado de Legislación y 
Jyrisprudencia.- Cárdenas Editores y Distribuidores.- la. Edi- -
ción.- México, 1979. Pág. 1301.-

(34) FENECH, Miguel.-El Proceso Penal Editorial Agesa.- Tercera 
Edición.- Madrid, 1978.- Plíg. 32. 
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penal y que contemporáneamente efectúa actividades, como consej! 
ro jurídico de lus autoridades gubernamentales, realiza la defe~ 
sa de Jos intereses patrimoniales del Estado o tiene encomendada 
la defensa de la legalidad". (35) 

Como se puede advertir claramente de los conceptos an-­
tes transcritos por los citados tratadistas, convienen en una 
función esencial del Ministerio Público que es el ejercicio de -
la acción penal protegiendo los intereses de la sociedad y del -
propio Estado, es decir, su función es de carácter eminentemente 
público en cuanto a que, su gestión adquiere vital importancia -
cuando media el interés público. 

Su órbita de acción abarca todas las cuestiones que PU! 
den suscitarse, derivadas de las actividades que reali'ce el Est!!_ 
do en cuanto a actos jurídicos se refiere, las leyes y las.cos"­
tumtires de lbs integrantes de·una sociedadc. 

Asimismo, el Mirii".teriÓ Público.tiene como misi6n el -­
mantenimiento del orden' jurldií:o vigil'ando el cumplimiento del -
Derecho, ej ercitando ..... la,.reptcs.entaci6n y defensa del Estado y de 
la sociedad en general. 

De acuerdo a lo expuesto puede decirse que el Ministe-­
rio Público· es una Jnstituci6n del Estado que actúa promoviendo_ 
la repr~·sión dé los delitos, medinnte el ejercicio de la acción_ 
penal o bien como parte acusadora en un proceso de carácter pe-­
-lúirO -cOrriO--sUjeto auxiliar en las diversas ramas procesales, asi 
mismo como consejero jurídico del Estado defendiendo los intere­
ses de éste y de Ja sociedad en general velando la observancia 
de las leyes que determinan la competencia de los tribunales. 

(35) FIX ZAMUDlO, Hlctor.- Función Constitucional del Ministe-­
rio Públicoá Anuario Jurídico V/1978 del Instituto de lnvest1ga­
ciones Juri icas de la ONAM.- Pag. 47. 
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En cuanto al carácter de parte que el Ministerio Públi­

co tiene en los negocios, léase juicios de carácter penal, el 
maestro Alberto Domenico Tolomei dice: "Es malo ciertamente -
orientarse en el laberinto téorico que ha surgido respecto a la 
asignación del carlcter de parte al Ministerio Público; y es ma­
lo porque sobre la solución del problema influyen elementos a v~ 
ces divergentes, es decir, por un lado, los principios raciona-­
les fundamentales del proceso que atañen al recordado doble int~ 
rés del Estado, y del otro, las disposiciones de un determinado_ 
ordenamiento jurídico que eventualmente se desconocen. 

En efecto, si al Ministerio Público se reconoce la call 
dad de representante del Estado en el ejercicio de la acción con 
toda la plenitud de cargas que éste representa, y en relación 
con el interés en el doble sentido que hasta ahora hemos record! 
do: si en otros términos, se le asigna la suma de todos los der~ 
chos y de todos los deberes inherentes a la obligación de conse­
guir tanto el castigo del culpable como la tutela del inocente,_ 
no se le puede reconocer carácter de parte. En efecto, es esen­
cial para este carácter la antítesis de intereses opuestos; aho­
ra bien, en tal caso esta antítesis no existiría, ya que el int~ 
rés de aquél que debería personificar a la contraparte, el incul 
pado, entra también en la hipótesis de sus atribuciones. A nues­
tro juicio la situación del Ministerio Público debe entenderse -
de "lege ferenda", precisamente en la forma que lo decíamos, pe­
ro el carácter de parte debería serle negado. 

Al Ministerio Público no compete pedir -como sucedería 

si la sabida definición de parte se le aplicase- "una actuación 

de ley", más bién que "la actuación de ley". El y el Juez son Ó! 
ganos del Estado que mutuamente se ayudan, constituyendo junta-­
mente el poder público al que está encomendado el ejercicio de -
la justicia penal". (36) 
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No estoy de ucucrdo con los conceptos que afirma el ci­
tado macsiro, todu vcz_quc ¿011tra~inm~ntci-a su aseveraci6n, el -
~linisterio PabJico, necesariamente tiene que ser parte en los 
procedimic11tos·at que se refiere, CJl virtud de que es el repre-­
sentante de la sociedad y es a ella a quien afecta la comisión -
de delitos y serl el Ministerio PGblico quien tenga la carga de 

Ja prueba en el proceso para demostrar que una persona es culpa­
ble de una conducta que haya cometido en infracción al tipo pe-­

na!. 

De tal· manera.·que: en eL concepto que se pretende dar de 

lo que es el Minist~riÓ;PGbli~ci,• s~ contienen todas y cada una -
de las funciones que des_arroÜa la< Institución mencionada, para_ 
así tener un colfrcpto.''111is<icxá'2eo de Jo que debe entenderse por -

el mismo. 

·Una vez que hi·quedado ~recisado el concepto de Minist~ 
·rio PGblico; aho~a~~e.~nalizará·su naturaleza juridica. 

b) NATURALEZA JURIDICA 

Existen diversos crüerios para poder determinar la na­
turaleza jurídica del ·Minister'io PGblico, ya que unos dicen que_ 
es un representante dé· la 'sociedad .. en el ejercicio de las accio­
nes penales, otros io ~ohs1tl'é/a~·;¿·o·mo un órgano administrativo y 

con carácter de parte, 'otros 'como un órgano judicial y aan más -

como un colaborador de. la./unción judsdiccional. 

Por tnnto·.·acto·.contínuo .se procederá a analizar la nat!:!_ 

raleza jurídico: del mi~Jllo; 

Giussepe Chiovendá, al referirse a la naturaleza juríd.!_ 

ca del Ministerio PGblico sostiene: "El Ministerio PGblico pers2 
nifica el interés pGb!ico en el ejercicio de la jurisdicción". 
(37) 

(37) CHIOVENDA, Giussepe.- Instituciones de Derecho Procesal Ci­
vil. Editorial Revista de Derecho Privado.- Tomo II.- Madrid, --
1954. Pág. 95. 
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Rafael de Pina, por su parte dice que: "El Ministerio -
Público ampara en todo momento el interés general implícito en 
el mantenimiento de la legalidad", (38) 

De lo anterior resulta que la Institución del Ministe-­
rio evidentemente constituye un representante de la sociedad, 
pues precisamente del concepto que se tiene sabre lo que es el 
Ministerio Público deriva una de sus principales funciones que 
es el velar por los intereses de la misma y si el Articulo 39 
Constitucional establece que la Soberanía Nacional reside en el_ 
pueblo, y el poder público dimana de éste y se instituye para su 
beneficio y en tanto el Articulo 40 del mismo cuerpo de leyes 
menciona que es la voluntad del pueblo; lo que prevalece aunque_ 
ésta nada más sea en teoría, es incuestionable que aún y cuando_ 

el Ministerio Público esté subordinado al Poder Ejecutivo, y - -
éste pueda removerlo y no sea elegido por voluntad popular, den­
tro de una forma de gobierno como es la de nuestro país, deriva_ 
de la estructura jurídico-política de la cual se constituye el -
gobierno y que está prevista tanto en la ley fundamental como en 
las leyes ordinarias, de ahí que a pesar de los cuestionamientos 
que se formulen en cuanto a que el Ministerio Público forma par­
te del Estado y no sea representante de la sociedad, ésto cae b~ 
jo su propio peso al aceptarse por medio de la voluntad del pue· 
blo el elegir una forma de gobierno. 

Sobre el mismo tópico Gurría Urgel, dice: "··· es un 
error el que se llame al Ministerio Público, representante, dice 
el autor: "lo es del Gobierno, del Poder Ej,cutivo y nada más. 
Este lo nombra y de éste recibe instrucciones. Puede removerlo 
cuando a bien lo tenga y nadie legalmente podrá impedírselo". 
"Si fuese representante de la sociedad", debería lógicamente, 
ser nombrado por ésta o por voto popular, y no es así, ni siqui! 

(38) DE PINA, Rafael.- "Comentario al Código de Procedimientos -
penales para el Djstrito Federal y Territorios Federales.- Edito 
rial Herrero.- México, 1961.- Pág. 31. -
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ra teóricamente". (39) 

En relación con ésto me remito a los razonamientos ex-­
puestos con lo que se afirmó a'l expresar la representación de la 

sociedad por ,partedel Ministe,do, P,úblico. 

Como órgano aclmirii~ttlltivo, ei maestro José Guarneri di, 
ce: "Como el Miniiijrli Púb(i¿o ~o-declde controversias judicia­
le~, no es posible,consldd~arli órgano jurisdiccional, sino más_ 
bien administi'Ótivo,, de,rivándose de ésto su carácter de parte, -
puesto que ,-la represiéii{ pena ria pertenece a la sociedad y al Es­

tado en personTúc'nCi6n",ie'1a misma, para que la ley no quede 
violada, persigue";¡" delito y al subjetivarse las funciones est~ 

'tales en-! "EstacÍo-Leglslndón, Estado-Administración y Estndo-J!!_ 

risdicción'!; ú:Minist-crio Público real iza las funcio~es del Es-

tado-Ad~ini~tración,- poniéndose como sujeto ante el Estado-Juri~ 
di¿ción, pidiendo -la actuación del Derecho, pero sin actuarle 
él". (40) 

Si en"su estructura el•Ministerio Público depende del -

Poder Ejecutivo; e~identemente constituye un órgano eminentemen­
te admini~t~ativo~juesto que, su función formal es administrati­
va, dad-o que-en;piincip.io' 'éjerce tales funciones y no solo de ca· 

rácter formal¡ "sino'd~,:lndole.material, pues tiene a su cargo el' 
ejercicio de ld' aé:2i6n'pen.Íl, el cual puede o no ejercerlo, por_ 
facultades qu,,-~stá~ expr~s,áme,~te consignada en ln ley. 

_ . _ _ _ _ --;o-~.c'..;:o;_~ __ :;_c~-~:......_ - -

Aslmismo ·Eug~Üio Fl~dan ¡ Franco SodÍ., Manzini, Miguel_ 

Fe.nech,,To.lome_i;;' co~vi~né~,ené~ue;• el'Ministerio Público tiene -
el carácter de parte dent,~~ del proceso penal, ya que obra en 

(39) GURR!A U~GEL, Nicanor.- "El Ministerio Público Federal en -
el Nuevo Régimen". Hditorial ~o,sch, la. Ed1c1on. - Barcelona, -
1953.- Plg; 25;-

(40) GUARNERl, José.- Las ~artes en el Proceso Penal.- Editorial 
Josl M. Cajicu.- Primara B 1c1on.- Puebla, Pue. 1983.- Pfig. 32.-
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ñombre del Estado, por un fin de Derecho Público que tiende a 
proteger los intereses de la sociedad y que en el desarrollo de 
su actividad tiene el deber de lealtad y de objetividad en rela­
ción con la verdad y la justicia, propio de toda función públi-­
ca, además de que ejercita la acción penal que ya de por sí, 11~ 
va implícito el carácter de parte, realiza todos aquéllos actos_ 
que puede hacer valer dentro de un proceso, tales como interpo-­
ner recursos y solicitar diversas providencias. 

La doctrina italiana es la que sostiene que el Ministe­
rio Público tiene el carácter de un órgano jurisdiccional, pues­
to que éste tiene por objeto el mantenimiento y la actuación del 
orden jurídico y por ende, este orden contiene al Poder Judicial 
con actividades no jurisdiccionales pero que cubren el mismo ob­
jeto y que dentro de tales actividades se encuentra el Ministe-­
rio Público. 

Por otro lado, el procesalistn italiano Raúl Alberto 
Frosali, manifiesta que: 11 Es necesario reconocer, que la--.activi­
dad del Ministerio Público es administrativa, porque .. no··¡,5 Tegi,;?.. 
lativa ni jurisdiccional, ni tampoco política, pero ameritn.~a 
calificación de judicial porque se desenvuelve en un· )uicio". 

(41) , o; 
De lo anterior se advierte, que el citado 11\lt~~/a~opta_:_ 

una posición ecléctica en función de que reconoce, ef'__éarácter ad 
ministrativo del Ministerio Público, y por otro {ad1i'1é;ot~rga: 
la calidad de judicial porque se desenvuelve en·un juiéio, empe­
ro ésto es inexacto porque el hecho de que tal actividad la des!!_ 
rrolle el Ministerio Público en un proceso, ello no-significa 
que sea judicial, pues como lo sostiene el maest-ro Guille-rmó Co­
lín Sánchez que con el carácter judicial también debía conside--

(41) FROSALI, Raúl Alberto.- "Sistema Penale Italiano''.- Editri­
ce Torinese.- Parte Seconda, Diritto Processuale Pennle. Tomo IV. 
Italia, 1958. - Pág. 167.-
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rarsc al procesado, a· los testigos y demás personas que intervi! 
nen en el proceso, lo cual lo estima erróneo, con lo que se está 

de acuerdo. 

Igualmente el Ministerio Público no tiene el carácter -
jurisdiccional, dado que no tiene la facultad legal de interpre­
tar la ley y derivado de la palabra jurisdicción -decir el der! 
cho- pues ésto únicamente compete a los Tribunales previamente -

establecidos para el efecto y si se tomti en consideración lo es­
tablecido en la primera parte del Articulo 21 de la Ley Suprema, 
indudablemente no puede ser considerado como un órgano judicial, 
pues las autoridades judiciales se encargan de In imposición de 
las penas única y exclusivamente se caractcriz.a en ésta la facu.!. 
tad de decir el Derecho, por lo cual se concluye que el Ministe­
rio Público no es un órgano judicial. 

Como colab'orador de la función jurisdiccional, dice el_ 
maestro Guillermo Colin Sánchez que: "En cierta forma, es posi-­
ble admitir que colabora con Ja actividad jurisdiccional, a tra­
v6s de sus funciones especificas, porque en óltima instancia, 
éstas obedecen al interés caracteristico de toda la organización 
estatal. Para el fiel cumplimiento de sus fines, el Estado enco­
mienda deberes especificas a sus diversos 6rganos para qt1e en c2 
laboración plena y coordinada, mantengan el orden y Ja legnli- -
dad; razón-por la cual el Ministerio Público (órgano de la acus~ 
ción), lo mism~ al perseguir el delito que al hacer cesar toda -
l~sión juridica en _contra de los particulares, dentro de esos 
postulados, es:UiLauxiliar de la función jurisdiccional para lo­
gr_ar:_qu<l_ los ·:jueces hagan actuar la ley". (42) 

;--·=-~-'o--,_;·--_-:--

o·e acuerdo .a lo expuesto, debe concluirse que en cuanto 
a la natuialeza juridica·del Ministerio Público, puede decirse e 

(42) COLJN SANCHEZ, Guillermo.- Ób. cit~ P&g. 93,-
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que es un representante de la sociedad en el ejercicio de la ac­
ción penal, como un órgano administrativo dentro de la fase pre­
paratoria del ejercicio de la acción penal y como representante_ 
del Estado protegiendo sus intereses, asimismo como colaborador_ 
en la función jurisdiccional. 

Cabe hacer notar que el Ministerio Público Federal es -
el tema central del presente trabajo y en consecuencia no se an~ 
lizará la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia 
del Distrito Federal, que aún y cuando tiene importancia por ln 
forma en que está distribuida la Procuraduría General de Justi-­
cia del Distrito Federal, ello no representa una razón para el -
presente estudio dado que el tema central es el Ministerio Públ! 
co Federal y que sea analizado el Ministerio Público en general, 
pero ahora como se trata del Ministerio Público Federal como PªE 
te en el Juicio de Amparo, independientemente de estas atribuci~ 
nes, tiene otras que se verán a continuación. 

c) LEY ORGANlCA DE LA PROCURADURIA GENERAL 
DE LA REPUBLICA. 

El antecedente primario de la Ley Orglnica de la Procu­
raduría General de la República de 15 de noviembre de 1983, se -
encuentra en la antigua Ley Orgánica del Ministerio Público Fed~ 
rnl, misma que fue abrogada por la Ley de la Procuraduría Gene-­
ral de la República del 27 de diciembre de 1974. 

Ahora bien, ln presente ley, como ya se dijo, es del 15 
de noviembre de 1983, publicada en el Diario Oficial de In Fede­
ración el día 12 de diciembre de ese mismo año y con vigencia n 
partir del lZ de marzo de 1984. 

Dicha ley consta de tres capítulos divididos de 32 Ar-­
tículos y dos transitorios en.los cuales en el primero de nque-­
llos se señnfan las atribuciones de la Procuraduría General de -
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la República, en el segundo las bases de su org¡¡nizaci6n y en el 
tercero disposiciones generales. 

El Artículo lo. a la letra dice: "La Procuradurla Gene­
ral de la República es la dependencia del Poder Ejecutivo Fede-­
ral en la que se integran la Institución del Ministerio Público_ 
Federal y sus órganos auxiliares directos, para el despacho de -
los asuntos que o aqullla y a su titular, en su caso, atribuyen 
los Artículos 21 y 102 de la Constitución Política de los Esta-­
dos Unidos Mexicanos, el presente ordenamiento y las demás disp2 
siciones legales nplicables". 

En este precepto como se puede ver, se encuentra consi& 
nada la lnstitución del Ministeri~ Público Federal conforme a 
las facultades que le otorgan~os"Artículos 21 y 102 de la Cons­
titución Poli t ica de los~Est~'dos'0Ün iAos Mexicanos, que como ant~ 
riol'mente ya se apunt~, sé e'iic'ucntra :'sobordinado al Poder Ejecu-
tivo Federal. '"' :J,:;,:·-,_: -

El Ariítu10;2~; >;,~~{f1cce: "La Institución del Ministe­
rio Público FeiÍe.~h1 ,''.~resididá por el Procurador General de la -
República ;'x::6súJ1er~'oiia 1 mente, en los términos del Ar tí culo - -
102 Consi:Úuc-Í.o~a{ tendrán las siguientes atribuciones, que eje!. 
cerán' conforme' a· lo establecido en el Artículo 10 de esta ley: 

!.~Vigilar la observancia de los principios de constit2 
cionalidad y-·._legalidad en el ámbito de su competencia, sin per-­
juido de las atribuciones que legalmente correspondan a otras -
autoridades jurisdiccionales o administrativas; 

11. Promover la pronta, expedita y debida procuración e 
impartici6n de justicio, e intervenir en los actos que sobre es­
ta materia prevenga la legislación acerca de planeación del des! 
rrollo; 
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III. Representar a la Federación en todos los negocios en 
que ésta sea parte, e·interveni.r en-las contr!'versias que se su~ 
citen entre dos o más Estados de la Unión, entre un Estado y la_ 
Federación, o entre los Poderes de un mismo Estado, y en los ca­
sos de los diplomáticos y los cónsules generales; 

IV. Prestar consejo juridico al Gobierno Federal; 
V. Perseguir los delitos del orden federal; 

VI. Representar al Gobierno Federal, previo acuerdo can_ 
el Presidente de la República, en actos en que debe intervenir -
la Federación ante los Estados de la República, cuando se trate_ 
de asuntos relacionados con la procuración e impartición de jus­
ticia; 

VII. Dar cumplimiento a las leyes, tratados y acuerdos de 
alcance internacional en que se prevea la interventión del Go- -
bierno Federal, en asuntos concernientes a .las atr.ibución.es .. de -
lii institución, y con la intervención que,_~.-e~-:.~,u---~~-so:¡- c_~-~-~~spo!!_ ___ . 
da a otras dependencia; - ,, ... --·-·'"··--·--·- --.. ------ t·,• """~'- .--:-,~·-·-

VI 1 I. Las demás que las leye~
0

~-~~:~~rntin~·~.j-. :::< 

Como se advierte en este disposit.~vo''~se·. contienen· las -

facultades que tiene el Ministerio Público Fed~ral que necesari! 
mente será presidido por el Procurador Genera~ de la RepDblica,_ 
tales facultades se derivan de lo establecido por el Articulo 
102 de la Constitución, teniendo competencia en todas las mate-­
rias para vigilar que las resoluciones que dicte cualquier auto­
ridad se apeguen tanto a la Constitución como a leyes ordina- -­
rías, dentro del ámbito competencial que le corresponda respeta~ 
do el Articulo 124 de la propia Constitución, 

Le corresponde también que los juicios que se tramitan_ 
ante los Tribunales Federales se realicen con la debida .diligen­
cia, hasta su total conclusión. 

También es una de sus atribuciones el representar a la 
Federación, es decir, al Gobierno Federal en todos l?s j~icios -
en los cuales ésta sea parte, razón por la cual todos los acuer-
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dos, decretos y resoluciones que s~ dicten en los juicios debe-· 
rán ser notificados en forma personal nl Procurador General de · 
la República pum que éste intervenga en los mismos defendiendo_ 
los intereses de la Federacjón. 

De igual forma intervienen en las controversias que se 
llevan a cabo ante la Suprema Corte de Justicia de In Nación · 
cuando existen conflictos entre dos o mis Estados de la Unión, o 
bien entre un estado y la Federación o entre los Poderes de un · 
mismo Estado y los casos concernientes a miembros de los cuerpos 
diplomáticos y consular, todo ello derivado del Artículo 104 · -
Constitucional. 

El Procurador General de Ja República será el consejero 
jurídico del gobierno, conforme lo establece el párrafo quinto • 
del Articulo 102 de la Ley Fundamental, pues es él quien tiene • 
la facultad de poder aconsejar al Gobierno Federal para todos y 
cada uno de los asuntos que en un momento determinado se le con· 
sulten para el bienestar de la Federación. 

Tiene a su cargo la persecución de los delitos de carás_ 
ter federal, tale• como los que senalan los Articulos 2, 4 y S · 
del Código Penal para el Distrito Federal en Materia del Fuero 
ComOn y para toda la República en Materia del Fuero Federal. 

Cuando se trate de procuración e impartición de la jus· 
ticia, representará al.Gobierno Federal en netos en que la Fede· 
ración debe intervenir con los Estados de la República. 

El ArÚctÚo 3b·. consagra que: "La vigilancia de la con! 
ti tucionalj_dad_fü•jiegaÚdad comprende: 

' : ; ;_ -·---,--- - -~º-=-~;-;-;----'!--'-----~-

(;; L;'.~~lirvend.ón del Ministerio Público c~mo parte eff 
todos los j'ui2i'os~<Íe amparo, promoviendo la. estriúa';:obse'rvancia 
de la. ley y 1h protección del interés público, c~~iÜi:iné\~ 10 di! 



45. 

puesto por el Artículo 107, Fracción XV, de la Constitución.Poli 
tica de los Estados Unidos Mexicanos, y por el Artículo So.¡ - -
Fracción IV, de la Ley de Amparo, reglamentaria de los Articulas 
103 y 107 Constitucionales. 

Esta atribución comprende las actuaciones.necesariis pa 
ra el despacho de las facultades que confieren al procurador las 
Fracciones V y VIII del Artículo 107 Constitucional. 

11. La propuesta al Presidente de la República de refor­
mas legislativas necesarias para la exacta observancia de la - -
Constitución. La reforma de normas locales inconstitucionales se 
sugerirá por los conductos legales pertinentes, y 

III. La vigilancia de la aplicación de la ley en todos 
los lugares de detención, prisión o reclusión de reos federales, 
sin perjuicio de las atribuciones de la autoridad competente en 
materia de ejecución de penas y medidas de seguridad. 

Cuando los particulares presenten al Ministerio Público 
quejas por actos de otras autoridades, que no constituyan deli-­
tos del orden federal, aquél las pondrá en conocimiento de la a~ 
toridad a la que corresponda resolver, y podrá orientar al inte­
resado sobre lu atención que, legalmente, corresponda al asunto_ 
de que se trate". 

Como podemos ver en este artículo, están establecidos -
todos los casos que comprenden lo que se ha llamado la vigilan-­
cia de la constitucionalidad y legalidad y así tenemos la inter­
vención del Ministerio Público como parte en todos los juicios -
de amparo, con base en el Numeral 107 Fracción XV de nuestra - -
Constitución Política; asimismo nuestra Máxima Ley requiere re-­
formas que la sociedad necesita y para ésto corresponde el Mini~ 
terio Público Federal hacer la propuesta al Presidente de la Re­
pública para que de esta forma se observe de una manera exacta -
la Constitución, de acuerdo a los procedimientos legales. De - -
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igual forma, el Ministerio Público tendr5 la obligación de obse1 
var que la Ley se aplique correctamente en todos los lugares de 
reclusión y además deberá orientar a los particulares ofendidos_ 
por algún delito ante qui autoridad deberl ventilarse en caso 
que no sea de su competencia. 

El Articulo 4o. establece: "La promoción de la pronta,_ 
expedita y debida procuración e impartición de justicia, y la i~ 
tervención en los_ netos que ·sobre esta materia prevea la legisl!_ 
ción acerca de plnne_nci6n deJ:. desarrollo, comprende: 

·r. l.á partidpación, conforme al Artículo Z6 Constitu-­
cional·; ·a':-1áÜey .. de'·'p·1aneaci.ón y al Plan Nacional de Desarrollo, 
en el· ·est'udio, fo• promoción y la ejecución de programas y accio­
nes correspondúntes n procuración e impartición de justicia; 

Sin perjuicio de otros asuntos específicos en estos pr~ 
gramas y acciones quedarán incluidos los conducentes a la coordi 
nación entre las autoridade~ federales y locales respectivas, 
con el propósito de integrar un sistema nacional que favorezca -· 
el buen funcionamiento y el constante mejoramiento de los servi­
cios de procuración de justicia en el pais; 

11. La propuesta, ante el Presidente de la República, de 
las medidas que convenga para el mejoramiento de la procuración_ 
y de la impartición de jusi:i.cia, escuchando la opinión de los 
funcionarios encargados._,de~ .. dicho.L~S.er_y_i_cios públicos, asi como -
de otras personas y sectores que por s~ act".i;;Úad, l'llnC:ión o es­
pecial id ad. puedan o deban apcir(nr 0,elenientos de juicio sobre la -
mntcrin-:.de. qm(.s~<:t"ratc; .-· .·:· :·.:·~-· .·.·.,:_.:-.-· · 

lI i. La denuncia aii,t~ l'~ a\llooridad judicial correspondien 
te, de ias contrndlccion~~ qu(s{~bsé~ven en la_s resoluciones -:­
pronunciadas 'por io~ Órgano's 'de 'Í ;:du;ti~ia federal, a fin de 
que aquéllá resuelva lo p~oüdent~; ~n'1os'. términos de la legis­
lación aplicable; 
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IV. La opinión, en los términos y para los fines a que -
so refiere la fracción anterior, cuando la denuncia de tesis cog 
tradictorias provengan de Ministros de la Suprema Corte, Salas -
de ésta, Tribunales Colegiados de Circuito o partes en los jui-­
cios de amparo". 

Se ha establecido en el Articulo 17 Constitucional que -
la impartición de justicia será pronta y expedita y por tanto la 
procuración de la misma corresponde conforme a este numeral al -
Ministerio Público, asi como la intervención en actos relativos_ 
a la materia en cuestión, siendo necesaria su participación en -
el estudio y promoción de programas que estén encaminados o ten­
gan como objetivo la pronta y expedita impartición de justicia y 
la aplicación exacta de la ley por medio del Plan Nacional de D~ 
sarrollo y la Ley de Planeación; así también se habla de la pro­
puesta que debe hacerse al Primer Mandatario, en relación a med! 
das que deben adoptarse para la mejor aplicación de las leyes eg 
caminadas a la procuración e impartición de justicia, escuchando 
la opinión de servidores públicos del sector de que se trate. 

También corresponde al Ministerio Público Federal presi­
dido por el Procurador General de la República, denunciar la cog 
tradicción de tesis sustentadas, ya por las Salas de la Suprema_ 
Corte de Justicia de la Nación, ya por los Tribunales Colegiados 
de Circuito conforme a la facultad que le otorga el Articulo 107 
Fracción XIII de la Constitución, y para los efectos que se pre­
cisan en el propio numeral que a continuación se transcribe: - -
"Fracción XIII: Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito SU! 

tenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su com­
petencia, los ministros de la Suprema Corte de Justicia, el Pro­
curador General de la República, los mencionados tribunales o -­
las partes que intervinieron en los juicios en que dichas tesis_ 
fueron sustentadas, podrán denunciar la contradicción ante la S! 
la que corresponda a fin de que decida cuál tesis debe prevalecer. 

Cuando las Salas de la Suprema Corte de Justicia susten-
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ten tesis contradictorias en los 1"juicios. de ompar?_ m~,teria de su 
competencia, cualquiera de esas SJJas, el:Procurador ~eneral de_ 
la República o las partes que intervinieron _en lo_s juicios en -­
que tales tesis hubieren sid_o sustentadas-:podriin denunciar la -­
contradicción ante la Supremfi Corte de Justicia, que funcionando 
en Pleno decidirá cuál tesis deb{pre-valcicer.-

La resolución que pro~üncicn· .lá·s· Salas o el Pleno de la_ 

Suprema Corte en los casos a que :se.-refúircn· los dos párrafos -­

anteriores, sólo tendrá el efectode'fijar la jurisprudencia y -
no afectará las situaciones juridicas concretas derivadas de las 
sentencias dictadas en los juicios en q~·.;• hubiése ocurrido la --
contradicci6n11 • . ,~.-

Si no es el Procurador General j~- l~<ll~~IÍb~ica quien fo!. 
mula la denuncia de cent radÍ.cCi6ri"·d~';tesisf~_cs in~;de: cualquier ~ -
otra de las personas que mencioria.l~; FraÚi~n xJ,lLdel menciona­

do dispositivo constitucional¡ pcídrá(~mi~ir~su opinión dic,ho Pro 

curador para que se tome en coriside,:ac~6~ .,¿;e.~~i,inPJÍt!nto de resol 

verse ta 1 contradicción:: , > ;~: ~:'. ;•~ ;'ff·•• :. _ 
El Artículo So, pr~~k: "La i~P;~ieiiÍ:'~c:iÚ ;~t~ las auto­

ridades jurisdicdonales ;Y.}ª i.~ie~~;enS'_.~_t'.~;i_~-~~ i\:lltro,v~l'si~ '. com-
prende: .. . • , ,:·~-- . 

'. ':"'';;.'¿,- . '-'~_;' 

!ó~' j~lci.~s dé amparo,_ 
en los términos previstos por ~l A~üC~lo í'iiv'l'raC:~ión V, inci­
so c), de la Constitución .Polítiéa: de 'r~s Bita.dos Ünidos Mexica­

nos, en el Úticulo 9o. · de>ln L~y de:A~pat~, 'r~gl~mentnria de - -
los Articulcis 103 y 107 Constit~cionaié~¡'y en los demls casos • 

en que .1a_le)• disponga_o__ll_Ul:orúe;i__sta intervención; 
lJ. La intervención COIÍl() representantede in J'ederación, 

en todos los negocios en que aqu~llé sea parte o tenga interés -
jurídico; 

11 l. La inteiver{ción, coni.o coadyuvante en los negocios en_ 

que sean parte' o t~ngán interés juridico las Entidades de la Ad­
ministración Pública Federal. Esta intervención procederá cuando 
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así lo disponga el Presidente de la República o cuando lo solic_!. 
ten los coordinadores de sector corre~pondientjs, p~r6 en este -
último caso el Procurador acordará- lo ,pertinérite, tomando en - -
cuenta la importancia que el asunto revista para el interls pú-­
blico. 

Los coordinadores de sector y,.por acuerdo de éstos, las 
entidades paraestatales, deberán hacer del conocimiento de la -­
Procuraduría General de la República los casos en que dichas en­
tidades figuren como partes o como coadyuvantes, o de cualquier_ 
otra forma que comprometa sus funciones o su patrimonio, ante ÓL 
ganas extranjeros dotados de atribuciones jurisdiccionales. En -
estos casos, la Procuraduría General de la República se manten-­
drá al tanto de los procedimientos respectivos y requerirá la i~ 
formación correspondiente. Si a juicio del Procurador el asunto_ 
reviste importancia para el interés público, formulará las obseL 
vaciones o sugerencias que juzgue convenientes; 

IV. La intervención como representante de la Federación_ 
en los casos previstos por la Ley de Nacionalización de Bienes, __ 
reglamentaria del Artículo 27, Fracción 11, de la-Constitución;_ 

V. La intervención, mediante dict&men jurídico'sin~efec­
tos vinculantes y a requerimiento de las partes, en lai i:ontro~­
versias que se susciten entre dos o más Estados _dé- la UrÚón;'--.en" 
tre un Estado y la Federación, o entre los POdere's de'' un··mismo -
Estado, sin perjuicio de lo previsto, en su -~-asó; po;r._ la'Frac- -

ción II de este artículo; ''> ·· ; <C • -• 
VI. La intervención, _en la form~ X co~ !L~ü.vedad -~ que 

se refiere _la fracción anterior. en ·las C:ontrov¿rsias en- que - e 
sean parte los diplomáticos y los cón_sules &e'ri~'i''ale~; }Jrecisame~ 
teen virtud de esta calidad. 'cuandiÍ,se-tráté de un procedimien­
to pen_a_l, _¡<!l _Min;i_,;terio Públiéo_l',~()ceder6 de aéú~rdiÍ con sus -
atribuciones legales. ·--'" -·--=-~ --~----."-''"t'---'' 

Cuando el Ministerio Público 1 rep~es~hte'~ l~Fed~ración_ 
o intervenga como coadyuvante en lós negocio-~ :eri' qu'e' sean parte 
o tengan interés jurídico las entidade~de la Admiriistr~ciÓri Pú-: 
blica Federal, no podrá desistirse de las acciones intentadas, -
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sin acuerdo expreso del Presidente de la República o sin la con­
formidad de quien hubiese solicitado su intervención, según el -
caso 11 • 

Este precepto se refiere esencialmente a la intervención 
que tiene el Ministerio Público ante los Tribunales Judiciales -
Federales en las diversas materias que existen, de tal manera -­
que en primer lugar tiene intervenciones como parte en los jui-­
cios de amparo de acuerdo a lo dispuesto por la Constitución y -
la Ley de Amparo. 

También interviene e0 todos los juicios en que la Fede-­
ración fuere parte. 

Su participación como coadyuvante en los negocios en 
que se vea involucrada la Administración Pública Federal, ello -
cuando lo ordene el Presidente de la República o lo soliciten 
los Coordinadores de Sector correspondiente, pero en este caso -
el Procurador tendrá la facultad potestativa para decidir su in­
tervención en el negocio, tomando en consideración el interés pQ 
blico. 

También le corresponde promover los Juicios de Nacionali 
zación de Bienes conforme u la ley de la materia ante los Jueces 
de Distrito. 

Igualmente cuando se tramitan los procedimientos ante 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación por controversias en -
tre dos o más Estados, entre un Estado y la Federación o entre -
los Poderes de un mismo Estado, su intervención consistirá en un 
dictámen jurídico que emitirá respecto de dichas controversias. 

Ante el procedimiento de carácter federal puede interve­
nir el Ministerio Público cuando sean parte de diplomáticos y -­
cónsules generales, en el cual emitirá su dictámen jurídico y a 
requerimiento de las partes, sin embargo, si es de carácter pe-­
nal ejercerá las funciones que le correspondan. 

El Artículo 60. dispone: "El consejo jurídico al Gobier-
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no Federal comprende, además. de· la promoción de .. reformas legales 
a que se refieren los Artículos 3o.; Fracción Il; 'y 

040.; Frac- -
ción I y 11, de esta ley: 

l. La opinión sobre la constitucionalidad de los proye~ 
tos de ley que el Presidente de la República envíe para su estu­
dio; 

11. La opinión jurídica sobre los asuntos que ordene el 
Presidente de la República o solicite el titular de una depende~ 
cia de la Administración Pública Federal, y 

111. El asesoramiento jurídico, en el orden estrictamente 
técnico y constitucional, respecto de los asuntos que lo requie­
ran, por acuerdo del Presidente de la República, al ser tratados 
en reuniones de titulares de las dependencias de ln Administra-­
ción Pública Federal". 

En este precepto se indica en forma por demás explícita 
en qué consiste y qué abarca ese consejo jurídico que tiene que_ 
realizar el Ministerio Público Federal y que respecto a la Frac­
ción l, bien se sabe que en un país como el nuestro conforme al 
sistema que en la práctica se ha adoptado, difícilmente el Ejec~ 
tivo toma parecer al Procurador en cuanto a la constitucionali-­
dad de leyes se refiere, en función de que es un hecho notorio -
de que, el Ejecutivo conforme a las atribuciones y facultades 
que le otorga el Artículo 71 Fracción I de la Carta Fundamental, 
envia iniciativas de leyes al Congreso de la Unión sin que en 
forma alguna tome en cuenta la opinión del Procurador, pues ni -
siquiera se la pide, de tal suerte que con singular frecuencia -
puede encontrarse la inconstitucionalidad en cualquiera de las 
leyes cuya iniciativa ha sido enviada por el Ejecutivo y en con­
secuencia ésta es una de las funciones que resulta irrelevante -

por parte del Procurador General de la República. 

En cuanto a las Fracciones 11 y 111, cabe hacer notar -
que estas funciones no resultan como en la ley se establecen, 
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dado que regularmente no se toma esa Opinión O asesoramiento· ju• 
rídico de que se habla porque en realidad·rÍo se sÓ.licitari·a1· Pr~ 

curador. 

El Articulo 7o. dice: "La persecución de los ~elites -­
del orden federal comprende: 

!. En la averiguncion previa, la recepción de denuncias 
y querellas, conforme a lo dispuesto en el Articulo 16 Constitu­
cional, y la práctica de todos los actos conducentes a la compr~ 
bación del cuerpo del delito y a la acreditación de la probable 
responsabilidad del indiciado, como elementos que fundan el ejeL 
ciclo de la acción penal, así como la protección al ofendido por 
el delito en los términos legales aplicables. El Ministerio Pú-­
blico solicitará a la autoridad jurisdiccional las medidas prc-­
cautorias de arraigo o de aseguramiento patrimonial que resulten 
indispensables para los fines de la averiguación previa y, en su 
caso y oportunidad, para el debido desarrollo del proceso. Al 
ejercitar la acción, el Ministerio Público formulará a la autorl 
dad jurisdiccional los pedimentos que legalmente corresponda; 

Cuando el Ministerio Público Federal tc~ga conocimien-· 
to, por si o por conducto de sus auxiliares, de la probable coml 
sión de un delito cuya persecución dependa de querella o de cual 
quier otro acto equivalente, que deba formular alguna autoridad, 
lo comunicará, por escrito o de inmediato a la autoridad legiti­
mada para presentar la querella o cumplir el requisito equivale~ 
te, a fin de que resuelvan con el debido conocimiento de los - -
hechos, lo que a sus facultades o atribuciones corresponda. Las_ 
autoridades harán saber por escrito al Ministerio Público Fede-­
ral la determinación que adopten. En caso de que, conforme a lo 
que autoriza el Articulo 16 Constitucional, el Ministerio Públi­
co Federal o sus auxiliares tengan detenidos a su disposición, 
así lo harán saber a las autoridades legitimadas para formular -
la querella o cumplir el requisito equivalente y éstas deberán -
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comunicar, por escrito la determinación que adopten, en el lapso_ 

de. veinticuatro horas; 
11. Ante los órganos jurisdiccionales, conforme a la co~ 

petencia de éstos, la intervención corno autor en las causas que_ 
se sigan de aprehensión, de comparecencia o de cateo, así como -
los exhortos y las medidas precautorias procedentes, proponiendo 
las pruebas conducentes al esclarecimiento de la conducta o de -
los hechos y de la responsabilidad del inculpado, planteando las 
excluyentes de responsabilidad penal o las causas de extinción -
de la pretensión punitiva de que tenga conocimiento, formulando_ 
conclusiones, exigiendo la reparación patrimonial que correspon­
da al ofendido, solicitando la aplicación de las penas y medidas 
que procedan, e interponiendo los recursos ordinarios que resul­
ten pertinentes, y 

111. Impugnación, en los términos que la ley prevenga, de 
las sentencias definitivas que causen agravio a los intereses j~ 
ridicos de la sociedad, cuya representación corresponde al Mini~ 
terio Público". 

En este numeral se especifican con toda claridad todas_ 
y cada una de las funciones que en materia penal federal ejerci­
ta el Ministerio Público, desde la averiguación previa hasta la 
sentencia que se dicte en el proceso penal, e inclusive la impus 
nación en su caso, incluyendo desde luego las conclusiones inac~ 
satorias en el propio proceso penal. 

El Articulo 80. previene: "La representación del Gobie! 
no Federal en actos ante los Estados de la República, que se - -
ejercerá previo acuerdo del Presidente de la República, compren­
de: 

I. La promoción y celeb.ración de convenios, con apego a 
las disposiciones aplicables, Y.·s.in perjuicio de la competencia_ 
de otras autoridades' sobre apoyo· y ase.so ria recíprocos en mate­
ria policial,' técnico, jurídica,' p~ricial y de formación de per-
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sonal para la procuración de justicia, y 
II. La promoción y celebración de acüerdos, con arreglo_ 

a las disposiciones aplicables, para efoi:tos._de'íiuxilio al Mini~ 
terio Público Federal por parte. de autoridad~s .·locale·s, c'uando 
se trate de funciones auxiliares preyis~'iis en, e~ta ley o en " 

otros ordenamientos. '"i:i'.-~:;~, ·:""'':":', :·::,\:: 

Mediante estos instrumento_;,\~·e ;~~¡~ov~:r~ y consolidará_ 

el sistema nacional de procuracló'n:d~·-j'u'stiÚa;, ·al que alude la 

Fracción 1 del Artículo 4 de•'.1~.p~es~nt~ ley. 

En los acuerdos .a los que se refiere la Fracción Il de_ 
este artículo, se fijará la coordinación de acciones conducentes 
a la ejecución de programas contra conductas ilícitas, cuando 
aqu6llos requieran, por la naturaleza de los delitos a los que • 

se enfrentan, la participación coordinada de autoridades federa· 
les y locales. En todo caso, se considerará la campana contra 
los delitos en materia de estupefacientes y psicotrópicos. Este_ 

punto será incluido, asimismo, en los convenios de desarrollo, -
de alcance general, qu~ celebren la Federación y los Estados". 

En este precepto se encuentran contenidas funciones im­
portantes que desarrolla el Ministerio Público Federal en mate·· 

ria de convenios para una mejor procuración de justicia con cual_ 
quier autoridad, que desde luego tendrá que contar con un previo 
acuerdo del Ejecutivo de la Unión. 

El Artículo 9o. a la letra dice: "El cumplimiento de l!_ 
yes, trata dos Y: acuerdos_ de.ali:a_11ce internacional en asuntos co!!. 
cernientes .~ las_ atribuciones de la institución, comprende: 

':¡,; 

I. -La ~ro~~cióll', 'ii"i;'te .. elPresidente de la República, de 

los instrun{ent~s de'/:.1dnée 'Í.nternacional en materia de colabor_!! 

ción po·1',
1
· c
1
i.ª.-.1L.a>·º .•. '.judi_~i;fr;•· 

in.terve~cióri· en -la extradición internacional de • 
·.,:,,' 
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delincuentes, y 
111. La intervención, por acuerdo del Presidente de la Re 

pública, en la aplicación de los tratados celebrados conforme al 
último párrafo del Artículo 18 Constitucional, así corno en el 
cumplimiento de otras disposiciones de carácter o con alcance in 
ternacional, cuando se trate de asuntos concernientes a la inst! 

tución. 

Cualquier apoyo o colaboración para la ejecución de pr~ 
gramas, debidamente autorizados, se entiende con reserva sobre -

evaluaciones o medidas que excedan la naturaleza de los progra-­
mas, otorguen autoridad a personas o entidades extranjeras en t~ 
rritorio mexicano, o involucren consecuencias en materias ajenas 
al ámbito específico que cubre el programa respectivo. Esta re-­
serva se consignará en los instrumentos que fijen las bases de · 
dichos programas". 

En este artículo se previenen esencialmente las facult~ 
des que en materia de tratados puede intervenir el Ministerio P~ 
blico Federal para el cumplimiento y fines que en materia de De­
recho Internacional de carácter penal se presenten. 

El Articulo 10 establece: "El Procurador intervendrá 
por sí o por conducto de Agentes del Ministerio Público Federal 
en el ejercicio de las atribuciones a que se refieren los artic~ 
los anteriores, según las previsiones del reglamento y los acuc! 
dos que dicte el Procurador. El reglamento prevendrá la distrib~ 
ción de los asuntos entre las unidades técnicas y administrati-­
vas de la dependencia. 

El Procurador deberá intervenir personalmente en los s~ 
puestos a que se refieren los Articulas 3, Fracción II, 4, Frac~ 

ción 11, S, Fracción V, 6, 8 y 9, Fracción !, de este ordenamie~ 
to''. 
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Como ~e puo<lc ohservár C'!I este <li~Jh.l!dtivo se estable-­
con mfls que facultac.lc-5 1 obligacio.ncs a c~rgo del Procurador Gnn~ 

rat Je );1 Rcp~bli~a ¿~que_ tiene c¡ue in1:eJ"\'e11ir 11crsonnlme11te ~n 
determinados ·negocios,: tales comn la propu~sta al Presidente de 
la Rcpl1l?lica. ·de reformas 1.egis1ati\'as. necesarias para la exacta_ 

observani:ia de ··la ConStitución, a~í como de medidas que conven-­

ga~ pnra:~l mefor~~icrito-·dc la procurnció11 e impartición de la -
justicia, el di~tftmcn.~uridi¿o rc~pccto de co11trovcrsias entre -
dos o mis Est~dos c~·e1 consejo juridlco, al Gobierno Federal en 

cuanto a ~~nvcnio.s y· trritndos en tnatcria penal. 

El Articulo l l dice: ·''En el cumplimiento de_ sus atribu­
ciones, el· Mln.fstcria·:·Pítblico y 'sus auxiliares, en_ su caso, y 

conforme .n sus _funciánes,._podrtín requerir informes, documentos, 
opiniones. y elementos. d_e_ prui:ba, en general, a las dependencias_ 
y entidadei de la·Administraci6n PQblicniederal, a las corres-­
pondientes al !Jistri to F~·de;Ú, y a otr·i;s autor:Í.dndes y 'personas 

que puedan sumi.nlstrnr elementos. para el debido ejercicio de di­
chas 

En esto nume·ral.' se :otorga una surie de :facultádes que -
tiene e1 ~1inÜteiio i'iib1ico Fcdcri1 parafqú~, cúiiip1a con la run"­

- ·"'--.-o-:..,;;'.~:~·.:~::'.--~~'.. 

' " ,, -: 

Coínose ,ha visto, todos estos prc2el>,t~ef.'.que se han, -
transcrito e interpretado, contienén toda un,a'':s¿h~;de ~~'cuÚades 

~~:b!1 :~~!~~~!~~¿~ ~!~~.~~~~~·~;~t;~;!;~~~~.;~.~~tf!~.~~~;?~~füt¡;-
al organigrama que presento in Procu~adJ1'.ii1: General:: de la RepDc­
blica. 

Articulo 12.- La Procuradu~ia General ~e ln RepDblica -
estnr5 presidida por el Procurad~r. Jefe.de ln institución del -
Ministeri~ Póblico y de sus órgarios ~uxilin~es directos, confor­

men lo seilalndo en el Articulo 102 de la Constitución Política_ 



si. 

de los Estados Unidos Mexicanos. La Procuruduria contará con ser 
vidores públicos sustitutos del Procurador en el orden que fije -
el reglamento, y con los órganos y unidades técnicas y adminis-­
trativas, centrales y desconcentrados, necesarios para el despa­
cho de los asuntos que los Artículos Z a 10 de esta ley ponen a 
cargo de la dependencia, en el número y con la competencia que · 
determine el reglamento. 

El Ejecutivo determinará las entidades que deban quedar 
sujetas a la coordinación de la Procuraduría General de la Repú­
blica. 

Se contará con un sistema de desconcentración territo-­
rial y funcional de la Procuraduría General de la República, me­
diante delegación de atribuciones que permitan el buen despacho_ 
de los asuntos a cargo de la Procuraduria, en regiones y entida­
des del país, tomando en cuenta las caracteristicas de la fun- -
ción a cargo de aquélla y el régimen de competencia territorial_ 
del Poder Judicial de la Federación. Igualmente se dispondrán 
las acciones que deberá desarrollar el Ministerio Público Fede-­
ral en localidades donde no haya agencia permanente, y se esta-­
blecerán medios de información a la comunidad, en forma sistemá­
tica y directa, por parte de los servidores públicos de la depe~ 
dencia en las poblaciones de su adscripción. 

Articulo 13.-"Los servidores públicos sustitutos del 
Procurador auxiliarán a éste en el despacho de las funciones que 
la presente ley le encomienda. Por delegación que haga el titu-­
lar, tanto los servidores públicos sustitutos del Procurador, c2 
mo los que expresamente faculte el reglamento, resolverán los C! 
sos en que se consulte el no ejercicio de la acción penal y la -
formulación de conclusiones no acusatorias, asi como las consul­
tas que el Ministerio Público Federal formule o las prevenciones 
que la autoridad judicial acuerde, en los términos que la ley 
prevenga, respecto a la omisión de formular conclusiones en el -
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término legal, a propósito.de.conclusiones presentadas en un pr.9_ 
ceso penal o de actos cuya ~onsccuencia sea el sobreseimiento 
del proceso o la libertad absoluta~~! inculpado antes de que se 
pronuncie sentencia. 

Articulo 14.·"Son aÚxiliares di~~ctos del Ministerio P.Q. 
blico Federal: 

!. La Policía Judicial Federal, y 

!!. Los Servicios Periciales de la Procuraduría General_ 
de la República: 

Asimismo, son auxiliares del Ministerio Público: 
a) Los Agentes del Ministerio Público del Fuero Común y 

de las Policías Judicial y Preventiva, en el Distrito Federal y_ 
en los Estados de la República, previo acuerdo, cuando se trate 
de éstos, entre las autoridades federales y locales en los térmi 
nos del Articulo 8, Fracción II, de la presente ley; 

b) Los cónsules y vicecónsules mexicanos en el extranj! 
ro; 

c) Los capitanes, patrones o encargados de naves y aer.9_ 
naves nacionales, y 

d) Los funcionarios de otras dependencias del Ejecutivo 
Federal, en los casos a que se refiere el Artículo 25 de este ºL 
denamíento. 

Articulo 15.· El procurador será nombrado y removido li 
bremente por el Presidente de la República y deberá tener las 
cualidades que se requieren para ser ministro de la Suprema Cor­
te de Justicia de la Nación. 

Los sustitutos del procurador, deberán reunir iguales -
cualidades y serán designados y removidos libremente por ei Pre­
sidente de la República. 

Artículo 16. - En la designaci6n del personal ·(iefMi~is-
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terio Público, de la Policía Judicial y de los Servicios Perici! 
les de la Procuraduría, se atenderá a las siguientes disposicio­
nes, sin perjuicio de las normas complementarias contenidas en ~ 

el reglamento de esta ley o en los acuerdos internos que se exp! 
dan con fundamento en la propia ley y en dicho reglamento: 

Para ser Agente del Ministerio Público se requiere: 
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento en pleno ejer­

cicio de sus derechos; 
II. Acreditar que se ha observado buena conducta y no 

haber sido sentenciado ejecutoriamente como responsable de deli­
tos intencionales o dolosos, y 

III. Ser Licenciado en Derecho con autorización para el -
ejercicio de su profesión. 

Con independencia de lo establecido en el Artículo 28 -
acerca de los agentes ordinarios del Ministerio Público Federal, 
el procurador podrá designar agentes especiales para que inter-­
vengan, con la misma representaci6n social, en asuntos en los 
que, a juicio de aquél, sea útil esta intervención. La designa-­
ci6n recaerá en juristas que cuenten con el mayor prestigio per­
sonal y profesional. 

Los agentes especiales actuarán en procedimientos civi­
les, penales o de amparo, o en otros de la incumbencia de la Pr~ 
curaduría, según el encargo específico que en cada caso se haga, 
con las mismas atribuciones de un agente ordinario del Ministc-­
rio Público Federal. 

El procurador podrá designar también visitadores espe-­
ciales o asesores, que reúnan iguales características de presti­
gio personal y profesional. 

Para los fines previstos en los tres párrafos anterio-­
res, se pref~rirá a quienes hubiesen sino Ministros de la Supre-
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mn Corte de Justicia, Procuradores o Subprocuradores Generales -
de la República, sin perjuicio de otras personas que, por sus a!]_ 
tecedentes, conocimiento y experiencia, puedan coadyuvar al buen 
despacho de In procuración federal de justicia. 

Para ser agente de la Policía Judicial Federal, se de-­
ben reunir los requisitos previstos en lns Fracciones J y II y -
haber concluido por lo menos la enseñnnaza preparatoria. 

Para ser perito oficial de la Procuraduría es preciso -
ser ciudadano mexicano, por nacimiento o naturalizaci6n, en ple­
no ejercicio de sus derechos, satisfacer el requisito mencionado 
en la Fracción 11, y tener título legalmente expedido y registr!'_ 
do por la autoridad competente; .o acreditar plenamente, en su C!'_ 

so, los conocimientos técnicos, científicos o artísticos corres­
ponJientes a la disciplina sobre In que deba dictaminar. 

Artículo 17.- Para el ingreso de Agentes del Ministerio 
POblico Federal y de peritos adscritos a los Servicios Pericia-­
les, es condición indispensable la presentación y aprobación de_ 
examen de oposición, en los términos y con las características -
que fije el reglamento de esta ley. 

Artículo 18.- El Procurador expedirá los acuerdos y ci! 
culares y los manuales de organización y procedimientos conduce~ 
tes al buen despacho de las funciones de la dependencia; y revol 
verá, por sí o por conducto del funcionario que determine, sobre 
el ingreso, la promoción, la ndscripci6n,, las renuncias, las sa.!!. 
clones, los estímulos y ln suplencia de sus subalternos, sin pe! 
juicio de las disposicione5 que regulen las relaciones laborales 
entre el Ejecutivo Federal y quienes presten a éste sus servi- . 
cios. 

Articulo·J9;~·EJ· procurador o, por delegaci6n de éste, 
otros servidores públicos :de:.-:1a dependencia, podrán adscribí r 
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discrecionalmente al personal en el desempeno de las funciones • 
que corresponden a la institución, y encomendar a sus subordina· 
dos, según su calidad como Agentes del Ministerio Público y de · 
la Policía Judicial o como peritos, el estudio, dictámen y actu~ 

ción que en casos especiales estimen pertinentes. Cuando se tra· 
te de personal de base, se observará lo previsto por las normas_ 
correspondientes a las relaciones laborales de que se trate. 

Artículo 20,· El personal de la Procuraduría podrá auxi 
liar a otras autoridades, que legalmente lo requieran, en el · · 
desempeno de actividades compatibles con las funciones de dicho_ 
personal, sin quedar comisionados o adscritos a otras dcpenden-­
cias o entidades y previo acuerdo del procurador o, por delega·· 
ción de éste de los servidores públicos que el titular seftale. · 
Dicho acuerdo se emitirá discrecionalmente, tomando en cuenta 
las necesidades y posibilidades de la Procuraduría, y se hará ·· 
saber a las autoridades que requirió el auxilio. 

Articulo 21.· El procurador ejercerá autoridad jerárqui 
ca sobre los auxiliares directos mencionados en las Fracciones I 
y 11 de la primera parte del Artículo 14, sin perjuicio de la a~ 
tonomía técnica que corresponda a los peritos en el estudio de · 
los asuntos que se sometan a su conocimiento y en la emisión de_ 
los dictámenes respectivos. Asimismo, el Ministerio Público Fed~ 
ral ordenará la actividad de los auxiliares a que se refieren 
las Fracciones I a IV de la segunda parte del Artículo 14, en lo 
que corresponde, exclusivamente, a las actuaciones que practi- -

quen en auxilio del Ministerio Público Federal, 

En los términos de los acuerdos que el procurador expi· 
da, los miembros de la Policía Judicial Federal, en todos sus ni 
veles, que se hallen adscritos a una circunscripción territorial 
determinada, quedarán sujetos a la autoridad y el mando inmedia· 
to y directo del funcionario del Ministerio Público Federal que, 
por tener atribuciones desconcentradas, se encuentre a cargo de 
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los asuntos que competen a la Pro~uraduria en dicha circunscrip­
ción. El procurador determinará la coordinación pertinente entre 
las unidades policiales desconcentradas, a cargo del órgano tlc­
nico administrativo central que prevea el reglamento, del que 
también dependerán, según se establezca, las unidades policiales 
necesarias para el eficaz desempeno de las atribuciones que la -
Policía Judicial Federal tiene como auxiliar del Ministerio Pú-­

b lico. 

Artículo 22.- J,a Policía Judicial Federal actuará bajo_ 
la autoridad y el mando inmediato del Ministerio Público, en los 
términos del Artículo 21 de la Constitución, auxiliándolo en la_ 
investigación de los delitos del orden federal. Para este efec-­
to, podrá recibir denuncias y querellas sólo cuando por la urge~ 
cia del caso no sea posible la presentación directa de aquéllas_ 
ante el Ministerio Público, pero deberá dar cuenta sin demora a 
éste para que acuerde lo que legalmente proceda. Conforme a las_. 
instrucciones que se le dicten, la Policía Judicial desarrollará 
las diligencias que deban practicarse durante la averiguación 
previa y exclusivamente pura los fines de ~sta, cumplirá las ci· 
taciones, notificaciones y presentaciones que se le ordenen, y · 
ejecutará las órdenes de aprehensión, los cateos y otros manda-­
mientes que emite la autoridad judicial. 

Artículo 23.- Cuando los Agentes del Ministerio Público 
o de la Policía Judicial del Fuero Común auxilien al Ministerio_ 
Público Federal, recibirán denuncias y querellas por delitos fe­
derales, practicarán las diligencias de averiguación previa que_ 
sean urgentes, resolverán sobre.la detención o libertad del in-­
culpado, bajo caución:o· con las reservas de ley, sujetándose a -
las disposiciones .i·e.gaies .fede'rales aplicables, y enviarán el e! 

pediente y el deteri'icid¡: en :su caso, al Ministerio Público Fede-­
ral que deba encargÍí~se: del asunto. 

' : .:\,~~', ':: 
El P.ro.curador, con nÚtorización del Presidente de la R!;. 
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pública, convendrA con las autoridades locales.compet~ntes la -­
forma en que deban desarrollarse las funciones de .auxilio local_ 
del Ministerio Público Federal. 

Artículo 24.- Los auxiliares del Ministerio Público Fe­
deral deberAn dar aviso inmediato a éste, en todos los casos, so 
bre los asuntos en que intervengan con ese carácter. 

Artículo 25.- El procurador determinará a qué servidor_ 
público del Gobierno Federal corresponde la suplencia en caso de 
falta, excusa o ausencia del encargado de una Agencia del Minis­
terio Público, cuando no sea posible cubrirla con otro agente de 
la institución. 

Como se puede advertir claramente de los preceptos leg~ 

les antes transcritos, en ellos se contienen todas las bases de_ 
su organización y que el Jefe de la Institución del Ministerio -
Público Federal lo es el Procurador General de la República, en 
cumplimiento a lo dispuesto por el Artículo 102 Constitucional e 
igualmente cuenta con diversos servidores públicos que le auxi-­
lian en la tarea que tiene a su cargo de acuerdo a los preceptos 
que contienen las atribuciones del mismo y que preveen dentro de 
esas bases de organización la creación de un reglamento en el -­
cual se establece la organización interior de la Procuraduría G! 
neral de la República para el mejor despacho de las atribuciones 
contando con una Subprocuraduría, una Supervisión General de Se! 
Vicios Técnicos y Criminalisticos y diversas Direcciones Genera­
les. 

Asimismo se establece quiénes son los auxiliares del M.!_ 
nisterio Público Federal, quién puede nombrar al Procurador Gen! 
ral de la República y sus sustitutos, que desde luego, es el Ei! 
cutivo de la Unión. 

También contienen las requisitos que se nece'sitan para_ 
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ser Ministerio Público Federal y Jos acuerdos, circulares y ma-­
nuales de organización, que debe expedir el Procurador General -
de In República para el mejor funcionamiento de la Dependencia. 

El Procurador General de la República o Ministerio Pú-­
b!ico Federal serán necesariamente el responsable de todas y ca­
da una de las funciones que le encomienda la ley. 

Finalmente en el capitulo 111 encontramos una serie de_ 
disposiciones generales que a. la letra dice: 

Articulo !6.- En el ejercicio de sus funciones, el per­
sonal de la Procuraduria observará las obligaciones inherentes a 
su calidad de servidores póblicos, de acuerdo con sus atribucio­
nes especificas, y actuará con la diligencia necesaria para una_ 
pronta y eficaz procuración y administración de justicia. 

Articulo 27.- Los Age;ntes del Ministerio Público Fede-­
ral no son recusables, pero deben excusarse del conocimiento de 
los negocios en que interve11gnn, cuando exista alguna de las ca~ 
sas de impedimentos que la ley señala en el caso de ministros de 
la Suprema Corte de Justicia, magistrados de Circuito y Jueces -
de Distrito. 

Articulo 28. - ._Los_ Agentes_del Ministerio Público Fede-­
ral no pod-~iin d~s~~peñar otro puesto oficial, salvo los que aut.!! 
rice el procurjdor,· que no sean incompatibles con sus funciones_ 
en la institu~lón,·y .l~s de carácter docente, ni ejercer la abo­
gacia, sino en causa propii de su cónyuge o concubina, o de sus_ 
parientes consanguineos en: linea recta, de sus hermanos, o de su 
adoptante o adoptado. Tampoco podrán ejercer como apoderado jud,! 
cial, tutor, curador o albacea, a menos que sea heredero o lega­
tario, ni podrán ser depositario judicial, sindico, administra-­
dar, interventor en quiebra o concurso, ni corredor, comisionis­
ta, árbitro o arbitrador. 
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Articulo 29.- La desobediencia o resistencia a las órd! 
nes legalmente fundadas del Ministerio Público o de la Policía -
Judicial, dará lugar al empleo de medidas de apremio o a la imp~ 
sici6n de correcciones y sanciones, según el caso, en los térmi­
nos que prevengan el Código Penal y el Código Federal de Proced! 
mientos Penales. 

Artículo 30.- Se podrá imponer al personal de la Procu­
raduría, por las faltas en que incurran en el servicio, las co-­
rrecciones disciplinarias previstas en la Ley Federal de Respon­
sabilidades de los Servidores Públicos, mediante el procedimien­
to que dicha ley previene. En el caso de la Policía Judicial Fe­
deral, se aplicar&n las mismas sanciones administrativas. El ser 

vidor público encargado del mando o la supervisión de dicha pal! 
cia, podr4 imponer las sanciones administrativas, de arresto - -

constitucional, retención en el servicio o privación de permisos 
de salida hasta por quince días, si la gravedad de la falta lo -
amerita. 

Artículo 31.- Cuando se impute la comisión de un delit~ 
a un Agente del Ministerio Público Federal, el juez que conozca 
del asunto pedirá al procurador que lo ponga a su disposición, -
sin perjuicio de que se adopten las medidas cautelares que ca- -
rrespondan para evitar que el inculpado se sustraiga a la acción 
de la justicia. El procurador se atendrá a lo dispuesto por el -
órgano jurisdiccional. La detención que se practique en contra-­
vención a este precepto, será sancionada en los términos que pr! 
venga el Código Penal. 

Articulo 32.- El Ministerio Público Federal o a la Pal! 
cía Judicial Federal sólo expedirán constancias de actuaciones o 
registros que obren en su poder, cuando exista mandamiento de a~ 
toridad competente, que funde o motive su requerimiento, o cuan­
do resulte indispensable la expedición de dichas constancias pa­
ra el ejercic.io de derechos o el cumplimiento de obli'gaciones 
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previstos por la ley. 

De las disposiciones antes transcritas se desprende una 
serie de responsabilidades que tienen los Agentes del Ministerio 
Público Federal y cargos que no pueden ejercer. 



C A P I T U L O I I 

EL JUCIO DE AMPARO. 

a) GENERALIDADES. 

67. 

En este apartado se tratará de presentar en forma expll 
cita una panorámica general del Juicio de Amparo, como se verá • 
a continuación. 

En principio se expondrán algunos conceptos sobre lo -­
que se entiende por Juicio de Amparo. 

El Dr. Ignacio Burgoa expresa que una definidión que -· 
abarque exactamente los atributos esenciales del Juicio de Ampa­
ro podría .dar lugar a ciertos errores, motivo por el cual única· 
mente se limita a hacer una descripción del citado juicio, de lo 
que puede entenderse por el mismo, en los siguientes términos:-­
''El Amparo es un juicio o proceso que se inicia por la acción -­
que ejercita cualquier gobernado ante los órganos jurisdicciona· 
les federales contra todo acto de autoridad (lato sensu) que le-· 
causa un agravio en su esfera jurídica y que considere contrario 
a la Constitución, teniendo por objeto invalidar dicho acto o •• 
despojarlo de su eficacia por su inconstitucionalidnd o ilegali­
dad en el caso concreto que lo origine" (43), 

A su vez el maestro Octnvio A. Hernández conviene con -
el Dr. Burgoa en qué, resulta difícil otorgar una definición so­
bre que es el Juicio de Amparo, en función de que existen diver­
sos conceptos jurídicos de otros tantos tratadistas, sin embar·· 
go, sí da una definición de acuerdo a su punto de vista de lo ·• 
que es el Juicio de Amparo, tomando en consideración los atribu­
tos esenciales del concepto, por lo que respecto al Juicio de A~ 

(43),- BURGOA, Ignacio.· "El Juicio de Amparo''.- Editorial Po· -
rrúa.- Vigésimasegunda edición.· México, \985.- Pag. \77. 
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paro afirma: "El amparo es una de las garantias componentes del­
contenido de la jurisdicción constitucional mexicana, que se ma­
nifiesta y reali:n en un proceso judicial extraordinario, const! 
tucional y legalmente reglamentado, que se sigue por via de- - -
acción, y que cuyo objeto es que el Poder Judicial de la Federa­
ción o los órganos auxiliares de éste vigilen imperativamente la 
actividad de las autoridades, a fin de asegurar por parte de és­
tas, y en beneficio de quien pida el amparo, directamente el re_:;, 
peto a la Constitución e indirectamente a las leyes ordinarias,­
en los casos que la propia Co~stitución y su ley reglamentaria -

prevén" (44). 

Por otro lado el connotado jurista Ignacio L. Vallarta­
dcfinia el Juicio de Amparo de la siguiente forma: " ... es el -­
proceso legal intentado para recuperar sumariamente cualquiera -
de los derechos del hombre consignados en Ja Constitución y ata­
cados por una autoridad de cualquier categoría que sea, o para -

eximirse de Ju obediencia de una ley o mandato de una autoridad­
que ha invadido la esfera federal o local respectivamente" (45). 

En tanto que Carlos Arellano Garcia, después de anuli-­
zar diversos conceptos que dan otros tantos tratadistas, afirma: 
11El amparo mexicano es la Institución jurídica por la que una -­

persona física o moral, denominada quejosa, ejercita el derecho­
de acción ante un órgano jurisdiccional federal o local, para r~ 
clamar de un órgano del Estado, federal, local o municipal, den!!. 
minado ºautoridad responsable", un acto o ley que, el citado qu! 
josa estima, vulnera las garantías individuales o el que se le -
restituya o mantenga en el goce de sus presuntos derechos, des--

(44). - HERNANDEZ, Octavio A. - "Curso de Amparo". - Editorial Po-­
rrúa. - Segunda edición.- México, 1983, Pag. 6. 

(45) .- VALLARTA, Ignacio L.- "F.l Juicio de Amaro el Writ of -
Habeas Corpus''.- Editorial Imprenta e ranc1sco iaz e eon.-­
Pnmera edición.- México, 1881.- Png. 39. 
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pués de agotar los medios de impugnaci6n ordianrios" (46). 

De los conceptos antes vertidos por los autores ya cit! 
dos, podemos decir que el Juicio de Amparo es una Institución •• 
jurídica mediante la cual una persona denominada gobernado, por· 
considerar que se han violado sus garantías individuales por una 
ley o acto de autoridad, acude ante el Poder Judicial Federal •• 
con la finalidad de que éste le restituya en el goce y disfrute· 
de esas garantías individuales, anulando o nulificando la ley o 
acto de autoridad de que se queja, en caso de que éste efectiva· 
mente agravie la esfera jurídica del quejoso. 

Una vez determinado en forma descriptiva que es el Jui· 
cio de Amparo, cabe hacer mención de que el mismo se ejercita •• 
mediante la acción de amparo y que, conforme al artículo 103 • -­
Constitucional procede en los casos siguientes: 

I.· Por leyes o acto$ de la autoridad que viole las ga· 
rantías individuales; 

II.· Por leyes o actos de la autoridad federal que vul· 
neren o restrinjan la soberanía de los Estados, y 

III.· Por leys o actos de las autoridades de éstos, · • 
que invadan la esfera de la autoridad federal. 

Analizando la fracción I del precepto invocado se des·· 
prende que el juicio de amparo procede contra toda ley o acto de 
autoridad que viole las garantías del gobernado, lo que signifi· 
ca que cualquier ley que el gobernado considere que viole sus ·· 
garantías individuales, podrá reclamarla en el juicio de amparo, 
desde luego, que dicha ley la tendrá que emitir el Poder Legisl! 
tivo, y por excepción el Ejecutivo en caso de facultades extraor 
dinarias en los casos y en las condiciones que la propia Consti· 

(46) .· ARELLANO GARCIA, Carlos.· "El Juicio de Amparo".· Edito·· 
rial PorrGa.~ Primera edición.· México, 1982.· Pag. 309. 
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tución establece, sin embargo, debe decirse también que, cual-­
quier decreto que expida el Poder Ejecutivo, podrá ser combatido 
por medio del juicio de garantías, ya que dentro del concepto -­
Ley se abarque el de Decreto y en este orden de ideas, que cual-­
quier ley o decreto que se encuentre dentro de la hipótesis que­
marca la fracción I del numeral en cita, puede ser impugnada al­
través del juicio de amparo. 

Asimismo, en la propia fracción I que se analiza, proc~ 
de el juicio de amparo en con~ra de cualquier acto de autoridad­
que viole las garantías individuales, ésto es, que dentro de di­
cho concepto se encuentran comprendidas todas las autoridades,-­
ya sean administrativas, judiciales o del trabajo, o bien que no 
tengan tal carácter sino simple, sencilla y llanamente se requi~ 
re que sean autoridades del Estado, ya que sólo basta recordar -
que las garantías individuales, son facultades que tiene el go-­
bernado, reconocidas en la Constitución para hacerlas valer fre~ 
te al Estado y sus autoridades, razón por la cual, es presupues­
to indispensable que el acto emane de una autoridad. 

Para una mayor comprensión de la fracción en estudio,·­
puede ejemplificarse con lo siguiente: 

La Ley emanada del Poder Legislativo podría ser la Ley­
de Hacienda del Departamento del Distrito Federal; y el acto de­
autoridad podría ser de una autoridad judicial, tal es el caso -
de una sentencia definitiva, que para los efectos del amparo y -
segOn lo establecido en la Ley de la Materia, es aquélla que de­
cide el juicio en lo principal y no admite recurso alguno. 

En cuanto a la fracción Il del referido artículo 103 
Constitucional, dispone que el juicio de amparo procede por le-­
yes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la 
soberanía de los Estados; lo que ~lgnifica que ·de acuerdo a la -
distribución de competencias que establece el artículo 124 de la 
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Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, la autorl 
dad federal tiene una limitación que no es otra que, aquélla fa· 
cultad que no estA expresamente concedida en la propia Constitu· 
ción para ella, es incontrovertible que es facultad de los Esta· 
dos de la Federación. 

En las relacionadas condiciones y para ejemplificar lo· 
anterior, puede decirse que si el Congreso de la Unión, por vir· 
tud de una ley suspendiera Ayuntamientos, decretarA que éstos ·• 
han desaparecido o bien, que suspendiera o revocara el mandato a 
alguno de sus miembros, es indudable que se estaria en presencia 
de una invasión de esferas, y en consecuencia se vulneraria la • 
Soberania de los Estados, ya que dicha facultad solamente corre! 
ponde a las legislaturas locales con los requisitos y condicio·· 
nes que el artículo 115 fracción 1 de la Constituci6n establece. 
Cabe hacer notar que la procedencia del juicio de amparo podrA • 
ser cuando un gobernado lo promueva y siempre en relación direc· 
ta e inmediata a la afectación de garantias individuales. 

Respecto a lo establecido en la fracción 111 del artic~ 
lo 103 Constitucional, debe decirse que es precisamente lo con·· 
trario a lo que prevé la fracción precedente, en cuanto a que, · 
si una autoridad local emite una ley o acto que invada la esfera 
de la autoridad federal, (acunar moneda, emitir papel moneda, e! 
tampillas o papel sellado), procede el juicio de amparo siempre· 
y cuando lo promueva el gobernado. 

En los casos en que el juicio de amparo se interponga • 
con fundamento en las fracciones 11 o 111 del articulo 103 Cons· 
titucional, por disposición expresa de la Ley de Amparo en el ª! 
ticulo 114 fracción VI, se deberá expresar en la demanda respec· 
tiva el precepto constitucional que senale la facultad del Esta· 
do o de la autoridad federal que se considere vulnerada. 

No pasa inadvertido, que en el caso de las f;acciones 
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11 y 111 del articulo mencionado, sólo lo podrán promover los &2 
bernados, no así In autoridad federal o los Estados de la Peder~ 
ción, puesto que en tal caso no procederá el juicio de amparo, -
sino el denominado litigio constitucional ante la H. Suprema Cor 
te de Justicia de la Nación que previene el artículo 105 de la -
Ley Suprema. 

Existen también los llamados, en la Doctrina, Princi- • 
pios Jurídicos Fundamentales o Bases Constitucionales del Juicio 
de Amparo, que se encuentran consagrados en el artículo 107 Con! 
titucional que son los fundamentos sobre los cuales descansa - -
nuestra Institución de Amparo. 

A continuación se analizarán todas y cada una de las -­
Bases de que se habla: 

Las Bases Constitucionales del Juicio de Amparo son las 
reglas establecidas en la Carta Magna que norman fundamentalmen­
te a la Institución del amparo por sí solas o complementadas y -
reglamentadas por la Le> Ordinaria. Al efecto el articulo 107 de 
la Constitución Política de los Hstados Unidos Mexicanos, las -­
prevé de la siguiente manera: 

t, .: Instancia de parte. agraviada. 
2.- Existencia·,'del.agra.vio·personal y directo. 
3. - Prosecui:ióri ·judicial .del amparo. 
4.- Relativi<lailicie,ló'~efectos dela sentencia de ampa-

ro. _ _:~~-'~s~~~~0~~ -- --O--" 

5. - Definí ti vi dad de{ ;;;r~~¡;eélamado. 
6. - Estrict·J de~.echo d~c1a!~~ntenÜa. de amparo. 
7. - Procedencia del amp~ró'. có'riha: s'entencÚs definí ti· -

vas y laudos. . .. · ·"· ":~': · :.::·<·,~ , .. " 

B. - Substanciación de{Jui'~i.~'·Íl~ a~pa~1>. 
9.- Recurso de reviÚó~ ~n'~1·j~i<Oio de amparo. 

10. - Suspensión del acto reciam.a'do. 
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ll,- Contradicción de tesis del órgano jurisdiccional -

de control constitucional. 
12.- Sobreseimiento por caducidad. 
13.- Intervención del Ministerio PDblico en el Juicio -

de amparo; y 
14.- Sanciones a las autoridades responsables. 

Ahora bien, el desarrollo de las bases constitucionales 
en el juicio de amparo, deben analizarse de la siguiente manera: 

l.- Instancia de parte agraviada.- Lo que significa que 
el juicio de amparo, no puede iniciarse de oficio, toda vez que­
es presupuesto indispensable que exista una persona que conside­
re le perjudica una ley o acto de autoridad y acuda ante el órg! 
no jurisdiccional federal a promover el juicio de amparo corres­
pondiente. A este respecto, debe decirse, que el agraviado puede 
ser persona física o moral pudiendo comparecer a juicio por si o 
por conducto de representante legal. Igualmente, en los términos 
que establece la ley de la materia, cabe destacar que si se tra­
tase de un menor de edad sin la intervención de su legitimo re-­
presentante (cuando éste se halle ausente o impedido) podrá soli 
citar la protección de la justicia federal, sin la intervención­
de éste, pero en tal caso el Juez de Distrito deberá nombrarle -
un representante especial para que intervenga en el juicio cons­
titucional. 

Finalmente si el menor ha cumplido 14 anos de edad po-­
drá hacer la designación de representante especial, por si mis-­

mo. 

Por Dltimo las personas morales oficiales podrán ocu- -
rrir en demanda de amparo por conducto de los funcionarios o re­
presentantes que designen las leyes, cuando el acto o la ley que 
se reclame afecte los intereses patrimoniales de aquéllas. 
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2.- Existencia del agravio personal y directo.- El agr~ 
vio para efectos del juicio de amparo, debe ser conceptuado como 
el duno o perjuicio que se realiza por una autoridad, en cual -­
quiera de las hipótesis previstas por el artículo 103 Constitu-­
cional. 

Ahora bien, para la existencia del agravio han de conc~ 
rrir forzosamente cuatro elementos, que son: 

a).- El objetivo, que consiste en el dano o perjuicio -
inferido a una persona física o moral que lo recibe. 

b).- El subjetivo pasiv.o, que es la persona física o m.!!_ 
ral a quien la autoridad le infiere el dano o perjuicio. 

c).- El subjetivo activo, que es la autoridad que al a~ 
tuar infiere is~ drino o'perjuicio a una persona física o moral. 

d),C·El jlirídf~d·~formal, que es el precepto constitu­
cional viol~do:i q':1e.~s,el~rotegido por la institución de ampa-
ro. 

· Na.tt,iral.eza 'del· agravio • 

. ·.a) . ."c Debe ser personal, es decir que la pers·ona que pro 
mueve e1·j"uicio de amparo sea precisamente el titular de los de­
r~chos subj~tivos pQblicos violados. 

· b).- Que sea directo, o sea, que el menoscabo de los de 
rechos constitucionales originados por la ley o acto de autori-­
~dad Vio1ato.rio de la Constitución, debe afectar precisamente al­
titular de esos derechos y sólo a él. 

c).- Que sea objetivo, es decir, que no sea apreciado -
al través de criterios subjetivos, lo que significa que el juzg~ 
dor de amparo pueda determinar por medio de un análisis la exis­
tencia real del agravio. 

Caso de excepción a la base constitucional que se comen 
ta es la que constituye el acto. reclamado proveniente de una - -
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causa penal respecto de los ofendidos en dicho procedimiento, -­
toda vez que los mismos no tienen derecho a la interposición del 
juicio de garantías, ya que éste solo podrá ser procedente con-­
tra actos que emanen del incidente de reparación o de responsa-­
bilidad civil, o contra actos surgidos dentro del procedimiento­
penal relacionados inmediata y directamente con el aseguramiento 
del objeto del delito, y de los bienes que estén afectados a la­
reparación o a la responsabilidad civil. 

De lo anterior, se colige que el ofendido en un proce-­
dimiento penal de cualquier índole, jamás podrá ser considerado­
ngraviado para el juicio de control constitucional. 

3.- Prosecución judicial del amparo.- La tramitación 
del juicio de amparo, se lleva a cabo al través de procedimien-­
tos y formas de orden jurídico de naturaleza especial, como lo -
es el determinado en la Ley de Amparo, aplicables únicamente al­
juicio constitucional en el ctnl se ha afirmado que el quejoso ju.io 
ga el papel de actor y la autoridad responsable el de reo, el -
que corresponde a aquél probar los hechos vertidos en su demando 
de garantías cuando éstos asi lo requieran, pero debe aclararse -
que dicho juicio no lo promueve el agraviado en contra de la 
autoridad en cuanto a su persona, sino que lo hace en contra de­
su función que se traduce en leyes o actos que emite. 

Lo anterior, es aplicable desde luego cuando se trate -
de leyes o actos.de autoridad que no sean inconstitucionales en­
sí mismos, pues en ese supuesto corresponde a la autoridad res-· 
ponsable demostrar la legalidad de sus actos u omisiones. 

4.- Relatividad de las sentencias de amparo.- Es uno de 
los principios más importantes y característicos del juicio de -
garantías, su aplicación práctica ha contribuido a su sobrevive~ 
cia y ha sido definido como la característica especial de la se~ 
tencia del juicio de amparo que sólo se ocupa de individuos_par-
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ticulares o de las personas morales privadas u oficiales que lo 
hubieren solicitado limitándose a ampararlos y protegerlos si -
procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda,­
sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que 

la motivare. 

Este principio es lo que conocemos como "Fórmula de -

Otero", que nació con la finalidad de evitar que con una decla­
ración general de inconstitucionalidad de los actos o leyes ge­

nerados por el Estado, hubiere fricciones entre los poderes - -

constituidos. 

Asimismo debe decirse, que todas las sentencias de a~ 

paro se rigen por el principio "res inter alio judicatee, alli­
non prejudicant•, que signific~ las.cosas juzgadas entre unos,­

no perjudican a terceros'_·_-·· 

De lo anterior,· s~-Ú~pi:~rideri .. dos aspectos a saber: 
;C ,.~::>,:._ -.<:·,·::, :•;:·, 

a)'.- P;~sfiJ~ir~ Phr cuanto la sentencia en nada afec­
tará: 1.- A;qui;~e~·,;,~'.'.ilay~1{sido parte en el juicio. II.- A --

las leyes o}aC:t'c'.ís\íli-,.LÍtoridad no reclamados . 

. Al\respecto existe una aparente excepción a este pri!!_ 
cipio con· tÚ-,.cÍ.ón. a la autoridad responsable, toda vez que - -

·eid.~te<Juri·~·prudencia de nuestro más alto Tribunal en el senti-

<do ~e_ Sil.ª la~--~j_ecutorias de amparo deben ser cumplidas por - -
cuoü¡uier autoridad que tenga conocimiento de ellas y que por -
raz.6n de" ·sus fuiiciones deba intervenir en su ejecución, aunque­
no]1ayan · te11ido_ el carácter de autoridad responsable. 

S~- Definitividad del acto reclamado.- Significa bsto 
que'el acto reclamado debe ser definitivo, es decir, que·no -

exista algilrl recurso o medio legal de defensa. por viitud .del- -

·cual pueda ser modificado, revoca_do o nulificado. 
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Por otro lado, cabe decir, que existen excepciones a­
este principio como son las siguientes: 

a).- Conforme al sentido de afectación de los actos -
reclamados.- Cuando el acto que se reclama consiste en alguno -
de los supuestos que marca el artículo 22 Constitucional o ac-­
tos que importen peligro de privación de la vida. 

b).- En materia penal: 
l.- Tratándose del auto de formal prisión, cuando no­

se ha interpuesto el recurso ordinario de apelación o cuando -­
habiéndose interpuesto se ha desistido de él. 

2.- Cuando se reclaman violaciones a los artículos 16, 

19 y ZO Constitucionales, consistentes en órdenes de aprehen- -
sión, de resoluciones que niegan la libertad bajo fianza o cua! 
quier violación procesal en un juicio de carácter penal. 

c).- En materia civil: 
Cuando el quejoso no ha sido emplazado legalmente a -

juicio o en forma diferente a la que la ley establece y nunca­
compareció al juicio respectivo, es considerado como tercero •w 

extrafto al mismo y por consiguiente según jurisprudencia de la­
Suprema Corte de Justicia de la Nación, no tiene obligación de­
agotar los recursos ordinarios que la ley previene, en cuyo ca­
so el juicio de garantías que procede es el indirecto, es decir, 
ante el Juez de Distrito. 

En tanto que si el quejoso en el caso seftalado ante-­
riormente compareció en alguna forma al juicio respectivo, tenw 
drá obligación de agotar los recursos ordinarios y en su caso,­
una vez que se dicte sentencia definitiva, entendiendo por - -­
ésta, la que resuelve el fondo del negocio y no admite recurso­

alguno, podrá interponer juicio de garantías pero directo, por -
conducto de la autoridad responsable para tramitarse ante el -­
Tribunal Colegiado de Circuito y sólo por excepción ante la Su­
prema Corte de Justicia de la Nación. 
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d).- En Materia laboral.- En esta materia debe decir­
se, que en el caso de que el quejoso no haya sido emplazado le­
galmente a juicio o en forma distinta a la prevenida por la - -
ley, podrá interponer juicio de garantías, pero directo al dic­
tarse el !nudo arbitral correspondiente, ya que es de explorado 
derecho que éste no admite recurso alguno, alegando violaciones 
al procedimiento y ello se debe que aquí no se le considera teE 
cero extrano a jucio nl quejoso. 

e).- En Materia administrativa: 
l.- Cuando la reco~sideraci6n administrativa no está­

expresamente establecida por la ley que rige el acto. 
2.- Cuando el acto reclamado sea susceptible de impua 

narse por dos o más recursos, el quejoso podrá seleccionar cual, 
quiera de ellos, e impugnar el acto solamente mediante uno, to­
da vez que no es necesario que agote todos para que sea proce-­
dente el juicio de amparo que promueva. 

3.-Cuando el acto reclamado no contenga los fundamen­
tos legales en que se apoyó la autoridad para e/tirio, puesto -
que si el quejoso no conoce los preceptos legales que se le - -
aplican, resulta imposible que pueda interponer el recurso ord.!_ 
nario que corresponda. 

4.- Cuando la ley que establezca Jos recursos ordina­
rios que rigen el acto reclamado, exija para otorgar la suspen­
sión del acto reclamado mayores requisitos que los que marca la 
Ley de Amparo. 

5.- Cuando se trate de terceros extranos al procedi-­
miento administrativo y les afecte el acto de autoridad. 

6.- Cuando en el acto reclamado haya violaciones di-­
rectas e inmediatas a las garantías individuales del gobernado . 

.f) •. -.· El Ani.paro contra leyes: 
·1. ;.'·cuiú1do :e1 acto reclamado es una ley cuya promulg!!_ 

ción s~ impugne·en~amparo ya sea autoaplicativa o heteroaplica­
tiva. 
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6.- Estricto derecho en la sentencia de amparo.- Sig­
nifica que en las sentencias de amparo al examinarse la consti­
tucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado, solo se 
deben analizar y estimar los conceptos de violación alusidos en 
dicha demanda en los términos que se han formulado, ya sea en -
el capítulo correspondiente de la misma o en cualquier parte de 
ella, sin embargo, al respecto debe decirse que son de acuerdo_ 
a lo establecido en la Ley de Amparo por disposición expresa -­
del articulo 107, fracción !!, segundo párrafo, de la Constitu­
ción; debe suplirse la deficiencia de la queja que se verá a -­
continuación y que si se analiza debidamente este principio - -
constitucional más que base, considero que constituye una exce~ 
ción a una base que se denomina suplencia de la queja, que an-­
teriormente, antes de la reforma del ZO de Mayo de 1986, apare­
cía como excepción. 

Ahora bien, la regla general a que se ha hecho refe-­
rencia, se encuentra limitada por las excepciones que marca el_ 
propio artículo 107 Constitucional en su fracción 11, párrafos_ 
segundo a quinto que la doctrina ha calificado como: "CASOS DE_ 
SUPLENCIA DE LA QUEJA", la cual ha sido conceptuada como la fa­
cultad que tiene el órgano jurisdiccional federal conocedor del 
juicio de garantías, para subsanar en la sentencia de amparo, a 
las omisiones parciales o totales de la demanda de amparo que -
se le presenta, siempre en favor y nunca en perjuicio del quej~ 
so, pero con las limitaciones y bajo los requisitos se~alados -
por las disposiciones constitucionales conducentes y en la Ley_ 
de Amparo. 

De lo anterior, cabe destacar que el texto expreso de 
la Constitución alude que, más que una facultad, una obliga- -­
ción, dado que se remite a la Ley Reglamentaria de los artícu-­
los 103 y 107 Constitucionales, y que en el numeral 76 bis est~ 
blece todos y cada uno de los casos en que debe suplirse la de­
ficiencia de la queja. 
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SegGn el articulo mencionado, procede la suplencia de 

la queja en los siguientes casos: 
l.- En cualquier materia, cuando el acto reclamado se 

funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprude~ 

cia de la Suprema Corte de Justicia; 
11.- En materia penal, la suplencia operará aun ante_ 

la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo; 
111.- en materia agraria, conforme a lo·dispuesto por 

el articulo 227 de esta ley; 
IV.- En materia labpral, la suplencia sólo se aplica­

rá en· favor del trabajador~ 
V.- .En favor de los menores de edad o incapaces, y 
-y1,,~En otras materias, cuando se advierta que ha ha­

bido en·-·corif·r~;.:.,del ... quejoso o del particular recurrente una vio­
lación, manifiesto de la ley que lo haya dejado sin defensa. 

··1-. ,_,Procedencia del amparo contra Sentencias Defini t_! 

vas, Laud~i o.Resoluciones que pongan fin al juicio o procedi-­

micnto;>ásta ·base constitucional es la que da origen a la exi! 

te.ncia.del juicio de amparo directo que se tramita segGn la co!!!. 

petencia que al efecto señala la fracción V del articulo 107 -­
Corist:itucionál, así como la Ley Orgánica del Poder Judicial Fe­
deral; que será ante los Tribunales Colegiados de Circuito, re! 
pecto· d_e .los actos reclamados que se. hacen consistir en senten­

cias de fini ti vas i laudos -O -resoluci.ones_qU'!;_pongan -~in al jui-­
cio o procedimiento¡ entendiéndose por sentencia definftTV:a :.--~ 
aquélla que resuelve .él: fondo del negocio planteado y contra la 

c.ual no proéede ult~rior:fe~Ürso; ~~quisitos ést6s indispensa-­
bles. en íorm;' con:junt~ p~ra<i~'proc~dencia del jui.cio.de amparo 

dire.cto;ya ~~e:laf¿lt~;'.1é·:~1guiio.de eHos.tr~er!í consigo la 
incompet~ncia d~.: tale~ ó'rgáríism~·~ · jÜrisdicciónáÍes de control -
consti tucioriiíl ;• .• :\ 

-., : . _-. 

·. s;:! siíbst'.incÚcióÜ: del juido: de,.)mparo.7 El juicio -

de amparo tiene un Prº~"~lill\i'ent<? especial segGn se trate su es-

-- ·-··-= 
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pecie, ya que por una parte el juicio de amparo directo tiene -
su propia tramitación que es distinta a la del juicio de amparo 
bi-instancial. 

9.- Recurso de revisión en el jucio de amparo.- Tra-­
tándose del recurso de revisión la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación conocerá del mismo contra sentencias que pronuncien -

~n la audiencia constitucional los Jueces de Distrito, en los -

casos siguientes: a).- Cuando se impugne una ley, tratados in-­
ternacionales, reglamentos del Ejecutivo federal o local o cua~ 
do en la sentencia se establezca la interpretación directa de -
un precepto de la Constitución y subsista en el recurso el pro­
blema de inconstitucionalidad, por estimarla inconstitucional;_ 
b).- Cuando se trate de los casos comprendidos en las fraccio-­
nes 11 y III del artículo 103 Constitucional; e).- Cuando la S~ 
prema Corte de Justicia de la Nación estime que un amparo en -­
revisión, por sus caractcristicas especiales, debe ser resuelto 
por ella, conocerá del mismo. 

Los Tribunales Colegiados de Circuito conocerán en r~ 
visión de todos aquéllos casos en que la competencia no es ex-­
elusiva de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como_ 
en los amparos promovidos contra actos de las autoridades admi­
nistrativas constituidas conforme a la fracción VI base primera 
del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos. 

Las sentencias dictadas en revisión no admiten recur-
so alguno. 

Igualmente serán revisables las sentencias que en.ma­
teria de amparo directo dicten los Tribunales Colegiados de Ci! 
cuito, si ante ellos se reclama la inconstitucionalidad de una_ 
ley o cuando en la propia sentencia que dicte el Tribunal Cole­
giado establezca la interpretación directa de un precepto de la 
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Constitución, tocando :conocer, dir,d icho recurso a la Suprema Car 
te de Justicia de la Nación~:~ 

Se exceptúa' 111:,pro'ce,denciá del recurso de revisión, -
tratándose de los casos ,'iinferior~s, cuando el fallo se funde en 
la Jurisprudencia que haya establecido la Suprema Corte de Jus­
ticia de la Nación. 

10.- Suspensión del acto reclamado.- El acto reclama­
do podrá ser objeto de suspen~ión en los casos y mediante las -
condiciones y garantías que determine la ley, para lo cual deb~ 
rá tomarse en consideración la naturaleza de la violación aleg~ 
ga, la dificultad de reparación de daftos y perjuicios que pueda 
sufrir el agraviado con su ejecución, así como los que ln sus-­
pensión origine a los terceros perjudicados si los hay, y que -
no contravenga disposiciones de orden público y no siga perjui­
cio al interés social. Tratándose de amparos indirectos se se-­
guirán las reglas que marcan los artículos 124,125,130 y 136 de 
la Ley de Amparo, en tanto que cuando se trate de amparo direc­
to, la suspensión se pedirá ante la autoridad responsable. 

ll.- Contradicción de tesis del órgano jurisdiccional 
de control constitucional.- Cuando los Tribunales Colegiados -

de Circuito sustenten tesis contradictorias en los juicios de -
amparo de su competencia, los Ministros de la Suprema Corte de_ 
Justicia de la Nación, el Procurador General de la República, -
los mencionados Tribunales o las partes que intervinieron en -
los juicios en que dichas tesis fueron sustentadas podrán denu.!! 
ciar la contradicción ante la Sala que corresponda, a fin de -­
que ésta decida cual tesis debe prevalecer e igualmente cuando_ 
las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación susten-­
ten tesis contradictorias las mismas partes que mencionamos an­
teriormente, con excepci.ón de los Tribunales, podrán denunciar_ 
tales contradicciones ante la propia Corte, quien funcionando 
en Pleno dirl que tesis deberá prevalecer, la cual constituye -
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Jurisprudencia, dejando insubsistente la otra. 

Debiéndose aclarar que la resolución que recaiga a la 
denuncia de contradicción de tesis, no alterará en forma alguna 
las situaciones jurídicas concretas que ya se fallaron. 

12.- Sobreseimiento por caducidad.- Cuando el acto re 
clamado sea civil o administrativo podrá decretarse el sobresei 
miento del amparo por caducidad debido a la inactividad proce-­
sal del quejoso, igualmente procederá en Materia Laboral cuando 
se trate del patrón quien promueva el amparo, ésto será siempre 
y cuando no se haya celebrado la audiencia constitucional, - -­
puesto que de ser as.i ya no procederá la caducidad de la insta~ 
cia, como no procede en materia Agraria, Penal o Laboral, en -­

esta última cuando el quejoso sea el trabajador. 

13.- Intervención del Ministerio Público en el jui-­
cio de amparo.- La fracción XV del artículo 107 Constitucional_ 
establece la intervención del Procurador General de la Repúbli­
ca o del Agente del Ministerio Público que al efecto designare, 
pero dice esta fracción que podrán abstenerse de intervenir en_ 
dichos juicios, cuando a su criterio, el caso de que se trate -

carezca de interés público. 

14.- Por último la base constitucional que establece_ 
responsabilidad para las autoridades responsables por incumpli­
miento de ejecutorias de amparo o de concesión de suspensión de 
actos reclamados, se encuentra prevista por las fracciones XVI_ 
a XVIII del artículo 107 Constitucional y se amplia a todas - -
aquéllas autoridades que aun cuando no sean parte en al juicio_ 
deban tener participación en el cumplimiento de una ejecutoria 
de amparo o de la concesión de la suspensión de los actos recl~ 
mados. 

Cabe hacer la aclaración que los tratadista~ general-



mente consideran como base constitucionnles las siguientes: 
1.- lnst:tncia de parte agraviada; 
z.- Existencia del agravio; 
3.- Prosecución judicial del amparo; 
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4.- Relatividad de los efectos de la sentencia de am-

paro; 
5.- Definitividad del acto reclamado; 
6.- Estricto derecho de la sentencia de amparo, y 
7.- División de competencia. 

No obstante y a pesar de lo anterior, debe tomarse en 
consideración todos y cada uno de los principios que señala el_ 
numeral constitucional en anftlisis en función de que aun y 
cuando la doctrina no estime que son esenciales dentro del jui­
cio de amparo, ésto es inexacto dado que esas bases que los pr~ 
pios tratadistas las toman como una cuestión secundaria, clara­
mente se puede advertir q11e no es asi, pues en principio se en­
cuentran debidamente contenidos en la Ley Reglamentaria de los_ 
artículos 103 y 107 Constitucionales, que no es otra que la Ley 
de Amparo, y en segundo lugar la práctica jurídica del juicio -
de amparo, muestra que con singular frecuencia su fundamenta- -

ción descansa en todas y cada una de las fracciones del articu­
lo 107 de la Ley Fundamental, por lo cual es dable decir que si 
de bases constitucionales se habla, son las que se han apuntado 
al tratar este apartado . 

También, dentro de las generalidades del juicio de A~ 
paro, es importante destacar las dos especies que existen a sa­
ber: 

a) Amparo Directo; y 
b) Amparo Indirecto. 

a) Amparo Directo.- El artículo 158 de la Ley de Amp~ 
ro establece que: "El juicio de amparo directo es competencia -
del Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, en los tér-
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minos establecidos por las fracciones V y VI del artículo 107 -
Constitucional, y procede contra sentencias definitivas o lau-­
dos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por los -
tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto_ 
de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que -
puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación se_ 
cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afec­
te a las defensas del quejoso trascendiendo al resultado -
del fallo, y por violaciones de garantías cometidas en las pro­
pias sentencias, laudos o resoluciones indicados . 

Para los efectos de este artículo, sólo será procede~ 
te el juicio de amparo directo contra sentencias definitivas o_ 
laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por -­
Tribunales Civiles, Administrativos o del Trabajo, cuando sean_ 
contrarios a la letra de la ley aplicable al caso, a su intcr-­
pretación jurídica o a los principios generales de Derecho a -­
falta de ley aplicable, cuando comprendan acciones, excepciones 
o cosas que no hayan sido objeto del juicio, o cuando no las -­
comprendan todas, por omisión o negación expresa. 

Cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no 
sean de imposible reparación, sobre constitucionalidad de le- -
yes, tratados internacionales o reglamentos, sólo podrán hacer­
se valer en el amparo directo que proceda en contra de la sen-­
tencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio". 

b) Amparo Indirecto.- Por otro lado el artículo 114 • 
de la Ley de la Materia menciona que: "El amparo se pedirá ante 
el Juez de Distrito: 

I.- Contra leyes federales o locales, tratados inter­
nacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la Repú· 
blica de acuerdo a la fracción I del artículo 89 constitucio- -
nal, reglamento de leyes locales expedidos por los gobernadores 
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de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de ob­
servancia general, que por su sola entrada en vigor o con moti­
vo del primer acto de uplicación, causen perjuicios al quejoso; 

ll.- Contra actos que no provengan de tribunales judi_ 

ciales, administrativos o del trabajo. 
En estos casos, cuando el acto reclamado emane de un_ 

procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá_ 
promoverse contra la resolución definitiva por violnciones com! 
tidas en la misn1a resolución o dura11te el procedimiento, si por 
virtud de estas últimas hubie,re quedado sin defensa el quejoso_ 
o privado de los derechos que la ley d~ la materia conceda, -­
a no ser que el amparo sea promovido por persona extra~a a la -
controversia; 

111.- Contra actos de Tribunales Judiciales, Adminis­
trativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de_ 
concluido. 

Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo_ 
podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada_ 
en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma 
demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimic~ 
to, que hubieren dejado sin defensa al quejoso. 

Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el jui-­
cio contra la resolución definitiva en que se aprueben o <lesa-­
prueben; 

IV.- Contra actos en el juicio que tengan sobre las -
personas o las cosas una ejecuci6n que sea de imposible reparn­
ci6n; 

V.- Contra actos ejecutados dentro o fuera de JU1c10, 
que afecten a personas extranas a él, cuando la ley no estable! 
ca a favor del afectado ~algún recurso ordinario o medio de de-­
fensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, - -
siempre que no se trate del juicio de tercería; 

VI.- Contra las leyes o actos de la autoridad federal 
o de los Estados, en los casos de las fracciones 11 y 111 del_ 
artículo lo. de esta ley " 
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No debe pasar inadvertido la cuestión relativa al de­
recho agrario, puesto que se ha discutido, si en realidad pert! 
nece a lo que debe considerarse como amparo indirecto en razón 
de que la Ley de Amparo consagra en su libro segundo, todo lo -
referente al amparo en materia agraria, la cual tiene una serie 
de diferencias en relación al amparo indirecto en general, en -
virtud de que lao reglas que se siguen en el amparo en materia_ 
agraria, en algunos aspectos, difiere notablemente del amparo -
indirecto en general, tales como el término para rendir el in-­
forme con justificación, las notificaciones que se hagan a la -

parte quejosa si son núcleos de población, las pruebas, la jus­
tificación de la personalidad y la caducidad de la instancia, 
sin embargo, el trámite que se sigue para sustanciación de un -
amparo en materia agraria, resulta prácticamente el mismo que -

el del amparo indirecto en general, con las diferencias que la_ 
propia ley de amparo establece y que ya se anotaron algunas de_ 
ellas en lineas precedentes. 

b).- PARTES. 

La cuestión esencial en nuesto estudio, es el análi-­
sis de qui~nes son las partes que intervienen en el juicio de -
amparo, para que de esa manera, se tenga un panorama más amplio 
sobre el tema a tratar, por ello en un principio analizaremos -
diversas definiciones sobre quienes son partes en el propio jul 
cio. 

Al respecto, Octavio A. Hernández afirma que: ''Partes 
en el amparo son las personas a quienes la ley faculta para -­
que en nombre propio o debidamente representados, soliciten el_ 
amparo, para que confiesen y en su caso justifiquen los actos -
de autoridad reclamados, o para que comparezcan a pedir que ta­
les actos se declaren constitucionales o inconstitucionales 1

'. 

( 4 7). 

(47). HERNANDEZ, Octavio A.- Ob. Cit. Pág 148. 
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En el concepto anterior se nos da a entender que toda 
persona facultada por la ley, puede solicitar el amparo contra­
actos de una autoridad que se presupone le han violado sus ga-­
T3ntí11s individuales, sin embargo, no estamos de acuerdo en el di 
cho del referido autor en el sentido de que los actos se decla­
ren constitucionales o inconstitucionales puesto que, la inten­
ción al promover el juicio de amparo es precisamente la declar! 
ción de inconstitucional idad de la ley o acto de autoridad que_ 
se impugna por considerar que se han violado tales garantias, -

empero no debe pasarse por aHo que, si tal definición está en_ 
una acepción latu sensu podrá decirse que un tercero perjudica­
do o bien la autoridad responsahle sí puede solicitar que los -
actos sean declarados constitucionales, y por otro lado el Mi-­
nisterio Público Federal puede solicitar que la resolución que_ 
se dicte puede ser en cualquiera de las formas, ya sea declara! 
do la inconstitucionalidad o la constitucionalidad de dichas l~ 

yes o actos de autoridad. 

De lo anterior podemos concluir, que la definición -­
que nos da el maestro Hern6ndcz, es 110 tanto vaga e imprecisa,_ 
porque en un momento dado confunde quienes son las partes que -
pueden intervenir en el juicio de amparo y el carácter que tie­
nen, pues no debe olvidarse que no todas las partes tienen los_ 
mismos intereses. 

El Dr. Ignacio Burgoa manifiesta que: "Parte es toda_ 
persona a quienes la ley faculta para deducir una acción, opo-­
ner una defensa en general .º interponer cualquier recurso, o a_ 
cuyo favor o en contra quien.va a operarse la actuación concre­
ta de la ley"· (4~. 

Por otro lado .L.uis B.a~dresch, afirma que: "Parte son_ 
las personas que materialmente ·intervienen en el mismo por ra--

(48),- BURGOA, Ignacio.- Ob. Cit: Pág. 328, 
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z6n de sus intereses en el asunto controvertido". (49). 

En tanto que, Rafael de Pina, asevera que: "Parte es, 
quien se incorpora a un proceso para ejercer el derecho de in­
tervención en los casos autorizados por la ley". (SO). 

Analizando los conceptos antes transcritos se puede -
advertir que éstos, fundamentalmente no se refieren alas partes 
en el juicio de amparo, sino el concepto de parte en general de 
donde resulta que de los mismos se puede derivar el concepto de 
parte en el juicio de amparo, ya que únicamente, lo que hará 
falta en ese concepto será ese interés en que la le)' o actos de 
autoridad, impugnados al través del juicio de amparo sean decl~ 
radas constitucionales o inconstitucionales, según desde el pu~ 
to de vista de la autoridad contra quien se interponga en el -­
procedimiento constitucional 1 tomando en consideración desde -­

luego que siempre se promoverá en contra de una autoridad, ya_ 
sea local, federal o estatal, que con posterioridad analizare­
mos más a fondo. 

Por consiguiente, parte en el Juicio de Amparo es to-~ 

da aquélla que interviene en el procedimiento constitucional, -
pio razón de su interés en el asunto en controversia o en casos 
autorizados por la ley. 

Una vez que se ha precisado el concepto de parte en_ 
el juicio de amparo, al efecto la legislación de amparo en su_ 
artículo So. establece: "Son partes en el juicio de amparo: 

I. - El agraviado o agraviados; 
I I. - La autoridad o autoridades responsables; 

III.- El tercero o terceros perjudicados, pudiendo in- -
tervenir con ese carácter: 

(49).- BAZDRESCH, Luis.- "El Juicio de Amparo''; Editorial Tri-­
llas,- Cuarta edición .- México, 1983.- Pag. Sl. 
(50),- PINA, Rafael De.- "Elementos de Derecho Civil Mexicano" 
Tomo III.- Editorial Porrúa,- Segunda ed1c16n, Mex1co, 1983.­
Piig. 308. 
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a).- La contraparte del agraviado cuando el acto re-­
clamado emana de un juicio o controversia que no sea del orden_ 
penal, o cualquiera de las partes en el mismo juicio cuando el_ 
amparo sea promovido por persona extrana al procedimiento; 

b).- El ofendido o las personas que, conforme a la -­
ley, tengan derecho a la reparación del da~o o a exigir la res­
ponsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, en 
actos judiciales del orden penal, siempre que éstos afecten di­
cha reparación o responsabilidad; 

c).- La persona o personas que hayan gestionado en -
su favor el acto contra el que se pide amparo, cuando se trate 
de providencias dictadas por autoridades distintas de la ju<li-­
cial o del trabajo, o que, sin haberlo gestionado tengan inte-­
rés directo en la subsistencia del acto reclamado. 

IV.- El Ministerio Público Federal, quien podrl inter 
venir en todos Jos jucios e interponer los recursos que senala 
esta ley, independientemente de las obligaciones que la misma -
le precisa para procurar la pronta y expedita administración de 
justicia". 

Ahora'bi~n, Rcto.segUido·nos avocaremos a examinar m! 
nuciosamente el. concepto. de :.todas y cada una de las partes en. " 
el j uiclo. de· ampar.o 

¡,:: El Quejoso: , .. · ::\;: e· - _.· 
El: mae,stro Luis Bazdreséh\ , afirm~: ,¡El a~raviad~, o - -

quejoso; actor;en e.i juicio, es\laper~oií~ q~e're~:i.ente perjui­
cio en stls inter~ses personales o patrimÓ~iale~; por la existen 

- cia 'o por· ré'ejlfé:ucTón délacfo- co'ntra~e-1-cuaT-j,icl~- a~par~. Es-; 
-perjuicl~ pu

0

~de referirse a la .persona. físi~a del mismo actor, 
a. sus_ Í'n.ter~·s'es ·familiares 'ó a--sus ·inte'~eses patrimoniales, in­
cluso. los derechos intangibles';,. (SÍ). 

(51).- BAZDRESCH, Luis.- Ob~ cit. Pág. 52. 



91. 

No estamos de acuerdo con la definición del autor me~ 
cionado, puesto que se refiere a actor, denominación ésta que • 
esencialmente se utiliza en los procedimientos federales y loe~ 
les, más no es admisible que en el amparo se le pueda llamar a~ 
tor, pues también podemos afirmar que no hay demandado, y aún -
más el propio artículo 107 Constitucional en lo que se denomina 
Bases Constitucionales o Principios Juridicos Fundamentales del 
Juicio de Amparo, habla de que el amparo se promoverá a instan­
cia de parte agraviada y asimismo la ley de amparo como ya que­
dó tanscrita la denominada agraviado o agraviados, por consi- -
guiente es incuestionable que no existe un actor como parte en 
el amparo. 

A su vez, el maestro Octavio A. Hernández nos dice -­
que quejoso: "Es la persona agraviada por actos de autoridad en 
cualquiera de las hipótesis senaladas en el articulo 103 de la 
Constitución, la cual demanda ante el Tribunal competencial al_ 
amparo y la protección de la justicia de la Unión, contra tales 
actos". ( 52) 

Por tanto, desde nuestro punto de vista, el quejoso -
es aquélla persona física o moral, que por su propio interés i~ 
terpone un juicio de amparo contra cualquier ley o acto de aut~ 
ridad que considera a violado sus garantias individuales. 

Diferentes tipos de quejosos: 
a).·El menor de edad como quejoso.- A cuyas consider~ 

ciones nos remitimos cuando hablamos en este mismo capitulo de 
que un menor de edad sin la intervención de su legítimo repre-­
sentante podrá solicitar la protección de la justicia federal. 

Afirma el maestro Luis Bazdresch: "··· al igual que -
las personas morales de derecho privado, los organismos descen­
tralizados pueden pedir amparo, no sólamente por los actos de -

(52),· HERNANDEZ, Octavio A.-~· Pág. 149. 
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autoridad que afcct~n directamente e inmediatamente sus intere­
ses patrimoniales, sino que, también tienen acción de garantias 
contra actos que entorpezcan o impidan el ejercicio de sus der~ 
ches civiles o mercantiles, como el desconocimiento de su pers~ 
nalidad o de sus representantes". (53) 

Por su parte Octavio A. Hernlndez, dice que: "Lns pe! 
senas morales privadas, igual que las personas físicas, pueden_ 
pedir amparo pero, como es natural, tendrln que hacerlo por me­

dio de sus legítimos representantes, artículo So. de la Ley de_ 

Amparo". (54) 

Son personas morales de derecho privado las socieda-­

des civiles o incrcantlles· e .igualmente las consideradas en la -

fracción XVI. del·artícu1:0 123 de. la Consitución Federal, asimi~ 
mo, las soci~dad~s coopirativas y mutualistas. 

El articulo 123 fracción XVI, de la Ley Suprema dice: 

"Tanto los. obreros como. los empresa~ios. tendrln ·derecho para -­
coaligarse en defensa de sus respectivos.intereses, formando sin­
dicatos~ asociaciones··Profe_sio!'a.lcs ,_,_~~c." .. • 

Las personas mo~ales oficiales: 
Para determinar quien~s son este.'tipo de per~onás es 

importante destacar lo que ¿stdb1ec~ .. ~1a"~1:'ículo OÍs_.en sus 

fracciones 1 yII del C:~digo Civil par~ cí:i•Di_s~_rlto F-~_cierd1 que 
a la letra dicen· - · · :.,,_.-. ~-, ., 

.. :• •. : ;¡~;¡¡::~;~1,f ~iÍ:~·r~t~~~¡;i~~,,, .... 
-- · · ,, <h~~: >~.·'.,~~-:·; .:_~\:~,:/;: '.~S·.,.:·<~;~::y -·~,~~{». :, ;~::~-, ~'.¿:.~::-. · ~r.:.· .. ·. ,., ... '. 

. ..ºe -~~···•º''.t~dot .. r:é~~l,~a •qüe/~e~úqdé l~s'pers?nas mo­
rales oficiales,· se cncuerit ra:,~!1 "'Naci.6~.Ti~s'.l~E·st~'.d~s Y; ~~s MlÍn!_ 

; ~! ~ : ~ ~~~~::d~: "6~~!~'.~o~~;_ii~Y~1~;~~A!:;ri :L .;f 
'-:.v.;.· 
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cipios, así como las Secretarías de Estado, los Departamentos -
Administrativos, la Procuraduría General de la República, que -
son entes de derecho público y no tienen el carácter de gobern~ 

das, en virtud de que no podría ser posible que las propias pe~ 
sanas morales a que se ha hecho alusión pudiesen hacer valer t~ 
les derechos en contra del propio Estado. 

Empero, la Ley de Amparo en su artículo 9o., estable­
ce que: 11 Las personas morales oficiales podrán ocurrir en sud! 
manda de amparo por conducto de los funcionarios o representan­
tes que designen las leyes, cuando el acto o la ley que se re-­
clamen afecte los intereses patrimoniales de aquéllas. 

Las personas morales oficiales estarán exentas de --­
prestar las garantías que en esta ley se exige a las partes". 

A lo que debe decirse que de una interpretación co--­
rrecta a dicho numeral, destacan como personas morales oficia-­
les los organismos descentralizados que desde luego podrán acu­
dir al amparo por violación a las garantías individuales consa­
gradas en la Constitución Política. 

De acuerdo a lo anterior, el Estado maneja sus bienes 
que son propios, porque en ellos van a ejercer derechos reales_ 
ya sea también como administrador, en su calidad de representa~ 
te jurídico de la colectividad que gobierna. Hay intereses pa-­
trimoniales cuando por actos de autoridad puedan ser reclamados 
en amparo, o sea que se funde en una relación real entre Estado 
y los bienes patrimoniales. 

Par consiguiente se presenta el caso de que una pers~ 
na moral de derecho público promueve amparos. pero será siempre 
y cuando haya tenido el carácter de particular, es decir, dere­
chos privados conforme a ln Teoría de las Relaciones, lo que -­
significa que no se encuentre en un plano de entidad soberana. -
sino de igualdad en relación con el particular, lo que conoce--
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mos como la Teoría de la Doble Personalidad del Estado, lo que 
constituye que una persona moral oficial puede promover juicio_ 
de amparo, con la misma limitación de que se afecten sus inter~ 
ses patrimoniales, ya que de no ser así, el amparo que se pro-­

mueva será improcedente . 

Teniendo, además la obligación de interponerlo por -­
conducto de sus legítimos representantes que en el caso, regu-­
larmente cuando promueve la Federación, es el Procurador Gene-­
ral de la República el encar~ado de promoverla. 

Es importante hacer notar el caso de las sociedades 
extranjeras, puesto que al respecto se ha discutido mucho si g~ 
zan de las garantías individuales que contempla la Constitución 
Federal. 

En relación a lo anterior si las sociedades extranj e­
ras cumplen con lo establ~cido en la Ley General de Sociedades_ 
Mercantiles, que en sus artículos 250 y 251 establece: 

Articulo 250.- "Las sociedades extranjeras legalmente 
constituidas tienen personalidad jurídica en la República". 

Articulo 251.- "Las sociedades extranjeras sólo po­
drán ejercer el comercio desde su inscripción en el Registro. 

La inscripción sólo se efectuari mediante autoriza- -
ción de la Secretaria de Economía Nacional, que será otorgada 
cuando se cumplan los siguientes requisitos: 

_______ l. - Comprobar que se han consti tuídos de acuerdo con_ 
las leyes del Estado del que sean nacionales, para lo cual se -
exhibirá copia auténtica del contrato social y demás documentos 
relativos a su constitución y un certificado de estar constitui 
das y autorizadas conforme a las leyes, expedido por el repre-­
sentante diplomltico o consular que en dicho Estado tenga la R~ 
pública. 

11.- Que el contrato social y demás documentos consti­
tutivos no sean contrarios a los preceptos del orden público e~ 
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tablecidos por las leyes mexicanas; 
111.- Que se establezcan en la República o tengan en_ 

ella alguna agencia o sucursal. 
Las sociedades extranjeras estarán obligadas a publi­

car anualmente un balance general de la negociación, revisado -
por un contador público titulado". 

Los Extranjeros como quejosos: 

El articulo to. de Nuestra Constitución Política, in­
dica categóricamente que: "En los Estados Unidos Mexicanos todo 
individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, 
las cuales no podrán restringirse, ni suspenderse, sino en los_ 
casos y con las condiciones que ella misma establece". 

Al interpretar este numeral debe decirse, que tanto -
los extranjeros como los mexicanos pueden, ocurrir al juicio de 
amparo cuando las autoridades violen los derechos públicos ind! 
viduales que la misma Constitución les otorga. 

Sin embargo y a pesar de lo anterior, el artículo 33_ 
de la Constitución, en la segunda parte del primer párrafo nos_ 
dice que: ''. •. pero el Ejecutivo de la Unión tendrá la facultad 
exclusiva de hacer abandonar el territorio nacional, inmdiata­
mente y sin necesidad de juicio previo, a todo extranjero cuya_ 
permanencia juzgue inconveniente". 

Los Núcleos de Población Ejidal o Comunal, 
Ejidatarios o Comuneros, como quejosos: 

El articulo ZlZ de la Ley de Amparo a la letra dice: 
"Con la finalidad de tutelar a los núcleos de población ejidal_ 
o comunal y a los ejidatarios y comuneros en sus derechos agra­
rios, así como, en su pretención de derechos, a quienes perte-­
nezcan a la clase campesina, se observarán las disposiciones -­
del presente Libro Segundo en los siguientes juicios d~ amparo: 
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1.- Aquéllos en que se reclamen actos que tengan o pu~ 
dan tener como consecuencia privar de la propiedad o de la pose­

sión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ej! 
dos, o a los núcleos de población que de hecho y por derecho - -

guarden el estado comu11al, o a los cjidatnrios o comuneros, lo -
mismo si las entidades o individuos mencionarlos figuran como qu.!:_ 

josas que como terceros perjudicados. 
11.- Cuando los actos reclamados afecten o puedan afes 

tar otros dcrcc11os ngrarios de las entidades o individuos a que_ 
se rP.fir.re ln fracción anteri~r, sea que figuren como quejosos o 
como terceros perjudicados. 

111.- Aquéllos en que la consecuencia sea no reconoce~ 
les o afectarles en cualquier forma derechos que hayan demandado 

ante las autoridades, quienes los hayan hecho valer como aspira!! 
tes a ej idatarios· o c~muncros 11 • 

2.•:Autori,dádes Responsables: 

:Al resp~cto-;e1 -maest~o Octavio A. Hcrnández dice que:_ 
"Las áutoridades,,:rcsponsa,bles_- son las que dictan u ordenan, eje­
cu1:an;'o tratri~'-de ejecutar la ley o el _acto reclamado". (SS) 

-;·~~;,,su-~rirtc, e:l maéstro_ Rafael de Pina dice: "La autE_ 

ridad' respons,able' 'es para los efectos del amparo. y es aquélla -

que di~tau o~dena; ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto 
ie6la~ado". (56) 

.Como se puede observar, Octavio A. 'He;nández:-y::R~fael 
de;~Pin~ ;- dan. sus definiciones idénficasésobr;; iá5 _'a~to.:_fdád;,"5<-:-
responsables. _ , :_ :'. _, }-, < _• '- ;'. 

,,_:.: ' _,_!--;'.~_~;·e> <'>,_~,.:t · ·~·c;;:. 

El concepto que' n~~-;r,i\;1,;Dr •. ;:1gnaCió1 Burgóa sobre la_ 
autoridad responsable' es,'.el ::siguient;:-''uft.utci;iciad -~,;'-aquél 6rga-.. ~ '." <>~>.: -~~~';': ? .. ,} 
(SS) .-HERNANDEZ, Octavio<Á.~'bb.rci,t'. Pllg. 'ú3; 

(56) .-PINA, R~fael De:~ Ób. ~i~. Pag~ tt2. 
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no estatal, de FACTO O DE JURE (de hecho o de derecho), envesti 
do.con facultades o poderes de decisión o de ejecución, cuyo 
ejercicio, crea, modifica o extingue situaciones generales o 
concretas, de hecho o jurídicas con trascendencia particular y_ 
determinada de una manera imperativa". (57) 

A este respecto cabe hacer notar que un Estado de he­
cho, difícilmente lo encontraremos en nuestro país, puesto que_ 
ha transcurrido más de medio siglo sin que exista un Estado de_ 
hecho, motivo por el cual en esa parte no estamos de acuerdo -­
con el Dr. Burgoa. 

La Ley de Amparo en su articulo 11 establece que: "Es 
autoridad responsable la que dicta, promulga, publica, ordena,_ 
ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado". 

Acto continuo se verá en forma desglosada el articulo 
103 de la Ley Suprema: 

Fracción 1.- "Por leyes o actos de la autoridad que -
violen las garantías individuales;'' 

Esto es, cuando cualquier autoridad, mediante una de­
cisión o una ejecución, realizados conjunta o separadamente, 
produce la creación, extinción o alteración en una situación en 
general que tenga separación particular. 

Fracción lI. - "Por leyes o actos de la autoridad fed.!!_ 
ral que vulnere o restrinja la soberanía de los Estados, y" 

Es aquélla autoridad federal que produce, en perjui-­
cio particular, causando un agravio directo y personal mediante 
la invasión de la esfera de la competencia legal o constitucio-. 
nal de los Estados. 

Fracción 111.- "Por leyes o actos de las autoridades_ 
de éstos que invadan la esfera de la autoridad federal". 

Serán aquéllas autoridades locales que lesionan la 6.!. 
bita.competencia! constitucional de los órganos estatales fede-

(57).- BURGOA, Ignacio.- Ob. Cit. Pag.338. 



98, 

rales que producen perjuicio personal causando~un agravio dire~ 

to y personal. 

Conjuntamente, un debido y correcto ejercicio de la -
acción de amparo senalaria como autoridades responsables tanto_ 
a la que ordena o decide el acto reclamado como a la que ejerci 
ta o trata de ejecutarlo. 

En tanto que, Ja Suprema Corte de Justicia de la Na-­
ción, al referirse a las Autoridades Responsables en las Tesis 
Jurisprudenciales números 75 y 76, visibles a fojas 122 y 123 -
de la octava parte, común al Pleno y las Salas del apéndice al_ 
Semanario Judicial de la Federación, compilación de 1917 a - --
1985, localizados bajo Jos rubros AUTORIDADES PARA EFECTO DEL -
JUICIO DE AMPARO y AUTORIDADES RESPONSABLES DEL ACTO OBJETO DE_ 
AMPARO, establece: 

AUTORIDADES PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO: 
El término "autoridades" para los efectos del amparo, 

comprende a todas aquéllas personas que disponen de la fuerza -
pública en virtud de circunstancias, ya legales, ya de hecho, y 
que, por lo mismo, estén en posibilidad material de obrar como_ 
individuos que ejerzan actos públicos, por el hecho de ser pú-­
blica la fuerza de que disponen. 

Quinta Epoca: 
Tomo IV, Pag. 1067. Torres Marcolfo F. 
Tomo XXIX, Pag. 1180. Rodriguez Calixto A. 
Tomo XXXIII, Pag. 2942. Díaz Barriga Miguel. 
Tomo LXV, Pag. 2931. Sandi Mauricio. 
Tomo LXX, Pag. 2262. Moral Portilla Jorge del. 

AUTORIDADES RESPONSABLES DEL ACTO OBJETO DE AMPARO: 
Lo son, no sólamente la autoridad superior que ordena 

el acto, sino también las subalternas que lo ejecuten o traten 
de ejecutarlo, y contra cualquiera de ellas procede el amparo. 



Quinta Epoca: 
Tomo I, Pág. 65. Sesma Vda. de Ruiz Elena. 
Tomo I, Pág. 628 Guzmán Carlos. 
Tomo III, Pág. 428. Castillo Julián. 
Tomo III, Pág. 1342. Sota Emiliano. 
Tomo IV, Pág. 555. Ochoa Salvador M. 

3.- El Tercero Perjudicado: 

99. 

El tratadista Humberto Briseno Sierra, dice que: "El­
tercero perjudicado nunca llega a asumir la calidad de parte.­
Su instancia no es ni complementaria, porque puede faltar sin­
ninguna consecuencia dentro del desarrollo procedimental ni n~ 
cesidad de acuse de rebeldía, ni posición porque no pretende -
que se conceda a él dicho amparo. El tercero busca, como el -­
quejoso y la responsable, una declaración de aplicabilidad y,­
si bien su sentido es contrario al quejoso". (58) 

Por su parte, Vicente Aguinaco Alemán, sostiene que:­
"Los terceros perjudicados constituyen partes secundarias o -­
accesorias en la relación jurídico-procesal del juicio de amp~ 
ro que intervienen para invocar no un interés y pretensión si~ 
gulares y propias, sino para pedir que prevalezca un interés y 
una pretensión coincidentes con los de la autoridad responsa-­
ble, o sea, que susbsiste el acto combatido y que se destine la 
reclamación del quejoso, negándole el amparo o sobreseyendo en 
el juicio ... " (59) 

Con ésto nos da a entender que el tercero prejudicado 
y la autoridad responsable, como partes en el juicio de garan­
tías son similares, puesto que tienen intereses semejantes que 
son propiamente la constitucionalidad del acto que se reclama­
en el amparo. 

(58).- BRISENO SIERRA, Humberto.- El Amparo Mexicano.- Edito-­
rial Cárdenas Editor y Distribuidor.- Segunda Ed1c1on.- México, 
1984.- Pág. 228 
(59).- AGUINACO ALEMAN, Vicente.- Curso de Actualización de Am­
paro.- Editorial UNAM.- Priemra Edic16n.-Mex1co, 1976. Pag.227. 
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Al respecto el maestro Luis Bazdresch, nos dice que:_ 
''Las personas que en cada caso concreto t~nen un inter6s juridi 
ca opuesto al agraviado que promueve un juicio de amparo, puede 
intervenir en ese juicio, y la ley los designa con la calidad de 
terceros perjudicados''. (60) 

Por otra parte, en cuanto a la Ley de Amparo se refi~ 
re, en su articulo 5o. prevé: ''Son partes en el juicio de ampa­

ro: 
1.- El agraviado o agraviados; 
II.- La autoridad o autoridades responsables; 
III.- El tercero o terceros perjudicados, pudiendo i~ 

tervenir con ese carácter: 
a).· La contraparte del agraviado cuando el acto re-­

clamado emana de un juicio o controversia que no sea del orden_ 
penal, o cualquiera de las partes en el mismo juicio cuando el_ 
amparo sea promovido por persona extrana al procedimiento; 

b),- El ofendido o las personas que, conforme a la -­
ley, tengan derecho a la reparación del dano o a exigir la res­
ponsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, en_ 
su caso, en los juicios de amparo promovidos contra actos judi­
ciales del orden penal, siempre que éstas afecten dicha repara­
ción o responsabilidad; 

c) La persona o personas que hayan gestionado en su -
favor el acto contra el que se pide amparo, cuando se trate de_ 
providencias dictadas por autoridades distintas de la judicial_ 
o del trabajo; o que, sin haberlo gestionado, tengan interés dl 
recto en la subsistencia del acto reclamado. 

IV.- El Ministerio Público Federal, quien podrá inte! 
venir en todos los juicios e interponer los recursos que senala 
esta ley, independientemente de las obligaciones que la misma -
le precisa para procurar la pronta y expedita administración de 
justiciaº. 

(60) .- BAZDRESCH, Luis.- Ob, Cit. Pag. 62. 
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El inciso a) de la fracción III del citado artículo -

se refiere a materia civil y laboral ya sea en fuero federal o_ 
en fuero común, y que se entiende por tercero perjudicado en e! 
tas ramas del Derecho, lo cual desglosándose aparece lo siguie~ 

te: 
a).- La contraparte directa del quejoso, lo que sig-­

nifica que, es cuando el quejoso es el actor, el tercero perju­
dicado puede ser el demandado o el tercerista; 

b) Al actor y al demandado, cuando el quejoso sea el 

tercerista; 
c).- Al actor, al demandado y al tercerista, cuando -

el quejoso sen persona extraña al juicio. 

En el inciso b) del numeral en cita, el ofendido o -­
las personas que conforme a la ley, tengan derecho a la repara­

ción del daño o a exigir las responsabilidades civiles preve- -
nientes de la comisión de delito, en su caso, en los juicios de 
amparo promovidos contra actos judiciales del orden penal, sie~ 

pre que éstos afecten dicha reparación o responsabilidad civil. 

En caso especifico sobre el tercero perjudicado en m~ 
teria penal como lo marca, en el inciso b), cuando dichos actos 
afecten a la reparación del daño o a la responsabilidad civil, 
serán: 

a).- El ofendido, o 
b).- Las personas que conforme a la ley tengan dere-­

cho a la reparación del daño, o a exigir la responsabilidad ci­
vi 1 proveniente ·de la comisión de un delito. 

En atención a esta disposición legal, en materia pe-­
nal, sólo tendrán carácter de terceros perjudicados, las perso­
nas a las que ella se refiere, cuando el amparo sea solicitado_ 
contra actos provenientes del incidente de reparación del daño_ 
o del juicio en el que exige la responsabilidad civil. 
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Para suplir la deficiencia legal, la jurisprudencia -
ha sostenido el criterio de que el ofendido y las personas que_ 
conforme a la ley tengan derecho de obtener la reparación del -
dafto o a exigir la responsabilidad civil pueden figurar como -­
terceros perjudicados en los amparos en los que el acto reclam~ 
do consista en el auto de formal prisión o a la sentencia defi­
nitiva que ponga fin al procedimiento penal. Pero no debe olvi­
darse que será única y exclusivamente en este caso, pues de no_ 
ser así, no existiría tercero perjudicado en el amparo en mate­

ria penal. 

La fracción 11! en su inciso c) del multicitado prc-­
cepto nos dice que, la persona o personas que hayan gestionado_ 
en su favor el acto contra el que se pide amparo, cuando se tra 
te de providencias dictadas por autoridades distintas de la ju­
dicial o del trabajo o que sin haberlo gestionado tengan inte-­
rés en la subsistencia del acto reclamado, razón por la cual, -

trata de la materia administrativa, en donde el tercero perjudi 
cado es aquélla o aquéllas personas que hayan gestionado en su_ 
favor el acto contra el que se pide amparo, o tenga interés en_ 
la subsistencia del acto reclamado, que es el concepto gen~rico 
de lo que se entiende por tercero perjudicado. 

4.- El Ministerio Público 
La Ley de Amparo, como ya se apuntó, en su artículo -

So., fracción IV, hace referencia a que el Ministerio Público -
es parte en el juicio de amparo, y que podrá intervenir en éste 
e interponer los recursos que crea pertinente, acatando las - -
obligaciones que la misma ley le impone. 

El jurista Luis Bazdresch, al respecto manifiesta: -­
·~i fracción.IV del artículo So. admite como parte en el juicio 
de amparo al Ministerio Público, a quien incumbe en término ge­
neral la vigilancia del complimiento de las leyes, y así debe -
intervenir en el procedimiento de amparo, en el que se trata de 
dilucidar si la autoridad responsable ha aplicado la ley que --
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norma sus actos pero en razón de que la fundación del Ministe-­
rio Público es de interés general, y la intervención que le co­
rresponde en el juicio de amparo es un beneficio social y no en 

defensa del interés del quejoso o del tercero perjudicado, ni -
aun para sostener el criterio o la actuación de la autoridad -­
responsable, la citada fracción IV, ordena que intervengan cua~ 
do a su JU1c10 el asunto de que se trate es de interés públi- -

co". (61) 

Criterio en el cual si estamos de acuerdo, pues el M! 
nisterio Público precisamente es el defensor de los derechos de 
la Sociedad. 

Para que el Ministerio Público Federal tenga mayor -­
significación en su representación la fracción XV del articulo_ 
107 Constitucional establece que: "El Procurador General de la_ 
República o el agente del Ministerio Público Federal que al - -
efecto designare, será parte en todos los juicios de amparo; -­
pero podrán abstenerse de intervenir en dichos juicios cuando -
el caso de que se trata carezca, a su jucio, de interés públi-­
co" 

Se puede decir que, la finalidad del Ministerio Públ! 
co en general es el defender los intereses sociales o del Esta­
do en el juicio de amparo, es decir, es una parte equilibradora 
de las pretensiones de las demás partes y podrá intervenir en -
todos los juicios e interponer todos los recursos que se~ala la 
Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales,_ 
y con posterioridad en el capitulo siguiente expondremos nues-­
tro punto de vista en relación al temas que nos ocupa. 

(61).- BAZDRESCH, Luis.- Ob. Cit. Pag. 66. 



C A P I T U L O IV 

INTERVENCION DEL MINISTERIO PUBLICO 
FEDERAL EN EL JUICIO DE AMPARO 

a) PARTE EN EL JUICIO DE AMPARO 

104. 

Ya qued6 precisado en el capítulo anterior que el Mi­
nisterio Pdblico Federal, conforme a lo que establece el artíc~ 
lo 5° fracci6n IV de ln Ley de Amparo, se encuentra considerado 
como parte en el Juicio de Amparo. 

También y como sostén constitucional en· el artículo -
107 fracci6n XV de la Ley Fundamental, se encuentran la Instit~ 
ci6n del Ministerio Pdblico considerada como parte en todos los 
Juicios de Amparo, como se puede advertir de la redacci6n del -
numeral en cita que a continuaci6n se trascribe: ·~1 Procurador 
General de la Repdblica o el agente del Ministerio Píiblico Fed! 
ral que al efecto designare, será parte en todos los juicios de 
amparo; pero podrán abstenerse de intervenir en dichos juicios_ 
cuando el caso de que se trata carczcn, a su juicio, de interés 

píiblico". 

Del precepto legal citado se desprende que aun y cua~ 

do el Ministerio PÍÍblico Federal, que no es otro que el Procur! 
dar General de la Repdblica de acuerdo a lo establecido en el -
artículo 102 de la Carta Suprema, es considerado como parte en_ 
todos los juicios de amparo, ésto es, tanto en los. directos co­
mo en los iridirectos y los de materia agraria, también el dispo 
sitivo en cuesÚ6n p·reve que podrá abstenerse de intervenir __ -: 

cuando el caso de que se trate carezca, a su juicio, de interés 
píiblico, . y a ··cs:te respecto .debe decirse, que anteriormente has­
ta el decreta· de 30· :de diciembre de 1983, publicado en el Dia- -
rio Oficial· ~l i~ d ·enero de 1984, para entrar en vigor a los-
60 días:sig~iénÚ•s, lo'que la fracci6n constitucional en análi-
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sis previene sucedía con singular frecuencia en los juicios de 
amparo ya que el Ministerio P6blico Federal tenía un sello des­
tinado exprofeso para ello, pues bastaba que en el p_edimento - -
que formulaba tal autoridad administrativa, insertara el sello_ 
de que se habla y se abstenía de intervenir en el juicio de am­
paro que a su parecer careciera de interés p6blico, pero como -
ya se apunt6 en líneas precedentes se expidi6 la reforma menci~ 
nada y por ende di6 lugar a la desaparici6n de l~ leyenda en el 
pedimento de que se trata, sin perjuicio de que en la propia -­
Constituci6n, como ya se dijo, sigue plasmada esa facultad po-­
testativa del Ministerio Pdblico Federal, con lo cual no se es­
tá de acuerdo precisamente por la trascendencia que tiene el -­
juicio de amparo y que no es correcto que el Ministerio Pdblico 
Federal tenga esa potestad en virtud de que no se puede dejar -
al libre albedrío de una autoridad y en este caso considerada -
parte en el juicio constitucional, de intervenir o no en u~ ju! 
cio de amparo, pues ésto debe ser una verdadera y real obliga-­
ci6n, ya que como se apunt6 en el segundo capítulo de este tra­
bajo, es un representante de los Derechos de la Sociedad y si -
la administraci6n de justicia que por disposici6n expresa de la 
Constituci6n debe ser expedita, y corresponde al Ministerio Pd­
blico ejercer esa funci6n pero no en forma potestativa, sino -­
obligatoria. 

Y para reafirmar lo anterior se contiene en la Ley de 
Amparo, precisamente en el artículo 5° a que se ha hecho alu--­
si6n, la obligaci6n de que se habla. 

b) SUS FACULTADES 

En cuanto a las facultades del Ministerio Pdblico en_ 
el juicio de amparo, se deben considerar de diversas formas, t~ 

do ello, desde luego, dentro del propio juicio de amparo, no i~ 

portando que éste sea directo, indirecto o en materia agraria, 
sin embargo para una mejor comprensi6n se expondrá por separado 
las facultades que tiene el Ministerio Pdbl ico Federal'. 

Ya se ha apuntado que en el juicio de amparo en gene--
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ral, al Ministerio PÓblico Federal se le considera como parte, 
de lo cual derivan sus facultade• y obligaciones. 

Dentro J.cl juicio de ampnro en general, cabe hacer n~ 
tar que una de las facultades qu0 tiene el Ministerio Póblico -
Federal, que no es otro que el Procurndor General de la Repóbl.!_ 
ca, que Jelcga funciones a sus auxiliares en cuanto al juicio -
constitucional se refiere, ~s precisamente la relativa a la re­
presentaci6n que tiene del Presidente de Ju República y que sin 
ser parte propiamente en el procedimiento constitucional, por-­
que dicha facultad no deriva exactamente del carácter que tiene 
en el juicio de amparo, sino que deviene de una representaci6n_ 
que la Ley de Amparo establece en su artículo 19, que a la le-­
tra dice: "Las autoridades responsables no pueden ser represe!!_ 
tadas en el juicio de amparo, pero sí podrán, por mddio <le sim­
ple oficio, acreditar delegados que concurran u las audiencias_ 
para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan_ 
promociones. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el -
Presidente de la República podr6 ser representado en todos los_ 
trámites establecidos por esta Ley, en los t6rminos que determ.!_ 
ne el propio Ejecutivo Federal por el conducto del Procurador -
General de la Repóblicn, por los Secretarios de Estado y Jefes_ 
de Departamento Administrativo a quienes en cada caso corrres-­
ponda el asunto, según la distribuci6n de competencias estable­
cidas en la Ley Orgánica de la Administraci6n Pública Federal. 

En estos casos y en los juicios de amparo promovidos_ 
contra los titulares,de las propias dependencias del Ejecutivo_ 
de la Uni6n, 6stos podrán ser suplidos por los funcionarios a -
quienes otorguen esa atribuci6n los Reglamentos Interiores que_ 
se expidan conforme, la cita da Ley Orgánica. 

En los;' amparos relativos a los' asuntos que correspon·­
dan a la Procuradudn,Generalde la Rep~blica, su titular pod'r~ 
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también representar al Presidente de los Estados Unidos Mexica­
nos, y ser suplido por los funcionarios a quienes otorgue esta_ 
atribuci6n el Reglamento de la Ley Orgánica de dicha Procuradu­
ría11. 

Asimismo, cuando el juicio de amparo corresponda a la 
Procuraduría General de la República, también se regirá bajo 
las bases de la representaci6n al Presidente de la República y 
la suplencia del Procurador que podrá delegar sus facultad~s en 
primer lugar en el Sub-procurador General de la República y en_ 
segundo lugar en el Supervisor General de Servicios Técnicos y_ 
Criminalísticos. 

Es de explorado derecho que en el juicio de amparo no 
son recusables ninguna de las autoridades que conocen de él, -­
conforme al artículo 66 de la Ley Reglamentaria de los artícu-­
los 103 y 107 constitucionales, sin embargo deberán manifestar_ 
si existe algún impedimento en los casos siguientes: 

I. Si son c6nyuges o parientes consaguíneos o afines de alguna_ 
de las partes o de sus abogados o representantes, en línea_ 
recta, sin limitaci6n de grado; dentro del cuarto grado, en 
la colateral por consanguinidad, o dentro del segundo, en -
la colateral por afinidad; 

II. Si tienen interés personal en el asunto que haya motivado -
el acto reclamado; 

III. Si han sido abogados o apoderados de alguna de las partes,_ 
en el mismo asunto o en el juicio de amparo; 

IV. Si hubiesen tenido con anterioridad el carácter de autorid~ 
des responsables en el juicio de amparo, si hubiese acons! 
jada como asesoresla resoluci6n reclamada, o si hubiesen 
emitido, en otra instancia,_la resoluci6n impugnada; 
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V, Si tuvieran pendiente algún juicio de ampal'o, semejante al -

de que se trata, en que figuren como partes; 

VI. Si tuviesen amistad estrecha o enemistad manifiesta con al­
guna de las partes o sus abogados o representantes. 

Ahora bien, el trámite de los impedimentos que no son 

motivo de nuestro estudio, ~e encuentran contenidos en los arti 
culos 67 a 72 del cuerpo de leyes en cita y el Ministerio PÚbl! 
co Federal como parte en el juicio de amparo tiene derecho o fa 

cultnd para promover un imped~miento cuando considere que la a~ 
toridad que conoce del amparo, se encuentre en alguna de las h! 
p6tesis previstas en el numeral 66 de la ley invocada, raz6n por 
la cual cuando se deshecha un impedimiento que haya sido propue~ 

to por el Ministerio Pdblico Federal no se impondrá multa, ni -

sanci6n penal alguna nl mismo y que es de resnltar que tiene es 
tn facultad tanto en amparos directos como indirectos. 

Igualmente tanto en amparo directo como en indirecto­

el Ministerio Público Federal tiene la facultad de interponer -
los __ rccu~sos que estime convenientes, sin embargo, m<Ís que fa-­
cultad, ·debería considerarse 6sta como una ohligaci6n para dicha 

instituci6n, dado que con singular frecuencia se encuentra que­
dicha parte se repite en el juicio de amparo, salvo materia pe­

~al~·-no interpone los recursos, que en su caso deberían corres­
ponder,, en. funci6n de que deja al arbitrio de las demás partes­

en el juicio constitucional el que en un momento determinado Í_!! 

--teri>On&an-o no-tnles=--reéUr~os,-:sLlo _estimo o no pertinentes, en 
consecuencia, n nuestro JU1c10_6sta.deber1a ser una verdadera y 

real obligaci6n para elc,Miriiste~io Público Federal, ya que como 
parte que es. del ,jllicio d.e ·a'mpa;.o se adentrad un poco más nl -
estudio de los juici.o,·-'de tal suerte que en cada procedimiento­

en· el c~a1 .. _~-~i_t_iC~ll_:;-~'.u'-_P.~~f~~~,to,- -~uviera conocimiento efectivo 
del mismo y qu.i;' d~~~ra~i.adammite no sucede así, más que nada -

por el desconodmi~i;l:~·'.ci~e los :representantes de esn institu--­
ci6n tiene de l'ci <iu'ci: se/debe atender por el juicio de ampnro, -
como se dij~'con antelaC:.i6n; antigJamente al emitir su pedimen-
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to se abstenía de intervenir en el juicio y que con las rcfor·­
mas al artículo 5° de la Ley de Amparo se sucedia frecuentemen· 
te lo que en la actualidad ya no sucede, pero se ha caído en la 
práctica viciosa de que sí antes emitian pedimentos con el se·· 
lle de que se ha hablado, ahora regularmente ya no se cncuen-·· 
tran ni siquiera un pedimento del Ministerio Público en muchos_ 
casos. 

Una de las facultades esenciales que tiene el Procur~ 
dar General de la República en tratándose de amparo directo e -
indirecto es la de denunciar la contradicci6n de tesis que exi~ 
ta entre los diversos Tribunales Colegiados de Circuito ante la 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Naci6n que correspo! 
da; de igual manera cuando se sustenten tesis contradictorias -

entre las diversas salas de la Suprema Corte de la Justicia de_ 
la Naci6n, el Procurador General de la República tendrá la fa-­

cultad de denunciar dicha contradicci6n ante la propia Corte. 

Cabe hacer notar, que en los casos de contradicci6n -
de tesis ya sean entre Tribunales Colegiados de Circuito o en-­
tre las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Naci6n, - -
cuando 6stas resuelvan el caso de aqu6llos, así como cuando re­
suelva el pleno en el caso de estas Últimas, dicha resoluci6n -
constituye jurisprudencia con una sola ejecutoria en términos -
de los establecidos por la fracci6n XIII del artículo 107 de la 
Constituci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Otra de las facultades que tiene el Ministerio PÚbli· 
ca Federal dentro del juicio de amparo, sucede cuando se decla· 
re ejecutoriada la sentencia que haya concedido el amparo y pr~ 

tecci6n de la Justicia Federal al quejoso, derive de la viola·· 
ci6n de garantías un delito, tal hecho se consignará al Minist~ 
ria· Público Federal para que ejercite, en su caso, la acci6n,p~ 
nal correspondiente, pudiendo suceder al presentarse tanto en • 
el juicio de amparo indirecto como en el directo. 
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De igual forma en lo relativo al recurso de revisión, -
tiene el derecho el Ministerio Público Federal de que se le co-­
rra traslado can una copia del escrito de expresión de agravios_ 
formulados por el recurrente, en su carácter de parte en el jui­
cio de amparo, debiéndose hacer la aclaración de que el Ministe­
rio Público Federal es uno y será el que está adscrito al Tribu­
nal de Alzada el que recibirá la copia de que se trata. 

También, en lo relativo al recurso de queja, el Minist!:. 
ria Público Federal, tanto en' amparo directo como en el indirec­
to, en los casos del Artículo 98.de la Ley de Amparo, tiene el -
derecho de que se le dé.vista con el recurso de que mérito para_ 
que manifieste lo que a su interés convenga. 

Ahora bien,· las facultades del Ministerio Público Fede­
ral~ en materia~d~·amparo'di~ecto se encuentran las siguientes: 

a) Conforme al Articulo 29 de la Ley de Amparo se esta­
blece que: "Las notificaciones en los juicios de amparo del con~ 
cimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de los -
Tribunales Colegiados de Circuito, y las que resulten de los pr~ 
cedimientos seguidos ante la misma Corte o dichos tribunales, -­
con motivo de la interposición de cualquier recurso, o la trami­
tación de cualquier asunto relacionado con el juicio de amparo, 
se harán en la siguiente forma: 

-1~- k las-autoridades responsables y a las autoridades 
que tengan el. carácter de ter·ceros perjudicados, por medio de -­
oficio, po·r corr"~a·; ~_n: p~eza certificada con acuse de recibo, -­

cuando se trate de notificar el auto que admita, desheche o ten­
ga.por no interpuesto .cualquier recurso; el que declare la comp!:. 
tencia a·,incompetencia de la Suprema Corte de Justicia o de un -
Tribunal Colegiado de Circuito; los autos de sobreseimiento; y -
la resoluci6ndefinitiva pronunciada por la Suprema Corte de Ju_!! 
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ticia o por un Tribunal Colegiado de Circuito; en amparo de con~ 
cimiento de ellos. En todo caso, al oficio por el que se haga la 
notificación se acompafiará el testimonio de la resolución. El -­
acuse de recibo postal deberá agregarse a los autos. 

Los Jueces de Distrito al recibir el testimonio del au­
to que desheche o tenga por no interpuesto cualquier recurso o -
de la sentencia de segunda instancia pronunciada por In Suprema_ 
Corte de Justicia o por un Tribunal Colegiado de Circuito, en -­
juicios de amparo promovidos ante dichos Jueces, notificarán re­
soluciones a las autoridades responsables por medio de oficio r~ 
mitido por correo, en pieza certificada con acuse de recibo, - -
acompaftándoles copia certificada de la resolución que tenga que 
cumplirse. El acuse de recibo será agregado a los autos; 

!l.- Al Procurador General de la República se le notifi 
cará por medio de oficio el primer auto recaído en los expedien­
tes de la competencia de la Suprema Corte de Justicia. 

Al Agente del Ministerio Público Federal adscrito a los 
Tribunales Colegiados de Circuito se le notificará por medio de_ 
oficio al primer auto recaído en los expedientes de la competen­
cia de dichos Tribunales. 

Las demás notificaciones al Ministerio Público Federal, 
se le harán por medio de lista; 

111.- Fuera de los casos a que se refieren las fraccio­
nes anteriores, las notificaciones, en materia de amparo en la -

Suprema Corte de Justicia o en los Tribunales Colegiados de Cir­
cuito, se hará con arreglo a las fracciones II y III del artícu­
lo precedente". 
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b) De acuerdo al Articulo 169 de la Ley de Amparo se le 
correrá traslado al Ministerio POblico Federal corr copia de la -
demanda interpuesta por el quejoso, pues tal intervención se la_ 

otorga la ley. 

c) De igual forma, cabe hacer mención que en el Articu­
lo 180 de la Ley de Amparo se establece que en materia penal, -­
que el Ministerio POblico que haya intervenido en el proceso pe­
nal puede presentar ante la autoridad que conozca del amparo di­
recto, es decir, el Tribunal Colegiado de Circuito, sus alegaci~ 
nes por escrito, sin perjuicio de la facultad que tiene para em.!_ 
tir pedimento como parte en el juicio de amparo. 

d) También tiene el derecho el Procurador General de la 
RepOblica de pedir a la Suprema Corte de Justicia de la Nación,_ 
ejercite la facultad de atracción para que ésta, en los casos de 
amparos directos, por considerar que son de interés trascendente 
para la Nación, conozca de los mismos, siguiéndose el trámite e~ 
tablecido en el numeral 182 de la Ley de la Materia, que por su_ 
importancia, se transcribe a continuación: 11 Ln Suprema Corte de_ 
Justicia" podrá ejercitar la facultad de atracción contenida en 
el párrafo final de la fracción V del Artículo 107 Constitucio·· 
nal, para conocer de un amparo directo que originalmente corres· 
pondería resolver a los Tribunales Colegiados de Circuito, de ·· 
conformidad al siguiente procedimiento: 

I.- Cuando la Suprema Corte ejerza de oficio la facul-· 
tad de atracción, se le comunicará por escrito al correspondien· 
te Tribunal Colegiado de Circuito, el cual en el término de qui~ 
ce dias hábiles remitirá los autos originales a la Suprema Cor·· 
te, notificando personalmente a las partes dicha remisión; 

II.- Cuando el Procurador General de la RepOblica solí· 
cite a la Suprema Corte de Justicia que ejercite la facultad de 
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atracci6n, presentará la petición correspondiente ante la propia 
Suprema Corte y comunicará dicha petición al Tribunal Colegiado_ 
de Circuito del conocimiento; recibida la petición, la Suprema -
Corte mandará pedir al Tribunal Colegiado de Circuito, si lo es­
tima pertinente, que le remita los autos originales, dentro del_ 
término de quince días hábiles; recibido los autos originales, -
en su caso, la Suprema Corte de Justicia, dentro de los treinta 
días siguientes, resolverá si ejercita la facultad de atracción, 
en cuyo caso lo informará al correspondiente Tribunal Colegiado_ 
de Circuito y procederá a dictar la resolución correspondiente;_ 
en caso negativo, notificará su resoluci6n al Procurador General 
de la República y remitirá los autos, en su caso, al Tribunal C~ 
legiado de Circuito para que dicte la resolución correspondiente; 

Ill.- Si un Tribunal Colegiado de Circuito decidiera s~ 
licitar a la Suprema Corte de Justicia que ejercite la facultad_ 
de atracci6n, expresará las razones en que funde su petición y -
remitirá los autos originales a la Suprema Corte; la Suprema CoL 
te, dentro de los treinta dias siguientes al recibo de los autos 
originales, resolverá si ejercita la facultad de atracción, pro­
cediendo en consecuencia en los términos de la fracción anterior. 

Una vez decidido que la Suprema Corte de Justicia se -­
avoca al conocimiento del amparo directo respectivo, se mandará_ 
turnar el expediente, dentro del término de diez días, al Minis­
terio relator que corresponda a efecto de que formule por escri­
to, dentro de los treinta días siguientes, el proyecto de resol~ 
ci6n relatada en forma de sentencia; se pasará copia de dicho -­
proyecto a los demás Ministros, quedando los autos a su disposi­
ci6n, para su estudio, en la Secretaria. 

Cuando por la importancia del negocio o lo voluminoso -
del expediente, el Ministro relator estime que no sea bastante -
el plazo de t-reinta días para formular proyecto, pedi.rá la am---
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pliación de dicho término por el tiempo que sea necesario. 

Formulado el proyecto de sentencia se señalará día y ho 
ra para su discusión y resolución, en sesión pública, pudiendo -

aplazarse la resolución por una sola vez''· 

Por lo que se refiere a las facultades que tiene el Mi­
nisterio Público Federal en amparo indirecto se pueden enunciar_ 

las siguientes: 

a) En el caso de que el ~uejoso promueva el juicio de -
amparo conforme al Articulo 17 de la ley en cita que dice: "Cua.!!. 
do se trate de actos que importen peligro de privación de la vi­
da, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judi-­
cial, deportación o destierro, o alguno de los actos prohibidos_ 
por el Articulo 22 de la Constitución Federal, y el agraviado se 
encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo_ 
cualquier otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad. -

En este caso, el Juez dictará todas las medidas necesarias para_ 
lograr la comparecencia del agraviado, y, habido que sea, orden! 
ra se le requiera para que dentro del término de tres días rati­
fique la demanda de amparo; si el interesado la ratifica se tra­
mitará el juicio; si no la ratifica se tendrá por no presentada_ 
la demanda, quedando sin efecto las providencias que se hubiese_ 
dictado". 

De tal manera que si en un momento determinado no se l~ 
gra por parte del juzgado la comparecencia del agraviado a pesar 
de todas las medidas que al efecto se hayan tomado, la autoridad 
que conozca del amparo resolverá hasta la suspensión definitiva_ 
suspendiendo el juicio de lo principal y consignará estos hechos 
al Ministerio Público Federal para que éste, si lo estima conve­
niente, adopte las medidas que estime pertinentes. 



115. 

b) También cuando se trate de cuestiones de conflicto -
de competencia entre Jueces de Distrito, el trámite para la con­
tienda de competencia según le corresponda resolver a una Sala -
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o un Tribunal Cole­
giado de Circuito, se hará ante la presencia del Ministerio Pú-­
blico Federal para efectos de su representación. 

c) También, en los casos del recurso de revisión para -
el trámite del mismo deberá notificarse al Ministerio Público F~ 
deral dicha revisión una vez que sea admitida, debiéndose hacer_ 
notar que ésto opera tanto en el amparo de que se trata como en 
el directo. 

d) En cuanto al Incidente de Suspensión se refiere, el_ 
Ministerio Público Federal como parte que es, tiene la facultad_ 
de formular los alegatos que a su representación convengan. 

e) Asimismo, tratándose de la Suspensión del Acto Recl~ 
mado y en los casos de falsedad del informe previo y especifica­
mente en Materia Penal, el Juez de Distrito, dará vista al Mini~ 
terio Público Federal para los efectos de la responsabilidad en 
que incurrieran las autoridades responsables en términos del Ar­
tículo 204 en relación con el 136 párrafos VII y VIII, ambos de 
la Ley de Amparo, que acto continuo se insertan a la letra: "Las 
partes podrán objetar en cualquier tiempo el contenido del info~ 
me previo. En lo.s casos previstos en el Articulo 204 de esta - -
ley, se considera hecho superveniente la demostración de la fal­
sedad del contenido del informe y el Juez podrá modificar o rev~ 
car la interlocutoria en que hubiese concedido o negado la sus-­
pensión. 

En estos casos, deberá el propio Juez dar vista al Mi-­
nisterio Público Federal para los efectos del precepto legal ci­
tado". 
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f) Existe la facultad que tiene el Ministerio Público -
Federal para en los casos de aclaración de demanda de amparo, -­

,sin haberse dado cumplimiento a la prevención formulada por el -
Juez de Distrito y el acto reclamado afecta los derechos person!_ 
les del quejoso, se mandará correr traslado a dicha Institución_ 
por el término de 24 horas para que exponga lo que considere CO!!_ 

veniente y hecho lo mismo, el juzgador admitirá o deshechará la_ 
demanda. 

g) Cuando el quejoso promueva una prueba testimonial o_ 
pericial deberá correrse traslado con la copia del interrogato-­
rio a los testigos o cuestionarios para los peritos, al Ministe­
rio Público Federal para que pueda formular por escrito o hacer_ 
verbalmente repreguntas. 

c) SUS OBLIGACIONES 

Una obligación general que tiene el Ministerio Público_ 
Federal tanto en el juicio de amparo directo como indirecto, es_ 
la vigilancia que debe hacer en los procedimientos Constitucion!. 
les para que ningún expediente sea archivado hasta que no se ha­
ya concluido en su totalidad, tal y como lo previene el Artículo 
113 de la Ley de la Materia que literalmente expresa: "No podrá_ 
archivarse ningún juicio de amparo sin que quede enteramente cu~ 
plida la sentencia en que se haya concedido al agraviado la pro· 
tección constitucional o apareciera que ya no hay materia para • 
la ejecución. El Ministerio Público cuidará del cumplimiento de 
esta disposición". 

En el juicio de amparo indirecto tiene diversas obliga­
ciones como son las consignadas en los Artículos 157 y 232 que a 
la letra dicen: "Los Jueces de Distrito cuidarán de que los jui· 
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cios de amparo no queden paralizados, especialmente cuando se_ 
alegue por los quejosos la aplicación por las autoridades de -
leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de -
la Suprema Corte de Justicia, proveyendo lo que corresponde -­
hasta dictar sentencia, salvo los casos en que esta ley dispo~ 
ga expresamente lo contrario. 

El Ministerio Público cuidará del exacto cumplimiento 
de esta disposición, principalmente en los casos de aplicación 
de leyes declaradas jurisprudencialmente inconstitucionales, y 
cuando el acto réclamado importe peligro de privación de la v! 
da, de la libertad, o entrañe deportación, destierro o alguno_ 
de los prohibidos por el Artículo 22 de la Constitución Fedc­
ral11. 

Artículo 232: "El Ministerio Público cuidará que las_ 
sentencias dictadas en favor de los núcleos de población cji-­
dal. o comunal sean debidamente cumplidas por partes de las au­
toridades encargadas de tal cumplimiento". 

d) PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

Una vez que se han precisado las facultades y las - -­
obligaciones que el Ministerio Público Federal tiene como parte 
en el juicio de amparo, ahora se procederá a los siguientes - -
cuestionamientos: ¿El Ministerio Público Federal en la práctica 
cumple efectivamente con sus fun7iones?; ¿en verdad como repre­
sentante de la sociedad que es interpone los recursos que proc~ 
dan en el juicio de amparo?; ¿cuida el exacto cumplimiento de -
las ejecutorias de amparo en las cuales se le haya concedido el 
amparo y protección de la Justicia Federal al quejoso?, ¿cuando 
un expediente de amparo se envía al archivo, se encuentra tata! 
mente concluido, cuidando de esta situación el Ministerio Públ! 
co Federal?; ¿cuando un expediente de amparo en trámite, se en­
cuentra paralizado por una determinada circunstancia, el Minis­
terio Público· Federal interviene para que tal juicio no quede -
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paralizado in<lefinidomcntc o permanece impasible?. 

Respecto de las anteriores interrogantes, debe decir· 
se que en principio el Ministerio Público Federal no cumple con 
ninguna de las obligaciones que tiene asignadas dentro del jui· 
cio de amparo, salvo que, en trattim.losc de amparos en materia p~ 

nal de alguna manera realiza sus funciones, porque es la rama • 
donde supuestamente tiene más conocimiento y por ello es donde_ 
interviene e interpone recursos con mayor frecuencia, 

Asimismo, como ya so apunt6, generalmente existe un • 
total desconocimiento por parte del Agente del Ministerio PÚbl! 
co Federal de lo que es el juicio de amparo en funci6n de que · 
en los cursos que se imparten en la Procuraduría General de la_ 
República para ocupar una plaza como /\gente del Ministerio p(¡ .. 
blico Federal, esencialmente, lo que reciben como capacitaci6n_ 
en tal curso es el estudio de análisis del Proceso Penal Fede·· 
ral y todas las cuestiones inherentes al mismo, desde la denun· 
cia o querella, hasta la sentencia que se dicte, de tal suerte_ 
que el exámen que se les formula para ocupar la plaza por la ·• 
cual concursan, necesariamente se ocupa de tales cuestiones, -­
sin que se haga referencia en lo absoluto al Juicio de Amparo,_ 
por lo cual en el momento en que aprueban el ex6men correspon·· 
diente son adscritos a una Mesa o a una Agencia determinada o -
bien les puede corresponder su adscripci6n, ya sea a un Tribu·· 
nal Colegiado o a un .Juzgado de Distrito, sin que para ello te_!! 
gan la experiencia y el conocimiento necesario, salvo algunas -
excepciones que se presentan, ya sea porque el Agente del Mini~ 
terio Público Federal haya manejado la rama de amparo o bien •• 
haya trabajado dentro del Poder Judicial Federal y por ello co· 
nazca la rama de amparo. 

De acuerdo a los razonamientos antes vertidos, es in~ 
dudable la dificultad que entraña a un Agente del Ministerio PQ 
blico Federal ésa intervenci6n como parte en el juicio de ampa· 
ro y por ende el no cumplimiento de las obligaciones que la mi~ 
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ma Ley le precisa independientemente de las facultades que muy­
discrecionalmente ejercita. 

En respuesta a los cuestionamientos que se han formu­
lado al principio de este apartado, debe decirse que en la pra~ 
tica el Ministerio Público Federal, no cumple con sus funciones, 
salvo en materia penal como ya se dijo, porque aun y cuando ti~ 
nen una oficina en la cual se encuentran concentrados, tanto P! 
ra Tribunales Colegiados, como para Juzgado de Distrito, tienen 
que ir a cada Juzgado o a cada Tribunal, ya el Ministerio Públ! 
co Federal en persona o por conducto de sus subalternos, a sol! 
citar los expedientes de amparo para que formulen sus pedimen-­
tos y en muchas ocasiones sucede que el expediente no se cncue~ 
traen la Mesa correspondiente por diversas circunstancias, ~~­
to en el juicio de amparo indirecto, en tanto que en el directo 
sucede una cuesti6n similar, dado que, tampoco se encuentra el 
expediente para que el Ministerio Público Federal formule su p~ 
dimento e inclusive se aduce que tal expediente está para noti­
ficarse a las autoridades responsables, sin que el Ministerio -
Público Federal haga absolutamente nada para formular ese pedi­
mento. 

De igual manera, sucede cuando de interponer recursos 
se trata, en raz6n de que como ya se anot6 con antelaci6n, solo 
en materia penal le interesa dicha interposici6n puesto que en 
las demás materias cuando se abstenga o no de intervenir, no -­
formula ningún pedimento. 

Por otro lado, cabe hacer menci6n de que por los mot! 
vos que se han expresado en líneas precedentes no intervienen -
en todos y cada uno de los juicios de amparo, a pesar de que en 
los autos de admisi6n de las demandas de amparo se le dá la in­
tervenci6n correspondiente, pero que desgraciadamente y por di­
ferentes situaciones no lo hace. 

En cuanto a la obligaci6n consistente en el ~uidado -
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que debe de tener el Ministerio P!Íblico Federal para el exacto_ 
cumplimiento de las ejecutorias de amparo cabe decir que In Ley 
de Amparo le determina una real y verdadera obligaci6n, no ha-­
ciendo alusión en forma alguna al aspecto de qÜe sí interviene 
o n6 en e] juicio de amparo, sino precisamente a ese cuidado -­
que dcha tener para el exacto cumplimiento de la sentencia de -

amparo. 

Tambi6n, cabe huccr mención cuando un expediente en_ 
trámite, que generalmente es un amparo indirecto, ni por cnter~ 
do se d6 cuando dicho juicio ~e encuentra paralizado y en cons! 
cucncia no tiene ninguno interven.e i6n para que en un momento d.!!, 
do avance los tr6mitcs y se resuelva conforme a la ley de ampa­
ro correspondiente. 

No obstante lo anterior, tambi6n debe mencionarse ln 

poca importancia que Ja autoridad que conoce del amparo le oto! 
ga a Jos pedimentos que formula el Agente del Ministerio P!Íbli­
co Federal puesto qu6, siendo como lo es, que dicha parte en el 
juicio no conoce regularmente las bases esenciales <lel juicio -

de amparo, formula pedimentos totalmente fuera de Jo que es pr! 
cisamente la litis constitucional y 6sto le resta seriedad al -
carácter que tiene dentro del juicio constitucional, ya bi-ins­
tancial, ya instancia!. 

En las rclacionadns condiciones, en el siguiente - -
apartado se propondrnn algunas soluciones para que el Ministe-­
rio Público Federal no sea una simple figura decorativa dentro_ 
del juicio de amparo, sino que ejecute real, verdadera y pr6ct! 
comente, su función como parte en todos y cada uno de los jui-­
cios de amparo. 

e) SOLUCION AL PROBLE~lA 

En principio debe establecerse en la Ley Orgánica de 
la Procuraduría· General de l.a República, que !'ara que el Procu-
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rador General de la República pueda delegar en sus sub-alternos 
su intervenci6n como parte en los juicios de amparo, previamen· 
te, éstos, o sea los Agentes del Ministerio Público Federal, d.!:_ 
berán acreditar un curso te6rico·práctico sobre el Juicio de· A~ 
pro, para que de esa manera tengan pleno conocimiento de la ma· 
teria en que van a intervenir y en consecuencia no se cometan • 
los errores, ni las omisiones en que se incurre en la actuali·· 
dad, por lo cual al artículo 5° fracci6n I de dicha ley deberá_ 
agregarse el siguiente párrafo: 

"Cuando al Procurador General de la República delo·· 
guo en el Agente del Ministerio Público Federal su interven··· 
ci6n como parte en un juicio de amparo, éste debe haber previa· 
mente realizado un curso te6rico·práctico sobre el juicio de a~ 

paro que deberá aprobar y que lo impartirá la Procuraduría Gen~ 
ral de la República". 

La fracci6n XV del artículo 107 Constitucional debe· 
rá ser reformada o adicionada en los siguientes términos: 

" .•. pero podrá abstenerse de intervenir en dichos juicios 
cuando el caso de que se trate carezca a su juicio, de interés_ 
público, en cuya situaci6n deberá expresar los motivos y funda· 
mentos necesarios que ameriten tal abstcnci6n". 

De igual manera, en el artículo 103 y 107 Constit~ 
cionalcs deberá plasmarse esa obligaci6n que debe tener el Mi·· 
nisterio Público Federal cuando se abstenga de intervenir en •• 
los juicios de amparo. A dicha fracci6n se le deberá agregar • 
que cuando se dicte una sentencia en el juicio de amparo deberá 
de notificárselo personalmente al Ministerio Público Federal la 
resoluci6n que se dicte, sea en el sentido que fuere, y si estl 
ma que no desea interponer recurso correspondiente deberá form~ 
lar un escrito a la autoridad que conozca del amparo expresando 
las razones por las cuales no lo interpone. 



lZZ. 

También deberá adicionarse a la fracci6n del artícu· 
lo de que se trata para el efcctc de que conste fehacientementb, 
la notificaci6n al Agente del Ministerio P6blico Federal adscr_! 
to al Juzgado de Distrito o Tribunal Colegiado de Circuito que_ 
corresponda, la interposici6n del juicio de amparo por parte ·­
del quejoso, para que emita su pedimento en el sentido que esti 
me procedente. 

Tambi6n en el articulo 113 de la Ley en cita deberá_ 
hacerse menci6n de que se le notificará personalmente al Minis­
terio P6blico Federal cuando se vaya a tener por cumplida una -
ejecutoria de amparo para que ést.e dé su conformidad sobre la -
misma y pueda archivarse el asunto. 

De igual forma, cuando un expediente de amparo en -­
trámite se difiera ln audiencia constitucional, ésto, desde !u~ 
go, en amparo indirecto, deberá notificarse personalmente al Mi 
nisterio P6blico Federal para que éste exponga sobre el partic!! 
lar lo que estime conveniente, siendo su obligaci6n ineludible_ 
el desahogar esa vista. 

Asimismo, para formular pedimento y una vez de que -
el expediente ya sea en cualquiera de los dos tipos de juicio -
de amparo se encuentre totalmente integrado para su resoluci6n, 
deberá permitírsele al Minister.io P6blico Federal por un térmi­
no que no exceda de cinco días, para que lo analice y emita su_ 
pedimento correspondiente, con la obligaci6n de formularlo den­
tro de ese término. ap.ercibiéndole de una multa en caso de no h!!_ 
cerlo, todo ello, con la finalidad de que en verdad, el Minist~ 
rio P6blico Federal ejercite su carácter de parte dentro del -­
juicio de amparo. 

Finalmente en el capítulo de Responsabilidades den-­
tro del juicio. de· amparo deberá agregarse un artículo en el 
cual se e~tablezca responsabilidad penal para el Agente del Mi­
nisterio P6blico Federal que no cumpla con sus obligaciones que 
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le precisa la Ley de Amparo, pudiendo denunciarla cualquiera de 
las demás partes en el juicio o bién la autoridad que conozca -
del amparo. 

Corolario de lo anterior, con las propuestas que se_ 
formulan, el Ministerio Póblico Federal ejercerá su funci6n co­
mo en realidad debe ser y con una· evidente seguridad y protec-­
ci6n tanto para el quejoso, como para las demás partes en el -­
juicio y que redundará en beneficio y mejoramiento de una noble 
instituci6n como lo es el Juicio de Amparo. 



124. 

CONCLUS O N E S 

I.· El Ministerio Público es una Institución del Estado 
que actúa promoviendo la represión de los delitos, mediante el · 
ejercicio de la acción penal o bien como parte acusadora en un · 
proceso de carácter penal o como sujeto auxiliar de las diversas 
ramas procesales, asimismo actúa como Consejero Jurídico del Es· 
tado defendiendo los intereses de éste y de la sociedad en gene· 
ral velando la observancia de las leyes que determina la campe·· 
tencia de los Tribunales. 

II.· El Ministerio Público Federal puede actuar en re·· 
presentación de autoridades responsables en el Juicio de Amparo_ 
en términos del Artículo 19 de la Ley Reglamentaria de los Arti· 
culos 103 y 107 Constitucionales y no sólo como parte en el mis· 
mo. 

III.· El Ministerio Público Federal es parte en todos · 
los Juicios de Amparo facultad derivada del Artículo 107 Frac· • 

- ción XV de" la Constitución Política de los Estados Unidos Mexic,! 
nos. 

IV.· Las dos obligaciones esenciales del Ministerio Pú· 
blico Federal dentro del Juicio de Amparo son el cuidar: 

l).· El que los Juicios de Amparo no podrán archivarse_ 
sin que se haya cumplido la sentencia ejecutoriada que haya con· 
cedido al agraviado la protección constitucional o bien que apa· 
rezca que no hay materia para la ejecución, y; 

Z).· En el Juicio de Amparo Indirecto, que los Juicios_ 
de Amparo no queden paralizados indefinidamente. 

V,· El Ministerio Público Federal, a pesar de sus obli· 
gaciones que son limitadas no las cumple debidamente, salvo en · 
materia penal, toda vez que por negligencia o incapacidad no ha· 
ce nada por ejercitarlas, 
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VI.· El Ministerio Público Federal en el Juicio de Amp! 
ro es una simple figura decorativa, que aún y cuando intervenga_ 
en el mismo, sus pedimentos no se toman en consideración. 

VII.- Para el debido cumplimiento de las funciones que_ 
como parte en el Juicio de Amparo debe tener el Ministerio Públi 
co Federal se proponen las siguientes soluciones: 

1).- Cuando el Procurador General de la República dele· 
gue en el Agente del Ministerio Público Federal su intervención_ 
como parte en el Juicio de Amparo, dicho agente deberá haber pr! 
viamente realizado un curso teórico-práctico sobre el juicio de 
garantias que deberá aprobar y que lo impartirá la Procuraduría_ 
General de la República. 

2).- Cuando el Ministerio Público Federal en el Juicio_ 
de Amparo se abstenga de intervenir como parte en el Juicio de -
Amparo deberá expresar los motivos y fundamentos legales que am! 
riten tal abstención. 

3).- Deberá notificarse personalmente al Agente del Mi· 
nisterio Público Federal la interposici6n de cualquier Juicio de 
Amparo. 

4).- Cuando se dicte una sentencia en el Juicio de Amp! 
ro, sea en el sentido que fuere, deberá notificársele personal-­
mente al Ministerio Público Federal. 

5),- Una vez notificado de la sentencia que se dicte en 
el Juicio de Amparo, dentro del término de diez dias, si no - -· 
desea interponer recurso de revisi6n, deberá formular un escrito 
a la autoridad que conozca del amparo expresando las razones por 
las cuales no lo promueva. 

6).· Cuando se vaya tener por cumplimentada una ejecut~ 
ria de amparo deberá notificarse personalmente al Agente del Mi· 
nisterio Público Federal tal circunstancia a fin de que éste de_ 
su conformidad. 

7),- Cuando en amparo indirecto se difiera una audien·· 
cia constitucional deberá notificarse personalmente al Ministe-· 
rio Público Federal, para que éste exponga dentro del término de 
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tres <lías lo que estime conveniente sobre el particular, siendo_ 
ineludible su obligación de desahogar esa vista con apercibimie~ 
to de una multa de diez a ciento ochenta días de salario mínimo_ 
vigente en el Distrito Federal. 

8).· Para formular pedimento en el Juicio de Amparo y -
éste se encuentre totalmente integrado para su fallo deberá rcml 
tirsela al Ministerio Público Federal por un término que no exc~ 
da de cinco días, apercibiéndolo de una multa en caso de no 
hacerlo. 

9).- Deberá agregars~ en el capítulo de responsabilida­
des del Juicio de Amparo un articulo en el cual se establezca 
responsabilidad penal para aquél servidor público que desempene_ 
funciones de Agente de Ministerio Público Federal que no cumpla_ 
con las obligaciones que le precisa la Ley de Amparo, pudiendo • 
denunciarlas cualquiera de las demás partes que intervengan en_ 
el Juicio de Amparo o bien la autoridad que conozca de tal jui-­
cio. 
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